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Presentación de la serie 


La gente cree que la historia es algo que sucede a la larga, 
pero la verdad es que se trata de algo muy repentino. 


Philip Roth, Pastoral americana, 2000 


Esta serie está compuesta por libros que se centran en un año decisivo de 
la historia del actual territorio argentino entre 1776 y 2001. Ofrecen una 
reconstrucción de lo ocurrido en cada año, pero también de cómo fue 
recordado por las generaciones posteriores y representado en las 
películas, los manuales escolares y las canciones. Algunos años son más 
famosos e inevitables que otros (como 1810, 1930 o 1976), y otros son 
mucho más una apuesta por convencer a los lectores de que algo 
importante había ocurrido entonces y no lo habíamos tomado 
suficientemente en consideración. 

¿Por qué la historia de un año? El año es una unidad natural del 
tiempo, es la vuelta de la Tierra alrededor del Sol. Pero también es una 
medida muy usada en nuestra cultura: organiza la memoria (“nací en el 
sesenta y tres / con Kennedy a la cabeza” o el más tanguero “yo soy del 
treinta / cuando a Yrigoyen lo empalurdaron”) y los relatos que solemos 
desplegar. Y si bien hay muy buenos libros de historia argentina basados 
en años como El 45: crónica de un año decisivo, de Félix Luna (1969), o En 
Buenos Aires 1928, de Francis Korn y Martín Oliver (2017), en general los 
historiadores nos sentimos más cómodos con otras unidades temporales 
que permiten comprender mejor los procesos sociales y económicos, las 
repeticiones y continuidades, como por ejemplo: “los gobiernos radicales 
(1916-1930)”, “el ciclo de inestabilidad política (1955-1983)”, la 
“década infame (1930-1943)”, entre otras fórmulas utilizadas. 

No es esta una historia exhaustiva del país como la que ofrecen otras 
series consagradas, sino de sus años más importantes, aquellos en los 
cuales se produjeron cambios relevantes y muchas veces irreversibles 
para la fisonomía política y económica de la vida en esta parte del 


planeta. Para esta tarea fue convocada una decena y media de notables 
investigadoras e investigadores de la historia de nuestro país. Además de 
ser especialistas en los períodos que interesan en cada tomo, se trata de 
autoras y autores que trabajan en distintos puntos de la Argentina: 
confiamos en que esa diversidad geográfica estimulará lecturas más 
sensibles sobre las diferencias entre los pasados de las regiones y las 
provincias, y nos dará un retrato más completo, más federal, del pasado 
argentino. 

A grandes trazos, los autores y las autoras de esta serie examinaron 
cada año bajo dos coordenadas: ya sea como objeto de análisis en sí o 
como muestra de fenómenos más amplios que se articularon en una 
coyuntura. Quienes tomaron la primera de las opciones se interrogaron 
acerca de cuándo y por qué se considera que empezó y terminó un cierto 
año, y qué es lo que hace que ese sea un año crucial en la historia 
nacional: ¿cuándo acabó 1983, por ejemplo?, ¿con el juicio a las tres 
juntas militares en 1985?; ¿cuándo comenzó 18807, ¿fue acaso con la 
campaña militar del general Roca el año anterior? Es una especie de 
historia total e intensa de un tiempo corto. En cambio, el segundo 
camino analítico señala cómo fue que tendencias de distinta profundidad, 
naturaleza y ritmo (la economía, la cultura, la demografía, etc.) 
quedaron anudadas bajo el tiempo corto y nervioso de doce meses de la 
política. Esta es un tipo de historia corta de procesos largos. 

Podría plantearse que la historia de un año conspira contra la 
percepción ajustada de procesos no regulados por el tiempo burocrático 
del calendario. No creemos que sea así: esta serie parte de la idea de que 
esa dicotomía puede ser salvada o esquivada a través de textos que 
expliquen por qué se seleccionaron algunos años, cuál fue su relevancia y 
cómo ellos dejan ver procesos de fondo más lentos o más silenciosos. 
Quienes lean estos libros tendrán, como siempre, la respuesta acerca de 
si esta apuesta, finalmente, satisfizo sus inquietudes. 

Esta serie fue inicialmente diseñada a fines de 2019, en buena 
medida inspirada en la colección “Años que cambiaron la historia del 
Paraguay” que publicó el diario ABC Color en Asunción. Sin embargo, los 
efectos de la pandemia retrasaron las tareas de investigación, escritura y 
trabajo editorial que se habían imaginado. En definitiva, la serie chocó 


de frente con un año crucial, el 2020, que vino a recordarnos a los 
humanos no solo la existencia sino la relevancia, a veces agazapada y 


“algo repentina”, del cambio, o sea, de la historia. 


Ernesto Bohoslavsky 
Director de la serie “Años Cruciales” 
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Mitre explica toda la Revolución argentina 
por los hombres de Buenos Aires y sus ideas, 
y no ve la acción general de las cosas 

que gobiernan a esos mismos hombres 

que, pareciendo gobernar, obedecen y siguen. 
Lejos de ser los autores de la revolución, 

es esta la autora de ellos. 


Juan B. Alberdi, Belgrano y sus historiadores 


Aun así, elijamos las palabras que el desierto recibirá: 
no hay revolución sin revolucionarios. 


Andrés Rivera, La revolución es un sueño eterno 


Introducción 
Revolución y nación en la historia argentina 


... A los que con tanta audacia, a veces con tanta sutileza, 

a veces con tanta malicia (y aun malignidad) 

intentan renovar la imagen de nuestro surgimiento como nación 
solo sería acaso oportuno recordarles un hecho demasiado evidente 
para que parezca necesario mencionarlo, 

un hecho que, por ocupar el primer plano del panorama, 

es sin embargo fácil dejar de lado: 

que lo que están estudiando es, en efecto, una revolución. 


Tulio Halperin Donghi, Tradición política española 
e ideología revolucionaria de Mayo 


El propósito de este libro es presentar una narración y una explicación de 
los principales acontecimientos ocurridos en 1810 en el territorio 
rioplatense. Y, qué duda cabe, lo más importante que sucedió ese año en 
ese territorio fue la Revolución de Mayo. Es por eso que la narración va a 
girar en torno a esa revolución que se inició cuando la Argentina aún no 
existía, pero sin la cual sería imposible entender su historia. En efecto, y 
aunque pueda parecer paradójico, la Revolución de Mayo no solo es el 
acontecimiento más destacado de ese año, sino también el más 
importante de la historia nacional argentina. O al menos así lo cree 
buena parte de la sociedad argentina que considera el 25 de mayo como 
la fecha de nacimiento de la nación, y el proceso revolucionario e 
independentista como una suerte de aleph que condensa el sentido de la 
historia nacional. De ahí que, además de ser el fenómeno más estudiado 
por las distintas corrientes historiográficas, también sea uno de los pocos, 
quizás el único, que fue y sigue siendo revindicado por todas las 
tradiciones políticas e ideológicas que tuvieron o tienen peso en la vida 
pública nacional. No es de extrañar entonces que muchos argentinos no 
solo conozcan los sucesos revolucionarios y sus principales protagonistas, 
sino que también tengan juicios de valor sobre los mismos. 


¿Qué sentido tiene entonces publicar otro trabajo sobre la Revolución 
de Mayo? ¿Acaso hay algo novedoso que se pueda agregar a todo lo que 
ya ha sido escrito sobre este tema? La cantidad de publicaciones 
recientes pareciera indicar que aún sigue teniendo sentido hacerlo, al 
menos en términos de mercado editorial, sobre todo si nos atenemos a 
los libros que desde el título prometen revelar la trama secreta de la 
revolución o contar la historia oculta de alguno de sus protagonistas. Sin 
embargo, y esto es necesario decirlo con total claridad, nadie urdió un 
complot para escamotear o tergiversar nuestro conocimiento sobre la 
revolución. De ahí que esas promesas difícilmente puedan ser satisfechas: 
en el mejor de los casos se remozan textos y documentos desconocidos 
por el público no especializado, y en el peor se trata de especulaciones 
sin ningún sustento. 

Ahora bien, esto no implica que hoy en día no siga siendo válido 
publicar nuevos trabajos sobre el año 1810 y, por lo tanto, sobre la 
Revolución de Mayo. Pero las razones son otras, ya que obedecen a la 
propia naturaleza del conocimiento histórico más que a una estrategia de 
mercado o a la supuesta revelación de hechos que nos fueron ocultados. 
La relación con el pasado no es algo fijo o estático, por lo que su 
conocimiento también se puede ir modificando con el paso del tiempo. 
Cada presente, cada momento histórico, está atravesado por intereses, 
preocupaciones y valoraciones propias a partir de las cuales se formulan 
nuevos interrogantes sobre el pasado. Esto permite mirar los sucesos, 
fenómenos y procesos históricos bajo una nueva luz y, así, considerar 
algunas cuestiones a las que en otras coyunturas no se les prestaba 
atención o eran impensables. E, incluso, y este es nuestro caso, criticar 
las interpretaciones consagradas y proponer otras novedosas. | 

En efecto, desde hace varias décadas se vienen desarrollando 
investigaciones que ampliaron el conocimiento sobre distintos aspectos 
del proceso revolucionario y, mucho más importante aún, modificaron 
nuestra comprensión e interpretación de este. Las innovaciones en ese 
sentido son numerosas e imposibles de sintetizar en unas pocas líneas. 
Para dar una idea de su diversidad basta señalar algunos temas y 
problemas como la forma de considerar la influencia que pudieron haber 
tenido las ideas ilustradas, el papel atribuido a los intereses económicos 


de las élites criollas, la naturaleza del vínculo con la metrópoli o la 
participación política de las clases subalternas. Pero hay una innovación 
que sin duda es la más decisiva, pues afectó el núcleo de las narrativas e 
interpretaciones tradicionales que habían consagrado la Revolución de 
Mayo como un mito de orígenes de la nación argentina. Como habrán 
podido advertir quienes leyeron el tomo de esta serie dedicado al año 
1776 y, por lo tanto, a la creación del Virreinato del Río de la Plata, los 
estudios recientes sostienen que en ese período no existían esa nación ni 
esa nacionalidad. Pero no solo porque su territorio y su denominación no 
se correspondían con los actuales, sino más bien porque eran otras las 
identidades colectivas y las formas de concebir las comunidades políticas 
y sus fundamentos. Por ese motivo, carece de sentido sostener que la 
revolución hubiera sido protagonizada por la nación o por la 
nacionalidad argentina, o que haya sido el proceso durante el cual se 
produjo su alumbramiento. Y, sin embargo, esta es a grandes rasgos la 
forma en la que una parte importante de la sociedad sigue concibiendo la 
Revolución de Mayo. Es por eso que antes de iniciar el recorrido por los 
sucesos de 1810, y a fin de poder entender cómo se construyó el mito de 
orígenes, resulta necesario realizar algunas breves precisiones sobre esa 
otra historia que es la de las interpretaciones y representaciones de la 
revolución realizadas en los siglos XIX y XX. 


AS 


La comprensión y la valoración de la Revolución de Mayo como el 
acontecimiento fundacional de la nación es el resultado de una historia 
dentro de la cual se pueden identificar en forma esquemática dos 
movimientos decisivos. Mientras que la instauración de la Junta el 25 de 
mayo de 1810 se convirtió de inmediato en la fecha emblemática del 
proceso revolucionario entendido como la ruptura con el pasado y el 
inicio de una nueva etapa, la consideración de la nacionalidad o de la 
nación argentina como el sujeto que la protagonizó tardaría mucho más 
tiempo en cobrar forma, y recién se impondría entre fines del siglo XIX y 
comienzos del XX. 

Para calibrar el impacto y el sentido que tuvo el primer movimiento — 
considerar la revolución como la ruptura y el inicio de una nueva era-, 


resulta necesario tener presente la situación previa. Y, en particular, las 
dificultades que atravesaba la monarquía española y la profunda 
incertidumbre que embargaba a sus súbditos tanto en España como en 
América. Esta cuestión será tratada con mayor detalle en el primer 
capítulo, por lo que aquí solo necesitamos saber que desde comienzos del 
siglo XIX se venían produciendo hechos dramáticos y difíciles de 
procesar, pero que evidenciaban una creciente pérdida de poder por 
parte de la Corona. Este estado de cosas devino en una profunda crisis a 
partir de mayo de 1808 cuando se produjeron las abdicaciones de 
Bayona, tras las cuales se coronó como monarca a José 1, el hermano de 
Napoleón Bonaparte. Si bien el futuro era incierto, parecía claro que la 
monarquía no subsistiría o, al menos, que ya no lo haría en los mismos 
términos. De ahí que comenzaran a barajarse distintos proyectos de 
organización política e institucional a uno y otro lado del Atlántico. Tras 
la creación de la Junta en Buenos Aires el 25 de mayo de 1810, la 
revolución se presentó como una salida novedosa que, al promover un 
corte abrupto con el pasado colonial, también permitió reinterpretar y 
dotar de sentido a los sucesos en curso como parte de un proceso de 
cambio destinado a construir un nuevo orden sociopolítico signado por la 
libertad. De ese modo, y además de constituirse en un mojón que 
indicaba el nacimiento de una nueva era, la revolución ofició como una 
poderosa creencia colectiva que permitía orientar a los actores sociales y 
políticos. Y, tanto o más importante aún, como una fuente de legitimidad 
irrecusable cuya fuerza se puede percibir en su invocación por los 
diversos sectores políticos, ideológicos y regionales que se enfrentaron 
durante décadas en lo que solemos denominar como “guerras civiles”. 

El segundo movimiento se produjo durante el último tramo del siglo 
XIX, cuando esos conflictos encontraron un nuevo cauce en el proceso de 
consolidación del Estado nacional argentino que puso fin a una etapa en 
la que los pueblos se habían organizado como Estados provinciales 
soberanos. El Estado nacional era una entidad política novedosa que, a 
fin de legitimarse, se presentaba como la expresión política y la 
organización jurídica e institucional de una nacionalidad preexistente, 
vale decir, de una comunidad poseedora de rasgos idiosincrásicos que se 
habrían ido constituyendo a lo largo de la historia. Fue entonces cuando 


terminó de cobrar forma la consideración de la Revolución de Mayo 
como el acontecimiento central de la historia nacional argentina, y el 25 
de mayo como su fecha emblemática junto con el 9 de julio, por la 
Declaración de Independencia realizada en 1816. 

El carácter simbólico que adquirieron ambas fechas se puede 
apreciar, por ejemplo, en su elección para dar nombre a calles, ciudades, 
instituciones y espacios públicos en todo el país. Pero los símbolos solo 
pueden funcionar si se integran en un discurso capaz de sustentarlos y 
dotarlos de sentido. Y, desde luego, si este discurso, ya sea histórico, 
literario, religioso, científico o mítico, es hecho suyo por la sociedad o 
por algún grupo social significativo. En ese sentido resultó decisiva la 
Historia de Belgrano y de la independencia argentina que Bartolomé Mitre 
comenzó a escribir en 1857 y cuya versión definitiva publicó en 1887. En 
esta obra, Mitre logró articular por primera vez una narración y una 
explicación de largo aliento de la historia nacional argentina en la que el 
proceso revolucionario aparece como el momento de emergencia o de 
toma de conciencia de esa nacionalidad por parte de los criollos. Una 
nacionalidad que, además, y al igual que su territorio y su destino de 
grandeza como nación democrática, republicana y liberal, habrían 
comenzado a delinearse durante el período colonial. Esta interpretación, 
sin embargo, no se impuso de inmediato, y recién terminaría de 
consagrarse a comienzos del siglo XX en el marco de los balances, las 
reflexiones y discusiones sobre la nación y la identidad nacional que se 
suscitaron durante los festejos por el centenario de la revolución, y que 
en buena medida respondieron al impacto provocado por la inmigración 
europea que había transformado a la sociedad criolla. 

Durante las siguientes décadas se produjeron numerosos estudios 
sobre los más diversos aspectos del proceso revolucionario, pero sin que 
se pusiera en cuestión su consideración como expresión de la 
nacionalidad argentina o como el momento fundacional de la nación. Por 
el contrario, esta interpretación no hizo más que consolidarse, ya que las 
distintas posiciones historiográficas e ideológicas obedecían en buena 
medida a las características que cada corriente o autor le atribuía a la 
nación argentina. De ahí que las disputas sobre su interpretación y 
valoración tendieran a organizarse en torno a polos antagónicos que 


invitan a tomar partido por uno u otro para decidir cuál es el que mejor 
representa el proceso revolucionario y, por lo tanto, a la nación: Cornelio 
Saavedra o Mariano Moreno; Buenos Aires o el Interior; 25 de mayo o 9 
de julio; movimiento popular o elitista; origen civil o militar; influencia 
de las ideas ilustradas francesas o de la tradición neoescolástica española. 

En ciertas coyunturas la sociedad muestra un mayor interés por la 
revolución y su vínculo con el presente y el futuro. Esto puede obedecer 
a la conmemoración de su aniversario que invita a revisar los sucesos de 
1810 y a trazar balances de la historia nacional, tal como sucedió en su 
centenario (1910), sesquicentenario (1960) y bicentenario (2010). Pero 
también puede ser consecuencia de crisis, como la ocurrida a comienzos 
del siglo XXI. O de una intensificación de las disputas políticas e 
ideológicas en las que se recurre a ese momento fundacional en procura 
de claves interpretativas de la historia nacional. Ahora bien, la 
perduración de la Revolución de Mayo como mito de orígenes no se debe 
tanto a esos momentos singulares de intensidad política e ideológica o a 
las grandes conmemoraciones que incitan a plantear balances y 
proyecciones, sino más bien a lo que acontece en otros ámbitos menos 
visibles, pero en los que se desarrollan prácticas cuya regularidad y 
capacidad para involucrar intelectual y emocionalmente a todos los 
sectores sociales les otorga una mayor eficacia. En ese sentido, se destaca 
el sistema educativo que desde comienzos del siglo XX se fijó como uno 
de sus propósitos homogeneizar la población transmitiendo valores y 
conocimientos que reforzaran la identidad nacional. Pero su influjo no se 
restringe a los años de escolarización. Como adultos, también volvemos a 
la escuela para asistir a esos rituales que son los actos patrios en los que 
año a año reúnen a las comunidades educativas de todas las escuelas del 
país para festejar y conmemorar el aniversario del nacimiento de la 
patria, de la declaración de su independencia y de la actuación de sus 
máximos próceres. 


AS 


En los últimos años se produjeron cambios significativos en los diseños 
curriculares, en la formación de los docentes, en los manuales y también, 
aunque en menor medida, en los actos escolares. Esto se debe, entre otras 


razones, a la creciente difusión por fuera del estrecho círculo académico 
de las críticas a las interpretaciones tradicionales que asocian la 
Revolución de Mayo con la nación argentina. En ese sentido, se sostiene 
que ni la nación ni la nacionalidad argentina existían en 1810, así como 
tampoco estaban predestinadas a constituirse, ni había actores que las 
encarnaran o las representaran. Por el contrario, buena parte de la 
historiografía argentina e hispanoamericana reciente tiende a explicar los 
sucesos revolucionarios poniendo el foco en la crisis de la monarquía 
española que provocó reacciones similares en distintas partes de 
América. Y este es también el punto de partida del presente libro. 

Ahora bien, así como la crisis permite explicar en qué condiciones se 
inició la revolución, por sí sola resulta insuficiente para entender el 
proceso revolucionario. Por un lado, porque para sus propios 
protagonistas se trataba de un acontecimiento que había venido a poner 
fin a la crisis al inaugurar una nueva etapa histórica regida por valores y 
principios no menos novedosos. Por otro lado, porque si entendemos la 
revolución como un proceso, resulta evidente que no puede ser reducida 
a la creación de un nuevo gobierno en mayo de 1810, y ni siquiera a lo 
acontecido entre 1808 y 1810. Una revolución es, en efecto, un momento 
específico e incluso un acontecimiento en el que muchas veces queda 
simbolizada, como sucedió con la creación de la Junta el 25 de mayo de 
1810. Pero ante todo es un proceso histórico o, para ser más precisos, la 
intersección de varios procesos que trascienden ese acontecimiento. Es 
por eso que, si bien el foco del libro está puesto en lo acontecido en 1810 
en el Río de la Plata, y particularmente en los sucesos políticos, su 
comprensión requiere tener en cuenta un marco espacial, temporal e 
interpretativo más amplio. 

Esto planteó un dilema a la hora de encarar la escritura del libro que, 
en verdad, es un problema que de un modo u otro atraviesa todos los 
textos de historia: la relación entre los hechos, su narración y su 
interpretación. Una interpretación general de la revolución podría 
atentar contra su propósito principal que es reconstruir, narrar y explicar 
los sucesos de 1810. Estos podrían quedar desdibujados como meras 
expresiones de procesos más amplios como las crisis de las monarquías 
imperiales y el ciclo revolucionario euroatlántico, o ser considerados en 


forma anacrónica a la luz de fenómenos posteriores como la Declaración 
de la Independencia en 1816. Pero la sola presentación de los 
acontecimientos producidos en 1810 tampoco permitiría comprenderlos, 
ya que los hechos sociales no portan en sí su interpretación, sino que esta 
es el resultado de una operación intelectual. El libro aspira, por lo tanto, 
a combinar la narración de los acontecimientos con un marco analítico 
que permita explicarlos como parte de procesos de mayor amplitud. 

Para ello se presenta un relato ordenado en forma cronológica que 
procura seguir los sucesos lo más de cerca posible, y en el que se presta 
particular atención a la forma en la que estos eran vividos por los 
contemporáneos, vale decir, a sus expectativas, frustraciones, temores y 
anhelos. En ese sentido, se destaca la experiencia de estar viviendo un 
tiempo nuevo en el que se producían constantes novedades difíciles de 
procesar y que afectaban tanto la vida social como la privada. La 
revolución, en efecto, parecía cubrirlo todo. Esto, sin embargo, no 
significa que todos la vivieran y valoraran del mismo modo. Si bien es 
imposible realizar una reconstrucción de todas las experiencias 
particulares, resulta necesario tener presente que, según la posición, los 
intereses, los valores y las ideas que tuviera cada persona o grupo social, 
podía primar el rechazo o el entusiasmo, el temor o la esperanza. Y, en 
más de un caso, el temor y la esperanza a la vez. 

Ahora bien, como ya se ha advertido, la mera narración no es capaz 
por sí sola de explicar lo acontecido, aun cuando en esta también se 
considere la forma en la que los contemporáneos vivían y entendían la 
experiencia revolucionaria. Es por eso que los capítulos están 
organizados a partir de tres ejes analíticos que son los que le dan el título 
a este volumen y a sus respectivos capítulos: crisis, revolución y guerra. 
Esta presentación puede dar a entender que fueron fenómenos sucesivos, 
lo cual no es del todo desacertado, pero se trata más que nada de una 
distinción analítica que contribuye a explicar la dinámica del proceso 
revolucionario en general y de lo acontecido en 1810 en particular. En 
los hechos, como veremos, la crisis, la revolución y la guerra se 
articularon y superpusieron, por lo que resulta difícil considerarlas por 
separado. 

El primer capítulo presenta una breve reconstrucción de las 


principales características del orden colonial y su crisis en los años 
previos a la revolución, para luego examinar los acontecimientos 
desarrollados entre el 1” de enero y el 25 de mayo de 1810, cuando se 
creó la Junta Provisoria de Gobierno en Buenos Aires. El segundo 
capítulo, que se centra en los primeros pasos dados por el nuevo 
gobierno y en las reacciones que estos suscitaron en todo el territorio 
virreinal, concluye el 26 de agosto con un acontecimiento que fue un 
hito en el proceso revolucionario: el fusilamiento del exvirrey Santiago 
de Liniers. El tercer capítulo continúa con la narración hasta fin de año, 
cuando se hizo evidente que la revolución se había convertido en una 
guerra contra quienes se oponían al nuevo gobierno, mientras 
comenzaban a producirse las primeras divisiones en el seno de la 
dirigencia revolucionaria en cuyo marco se produjo la ampliación de la 
Junta con los diputados de los pueblos y la renuncia de Mariano Moreno 
a su cargo de secretario. 

El cierre puede parecer abrupto, y de hecho lo es, ya que la 
finalización de un año difícilmente coincida con el cierre de un proceso 
histórico. En ese sentido, resulta importante señalar que el esquema 
analítico crisis, revolución y guerra puede ser útil para entender lo 
acontecido en 1810, pero resulta insuficiente para dar cuenta del proceso 
revolucionario en su totalidad. Como veremos en las conclusiones, si se 
extendiera el análisis hacia los años siguientes, la dinámica 
revolucionaria también tendría que incorporar otros ejes analíticos como 
independencia y república. Y, desde luego, las disputas facciosas y 
regionales que les dieron un nuevo sentido a la revolución y a la guerra, 
y que desembocaron en una nueva crisis que será analizada en el 
próximo volumen de esta serie dedicado al año 1820. Un año decisivo 
que, en cierto sentido, puede considerarse como el momento de cierre de 
la revolución, ya que se produjo la desintegración de las dos estructuras 
políticas que se habían disputado el poder durante la década 
revolucionaria: la centralista con capital en Buenos Aires y el artiguismo. 


1 Por razones de claridad expositiva, las referencias de la bibliografía 
utilizada y de las fuentes citadas no se mencionan en el texto, sino en un 
apartado al final del libro en el que también se incluyen unos breves 


comentarios sobre sus características y aportes. 


Capítulo 1 
Crisis 


“Te concedo todo excepto el poder”, declara el zarismo. 
“Todo es ilusorio menos el poder”, responde el pueblo revolucionario. 


Lenin, Se aproxima el desenlace 


En la historia argentina, 1810 es, por sobre todas las cosas, el año de la 
revolución. Más precisamente, el de la Revolución de Mayo. Una 
revolución que, como todas las experiencias dignas de ese nombre, fue 
vivida por sus contemporáneos como una ruptura histórica que había 
venido a trastocar el orden social y político. Y, por eso mismo, así como 
cosechaba adhesiones fervorosas, también fue objeto de rechazos no 
menos apasionados. 

¿Pero qué era lo que venía a revolucionar esa revolución y hacia 
dónde se dirigía o debía dirigirse? Estas preguntas no tenían respuestas 
únicas, ni siquiera entre los propios revolucionarios, y dar con ellas fue 
también uno de los factores que alimentaron las disputas políticas 
durante los años siguientes. Sin embargo, hay algo que de inmediato 
comenzó a quedar en claro para quienes dirigían o se habían adherido a 
esa empresa iniciada en el marco de una crisis monárquica e imperial: la 
revolución debía lograr la libertad de los americanos poniendo así fin a 
tres siglos de dominio colonial caracterizados por la injusticia, la 
opresión y la explotación. Es por eso, y no solo por razones de contexto, 
que para comprender los sucesos acontecidos en 1810 y la forma en la 
que fueron vividos y entendidos por sus protagonistas, resulta necesario 
tener presentes los principales rasgos del orden colonial 


hispanoamericano y su crisis en los años previos a la revolución. 


El orden colonial 


A lo largo del siglo XVI, mientras avanzaba la conquista y la ocupación 
de buena parte del continente americano, los españoles comenzaron a 


erigir un nuevo orden que les asegurara su control sobre ese vasto 
territorio, sus recursos y sus habitantes. Para ello dirigieron sus esfuerzos 
en al menos cuatro direcciones: 1) la creación de instituciones que 
administraran y gobernaran esos dominios de la Corona tanto en la 
propia América (virreinatos, gobernaciones, capitanías, audiencias) como 
en la metrópoli (Consejo de Indias, Casa de Contratación); 2) la 
estructuración de una sociedad jerárquica y estamental que les asegurara 
una posición privilegiada; 3) la imposición del catolicismo como única 
religión legítima; y 4) la organización de un sistema económico basado 
en la extracción de metales preciosos, el comercio monopólico y la 
explotación de la mano de obra nativa a la que pronto se sumó la de los 
esclavos de origen africano. Veamos cómo se desenvolvieron estas 
políticas y qué resultados produjeron. 

La colonización española se basó en la fundación de ciudades que se 
constituyeron en los núcleos a partir de los cuales se estructuró el nuevo 
orden. Además de centros poblacionales, también eran consideradas 
como focos civilizatorios desde los cuales debía controlarse y gobernarse 
los territorios circundantes y a sus habitantes. Es por ello que si bien la 
mayor parte de la población vivía en áreas rurales -un fenómeno que se 
prolongó hasta avanzado el siglo XX-, las urbes se convirtieron en los 
centros de poder político, social, económico y religioso. Esto se puede 
apreciar en el proceso de ocupación del territorio que siglos más tarde 
formaría parte de la República Argentina y que hasta el último cuarto del 
siglo XVIII había integrado el Virreinato del Perú. En el siglo XVI se 
fundaron las primeras ciudades, varias de las cuales debieron ser 
abandonadas o trasladadas, mientras que otras pudieron mantenerse o 
fueron refundadas en el mismo lugar. Es el caso de Buenos Aires, Santa 
Fe, Corrientes, Jujuy, Salta, Tucumán, Santiago del Estero, Córdoba y La 
Rioja que, durante los siglos XVII y XVIII, formaron parte de las 
gobernaciones de Tucumán y del Río de la Plata, al igual que otras de 
fundación más tardía como Catamarca. Por su parte, San Juan, Mendoza 
y San Luis se integraron en el Corregimiento de Cuyo, que dependía de 
Chile. Si bien eran pequeños poblados de unas pocas manzanas en forma 
de damero que estaban habitados por cientos o unos pocos miles de 
personas, pronto se erigieron en los centros de poder político, social, 


económico y religioso a nivel local, y en los espacios de articulación 
interregional como paso obligado para el tránsito y el control de 
personas y de bienes (Imagen 1). 

Esta preeminencia se debía en buena medida al hecho de que las 
ciudades hispanoamericanas también habían sido concebidas como 
comunidades políticas que gozaban de un estatus particular y de 
privilegios otorgados por el rey. Los cabildos eran sus órganos de 
gobierno, administración y justicia, que regían buena parte de los 
asuntos locales, desde la policía al abastecimiento, y cuya jurisdicción se 
extendía hacia las zonas rurales aledañas a través de funcionarios como 
los alcaldes de Hermandad. En el cabildo estaban representados los 
sectores locales de poder y era a su vez el ámbito en el que se 
institucionalizaban sus disputas que muchas veces enfrentaban a extensos 
grupos familiares. Ahora bien, solo una minoría de la población podía ser 
electa miembro del cabildo: los “vecinos”. En términos ideales, estos 
debían ser jefes de familia españoles o descendientes de españoles, es 
decir, varones mayores de edad y casados, que poseían casa habitada en 
la ciudad y tenían “sangre limpia”. Este último requisito, necesario 
además para ingresar a algunas instituciones como las universidades y 
para acceder a cargos civiles, militares y eclesiásticos, exigía demostrar 
que todos sus antepasados habían sido blancos y católicos, y que ninguno 
había sido condenado por la Inquisición ni ejercido algún oficio vil. Estos 
requisitos no siempre podían ser de estricto cumplimiento, por lo que en 
numerosas ocasiones se pasaban por alto o se flexibilizaban. Pero en 
todos los casos era la minoría más poderosa de las ciudades la que tenía 
derecho a ejercer las funciones de gobierno como miembro de los 
cabildos, algo que en buena medida estaba garantizado por el hecho de 
que eran los cabildantes salientes quienes, al comenzar cada año, elegían 
a sus sucesores. 

Es necesario tener presente que estos u otros privilegios no 
constituían una anomalía ni eran percibidos como algo que debía ser 
subsanado. Por el contrario, la desigualdad era un rasgo estructural de la 
sociedad colonial que se caracterizaba por tener un ordenamiento 
jerárquico en el que cada persona o grupo debía ocupar una posición o 
desempeñar un rol según su condición. Esta dependía de distintas 


variables como la raza, el género, la ascendencia y los vínculos 
familiares, el lugar de nacimiento o de procedencia, la actividad laboral 
o el hecho de ser miembro de una corporación. Esta segmentación 
implicaba un trato desigual, así como también eran diferentes los 
derechos y obligaciones de cada grupo, ya sea que estuvieran estipulados 
en normas escritas o consagrados por la costumbre. Es por eso que dos 
personas de distinta condición no eran juzgadas necesariamente del 
mismo modo ni recibían la misma condena, aun cuando hubieran 
cometido el mismo delito, sobre todo en lo relativo a castigos físicos. 
Estas diferencias también se expresaban en la vida cotidiana, ya que 
había sectores que podían sufrir prohibiciones específicas como la de 
circular por la noche, usar determinadas prendas, comprar bebidas 
alcohólicas o portar armas. 

En ese orden social basado en la desigualdad y en la posesión de 
diversos derechos y obligaciones, el principal criterio de diferenciación 
era el étnico o racial. En el siglo XVI, la Corona había estructurado sus 
dominios americanos en dos repúblicas que debían mantenerse separadas 
con sus propias leyes e instituciones: la República de los Indios y la 
República de los Españoles. Si bien esta división se mantuvo en el plano 
normativo e institucional, no tardó en producirse un proceso de mestizaje 
en el que también se incorporaron los esclavos africanos y sus 
descendientes. Esto daría lugar a la formación de las “castas”, que incluía 
a quienes no tuvieran sangre pura y a los afrodescendientes que no 
fueran esclavos. El mestizaje, un rasgo central del orden colonial que 
heredaron las repúblicas hispanoamericanas, tuvo también una 
dimensión sociocultural caracterizada por la hibridación o el sincretismo, 
tal como se puede advertir en las formas de organizar el trabajo, en las 
técnicas productivas, en el lenguaje y en las prácticas y concepciones 
religiosas que podían entremezclar elementos del catolicismo junto con 
otros de los pueblos originarios y de los esclavos de origen africano. 

El proceso de mestizaje hizo que cobrara forma una sociedad mucho 
más compleja, diversa y estratificada, con actores sociales que no 
terminaban de encuadrarse del todo dentro del modelo de las dos 
repúblicas. Sobre la base de esta diversidad y de los otros criterios ya 
señalados, se constituyó un orden social jerárquico que admitía 


variaciones significativas según las particularidades demográficas, étnicas 
y socioeconómicas de cada región. En la cima se encontraban los blancos 
y, dentro de estos, los españoles europeos, seguidos por los españoles 
americanos o criollos. Los blancos, a su vez, se distinguían entre sí por su 
posición social y su riqueza. Dentro del grupo privilegiado se 
encontraban los poseedores de títulos de nobleza, los grandes 
hacendados y comerciantes, y los más altos funcionarios civiles, militares 
y eclesiásticos. Asimismo, estaban aquellos que, sin gozar del poder, 
prestigio e importancia de los anteriores, tenían el estatus de “vecinos”. 
Todos ellos formaban parte de lo que se consideraba la “gente decente” y 
eran merecedores de los apelativos “don” o “doña” como señales de 
distinción. Otro rasgo que los diferenciaba del resto de la sociedad era el 
hecho de estar alfabetizados, un saber que, salvo excepciones, solo estaba 
al alcance de una minoría. En un rango inferior se ubicaban los blancos 
que carecían de prestigio o alcurnia y que, en general, eran pobres o 
ejercían algún oficio manual, algo que era considerado deshonroso. Es 
por eso que podían formar parte de la “plebe” o del “bajo pueblo”, al 
igual que los indios, mestizos y mulatos que ocupaban un lugar 
subordinado en la sociedad, aunque con grandes variaciones en sus 
respectivas posiciones, en su riqueza y en la jerarquía de cada grupo 
según el momento y el lugar que consideremos. Un blanco español pobre, 
por ejemplo, podía tener una posición de mayor privilegio que un 
artesano mestizo con ingresos más altos. Dentro de las clases subalternas 
se encontraba también un sector de la población que no tenía empleo o 
domicilio fijo, a veces denominados “vagos” o “malentretenidos”, quienes 
solían despertar las alertas de las autoridades y el temor de los vecinos 
que difícilmente los reconocieran como parte de su comunidad. El último 
escalón de esa estructura social lo ocupaban los esclavos que, como tales, 
eran una propiedad, por lo que, además de sufrir la explotación por parte 
de sus amos, también podían ser comprados y vendidos al igual que sus 
hijas e hijos. 

Con el correr de los años, el crecimiento demográfico y la creciente 
complejización de la sociedad dieron lugar a la emergencia de actores 
sociales cuya posición resulta más difícil de precisar, ya que ocupaban un 
lugar intermedio entre la “gente decente” y la “plebe”. Esto podía 


deberse a su riqueza, al prestigio que gozaban dentro de la comunidad o 
a la actividad que desempeñaban, ya sean miembros del bajo clero, 
profesionales como abogados, pequeños y medianos propietarios o 
comerciantes como pulperos y boticarios e, incluso, trabajadores 
especializados y bien remunerados como algunos maestros artesanos. 
Cabe notar, asimismo, que algunos miembros de los grupos subalternos 
pudieron acceder a posiciones y cargos que no se correspondían con su 
condición socioétnica. Esto se debía, entre otras razones, a que la 
consideración de una persona como indio, mestizo, mulato o blanco no 
dependía tan solo de su ascendencia, sus rasgos físicos u otras 
características distintivas como la forma de hablar. Como toda identidad, 
era una construcción sociocultural en la que intervenían otros factores, 
ya sean los vínculos grupales e interpersonales como las alianzas 
matrimoniales, la composición étnica de la población o la riqueza y lo 
que esta permitía, como el uso de ciertas prendas de vestir que además 
de su función primaria (abrigo, comodidad) permitían identificar la 
condición de quienes las portaban. De hecho, algunas piezas como el 
poncho, el frac y la levita eran utilizadas como referencia para 
caracterizar distintos grupos sociales. 

La desigualdad se expresaba también en las relaciones de género. Las 
mujeres ocupaban un lugar subordinado en su calidad de hijas o esposas 
que dependían de sus padres o maridos por lo que, por ejemplo, además 
de obedecerlos no podían o se les dificultaba litigar o disponer 
libremente de sus bienes. Y, por lo tanto, tampoco podían hacerlo con su 
propia vida. Esta condición afectaba a todos los grupos sociales y étnicos, 
pero sus experiencias no eran equivalentes: las mujeres de las élites 
gozaban de mayores derechos y privilegios, y además no trabajaban 
como sí lo hacían las que integraban las clases subalternas urbanas y 
rurales. En el caso de las desigualdades de género podemos advertir una 
vez más la existencia de excepciones que, como tales, no cuestionaban 
las reglas. En efecto, una mujer podía gozar de una mayor autonomía en 
ciertas circunstancias, como el hecho de ser viuda o madre soltera. 

En relación con esto último se debe tener en cuenta la alta tasa de 
hijos nacidos por fuera del matrimonio consagrado y muchas veces sin 
un padre reconocido. Desde luego que este no era el modelo de familia 


fomentado por las autoridades y las instituciones eclesiásticas. Y no solo 
por razones de índole moral. Es que la familia ocupaba un papel central 
en la estructuración de la sociedad colonial hispanoamericana. Hacia 
adentro, los jefes de familia extendían su autoridad sobre quienes 
dependían de él. De hecho, y más allá de las disposiciones legales, era 
usual que en casos de desobediencia o de falta de respeto les impusieran 
castigos físicos a esposas, hijos, esclavos y criados. Hacia afuera, las 
familias eran nodos a partir de los cuales se estructuraban redes y 
relaciones sociales en las que, a su vez, se basaba una parte importante 
de las actividades económicas y de las disputas por el poder. A través del 
matrimonio se consagraban alianzas entre distintas familias, tal como 
sucedía muchas veces con mujeres de linaje pero empobrecidas, que se 
casaban con varones que tenían un estatus menor pero una mayor 
riqueza. 

En el caso de las élites debemos tener en cuenta que no se trataba 
necesariamente de una familia nuclear compuesta por un matrimonio y 
sus hijos, sino de una suerte de clan encabezado por un padre de familia 
que incluía una extensa parentela, a la cual también podían pertenecer 
personas sin lazos de sangre o de otra condición social, como criados, 
esclavos o agregados. En muchas ocasiones, esto implicaba la residencia 
de una parte importante de esa parentela bajo un mismo techo, algo que 
no sucedía en los sectores populares y medios. La familia era, asimismo, 
un modelo que era utilizado para explicar y dar fundamento al orden 
social y político. En ese sentido, y a pesar de las profundas diferencias 
señaladas en los párrafos anteriores, se aspiraba a la unidad y armonía de 
la sociedad. Si bien se consideraba que los individuos y los grupos 
sociales debían ocupar diversos lugares y cumplir distintas funciones, lo 
hacían como miembros de una comunidad católica, una suerte de familia 
a cuya cabeza se encontraba el rey que era percibido como un padre que 
debía cuidar y guiar a todos sus súbditos. 

Esta unidad en la diversidad se puede advertir también en las 
distintas identidades colectivas. Además de las estamentales, étnicas o 
corporativas, los miembros de esa sociedad también podían tener varias 
identidades de carácter comunitario. En su condición de súbditos de la 
monarquía católica, los blancos nacidos en América podían reconocerse o 


ser reconocidos como “americanos”, como “españoles americanos” e, 
incluso, como “españoles” a secas. Dicha pertenencia solía expresarse a 
través de una tríada de valores, principios o referentes que eran 
invocados para justificar o legitimar toda acción o discurso de carácter 
público: Dios (o religión), patria y rey (o monarquía). Esto era 
coincidente con el concepto político de nación vigente que remitía a 
poblaciones regidas por un mismo gobierno o unas mismas leyes sin que 
esto implicara necesariamente que compartieran rasgos culturales o la 
posesión de un territorio en común. Es por eso que los “españoles 
americanos” o “criollos” podían considerarse miembros de la nación 
española que estaba integrada por la totalidad de los reinos, las 
provincias y los pueblos que le debían obediencia a la Corona. Ahora 
bien, si consideramos cómo se reconocían en otros planos ligados a lo 
étnico o territorial, encontramos que sus identidades podían ser muy 
diversas: además de “españoles americanos” o “americanos”, estaban 
aquellas que indicaban la pertenencia a un virreinato como “peruanos”, a 
una gobernación como “paraguayos” o a una ciudad como “potosinos” o 
“mendocinos”. Estas identidades solían expresarse a través de un uso del 
concepto de patria entendida como el lugar de nacimiento o el adoptado 
para vivir, o al concepto étnico de nación que aludía a poblaciones que 
compartían algún rasgo cultural o tenían un mismo origen. Pero lo que 
no se planteaba, o eran muy pocos quienes lo hacían, era considerar estas 
identidades como expresión de comunidades soberanas que pudieran 
existir en forma independiente de la Corona. En todo caso, podían ser 
invocadas para reclamar privilegios o procurar una mayor autonomía 
dentro del orden monárquico católico. 

El carácter católico, al que se hizo alusión varias veces, no era un 
añadido sino un componente sustancial del orden hispánico y colonial, 
ya que se trataba de la única religión concebible para los súbditos de esa 
monarquía. Por su parte, y en virtud del ejercicio del patronato otorgado 
por el papado, la Corona tenía la potestad de intervenir en la vida de las 
instituciones eclesiásticas, comenzando por su participación en el proceso 
de designación de sus miembros. Estos, a su vez, cumplían en más de un 
sentido lo que podríamos considerar como funciones de gobierno, ya que 
además de velar por las almas también debían hacerlo por el 


mantenimiento de la moral y del orden. Su injerencia en la vida 
cotidiana se veía favorecida por la centralidad que tenía la religión en el 
mundo hispanoamericano. Esta se exteriorizaba de muy diversas 
maneras, ya sean las imágenes de Cristo, la Virgen y los santos 
omnipresentes en los espacios públicos y privados, o los numerosos 
rituales que, desde el nacimiento hasta la muerte, involucraban a los 
individuos, así como también a las familias y al conjunto de la 
comunidad. De ese modo, y a la par de las actividades productivas, eran 
estos ritos y celebraciones como las de Semana Santa o el santo patrono 
de cada ciudad los que regían en buena medida los ritmos y los tiempos 
de la vida social. 

Como habrá podido apreciarse, en ese orden social que se parece muy 
poco al actual, no había una separación nítida entre lo público y lo 
privado, ni entre la sociedad, el Estado y la Iglesia. En efecto, las 
funciones de gobierno, legislación y justicia que hoy en día concentra el 
Estado en sus tres poderes como una instancia separada de la sociedad se 
encontraban repartidas en distintas instituciones y corporaciones. Sus 
atribuciones y jurisdicciones se superponían y provocaban disputas que, 
según fuera la gravedad del caso y los involucrados, debían ser resueltas 
por una autoridad de mayor jerarquía como los virreyes, los obispos, las 
audiencias o el Consejo de Indias. Esta dispersión y superposición de 
funciones obligaba a negociaciones permanentes y hacía más lenta la 
toma de decisiones. Pero el hecho de contar con la última palabra para 
las cuestiones de importancia le permitía a la Corona tener un mayor 
control sobre sus dominios y sus súbditos. En ese sentido, debemos tener 
presente que los funcionarios no constituían una burocracia profesional o 
lo eran en forma muy rudimentaria. Además, el hecho de acceder a sus 
cargos por ser parte de redes sociales y familiares influía en sus 
decisiones y, por eso, muchas veces procuraban favorecer los intereses de 
sus miembros. Tanto es así que, durante el siglo XVII, y a la par del 
debilitamiento de la Corona, las élites criollas lograron consolidar su 
poder a nivel local y regional, muchas veces a través de la compra de 
cargos, lo que a su vez les dio un mayor control sobre las actividades 
económicas. 

La economía colonial se basaba en buena medida en la extracción de 


metales preciosos, la explotación de mano de obra india y esclava, y el 
control monopólico del comercio. Esto permite entender por qué los 
territorios que actualmente forman parte de la Argentina, Uruguay, 
Paraguay y el sur de Brasil, y que entonces integraban el Virreinato del 
Perú, ocuparon durante mucho tiempo un lugar periférico dentro del 
Imperio español. Era una región extensa y mal comunicada, con una muy 
baja densidad demográfica para poder contar con mano de obra 
abundante (con la excepción del noroeste y la zona guaranítica) y que no 
tenía posibilidades de desarrollar una explotación metalífera de 
envergadura, por lo que no constituía una fuente de recursos que 
revistiera de un gran interés. La mayor parte de la actividad productiva 
era rural y se basaba en diversos sistemas de explotación de la mano de 
obra que tenían una escala variada, incluyendo el trabajo de familias 
campesinas que producían alimentos y artesanías destinadas al 
autoconsumo y a los mercados locales. Algunas producciones regionales 
lograron integrarse en circuitos mercantiles que incluían mercados más 
lejanos a los que proveían de bienes como yerba, tabaco, textiles como 
ponchos y lienzos de algodón, vino, aguardiente y mulas (que eran 
imprescindibles en las tierras andinas como medio de carga y de 
transporte). Las ciudades, como vimos, fueron un actor decisivo para el 
funcionamiento de este sistema, ya que además de ser centros de 
consumo también oficiaban como nexos políticos, institucionales y 
comerciales entre esos distintos espacios (Imagen 1). Pero esta actividad 
difícilmente hubiera alcanzado esa envergadura sin la demanda de las 
zonas mineras altoperuanas como Potosí, cuya producción cayó durante 
la segunda mitad del siglo XVII y afectó a todo el circuito mercantil. 


Imagen 1. Mapa de las ciudades que integraban el Virreinato del 
Río de la Plata y de las principales rutas comerciales en el siglo 
XVIII 
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Las reformas borbónicas 


A lo largo del siglo XVIIL el área rioplatense fue perdiendo su condición 
marginal o periférica mientras se producía un importante crecimiento 
económico. Un indicador de esta tendencia es el aumento de su 
población, tal como sucedió con Buenos Aires, que hacia fines de ese 
siglo había dejado de ser un caserío marginal para convertirse en una de 
las ciudades más importantes de Hispanoamérica. El crecimiento 
demográfico se debió en buena medida a la introducción de esclavos, 
pero también a la migración de varones en busca de oportunidades que 


provenían de España, de otras partes de América e, incluso, de otros 
países europeos, muchos de los cuales se casaron con criollas y se 
avecindaron. Para tener una idea del impacto que tuvo este movimiento, 
que implicó también una ampliación y una renovación de las élites, basta 
considerar que todos los miembros de la Junta creada en mayo de 1810 
fueron migrantes o hijos de madres criollas y de padres migrantes, ya sea 
provenientes de otras ciudades americanas (Cornelio Saavedra nació en 
Potosí), de España (Domingo Matheu y Juan Larrea eran catalanes, el 
padre de Miguel de Azcuénaga era vizcaíno, el de Juan José Paso gallego 
y el de Mariano Moreno santanderino) e, incluso, de Italia, como los 
padres de Juan José Castelli, Manuel Belgrano y Manuel Alberti. 

Este crecimiento, que también implicó importantes movimientos 
migratorios internos, con algunos polos de atracción de pobladores como 
el Litoral y Tucumán, y otros de expulsión como Paraguay y Santiago del 
Estero, obedeció a varias causas que se potenciaban entre sí. En términos 
económicos, resultó decisiva la recuperación de la actividad minera 
potosina a mediados del siglo XVIII, que motorizó la economía al 
estimular el crecimiento de las producciones regionales que la proveían 
de bienes a cambio de su plata. Asimismo, se produjo un fuerte 
incremento del comercio atlántico a través de Buenos Aires y de 
Montevideo, que había sido fundada en la década de 1720 y se 
constituyó en el apostadero de la armada española en el Atlántico sur. El 
sistema monopólico obligaba a que el tráfico entre España y sus dominios 
australes se realizara en primer lugar a través del puerto limeño de El 
Callao. Sin embargo, los comerciantes porteños habían encontrado 
resquicios en las normas o las incumplían, por lo que se había hecho 
habitual el contrabando. Buenos Aires había logrado convertirse así en 
un importante centro comercial por el que ingresaban los productos 
europeos y no solo los españoles, además de ser un puerto de entrada de 
esclavos cuyo tráfico se incrementó a lo largo del siglo XVIII, y de salida 
de bienes como cueros y, principalmente, la plata altoperuana. De ese 
modo, los grandes comerciantes de esa ciudad se constituyeron en el 
grupo socioeconómico más poderoso del espacio rioplatense. 

Estos cambios motivaron a que la Corona comenzara a prestar mayor 
atención a sus lejanos dominios australes, tal como se puede apreciar en 


el volumen de esta serie dedicado al año 1776. Dicho interés también 
obedeció a razones de orden político-territorial. A la disputa secular que 
España mantenía con Portugal por la delimitación de sus fronteras en 
Sudamérica que había provocado varios enfrentamientos armados, se 
sumó el valor estratégico que había adquirido el control del espacio 
atlántico en el marco de las contiendas interimperiales que se extendían 
por todo el globo, tal como se pudo apreciar en la guerra de los Siete 
Años (1756-1763) y, a nivel local, en las disputas con Francia e 
Inglaterra por la posesión de las islas Malvinas. Es por ello, por ejemplo, 
que la Corona creó fuertes en la costa patagónica, aunque solo Carmen 
de Patagones lograría sostenerse en el tiempo. 

Esta creciente atención se tradujo en políticas específicas para la 
región. Dichas medidas se enmarcaban a su vez en las denominadas 
“reformas borbónicas” que, inspiradas en la monarquía absolutista 
francesa y fundadas en algunas ideas ilustradas, comenzaron a 
implementarse a mediados del siglo XVIII en los dominios europeos, 
americanos y asiáticos de la Corona española, y tuvieron su mayor 
impulso durante el reinado de Carlos III (1759-1788). Cabe advertir que 
la expresión “reformas borbónicas” puede resultar engañosa, ya que da a 
entender la existencia de un plan integral, coherente y sistemático, 
cuando bajo ese nombre se agrupan medidas que se fueron tomando a lo 
largo de varias décadas y que, muchas veces, más que promover cambios, 
solo legitimaban situaciones de hecho a las que la Corona procuraba 
controlar o sacar algún provecho. Las reformas apuntaban en lo interno a 
lograr una mayor centralización del poder en la Corona para convertirla 
en una verdadera monarquía absoluta, y en lo externo a posicionarla 
como una potencia de primer orden. Para ello se proponían: fomentar el 
crecimiento económico apoyando la producción de manufacturas, la 
extracción de metales, el desarrollo agrícola y el intercambio comercial 
entre la metrópoli y sus dominios ultramarinos; aumentar la recaudación 
fiscal; incrementar el poderío militar y naval; modernizar y mejorar la 
administración creando un cuerpo de funcionarios más profesionalizado; 
y, por sobre todas las cosas, afianzar la autoridad de la Corona y el 
control sobre sus súbditos, sus territorios y sus recursos. Esto implicaba 
que los dominios americanos fueran tratados cada vez más como colonias 


y que sus habitantes fueran sometidos a un mayor control que 
garantizara su subordinación y el mantenimiento del orden. En ese 
sentido, las medidas abarcaban a todos los grupos sociales, pues incluían 
disposiciones contra los “vagos y malentretenidos” o los “vagabundos” 
que se mantendrían durante décadas, junto con otras que apuntaban a 
impedir que las élites americanas alcanzaran los puestos más importantes 
en el campo civil, militar y religioso. Asimismo, se dispusieron 
restricciones para celebrar casamientos entre personas de condición 
desigual, por ejemplo, un blanco y una mulata o mestiza, otorgándoles 
para ello a los progenitores la posibilidad de impedir el matrimonio si no 
contaba con su consentimiento. 

En términos económicos, las medidas promovían una mayor 
integración de América con la metrópoli, a la que además de plata y oro 
también debía proveer de materias primas, mientras que se aspiraba a 
que los americanos se convirtieran en consumidores de bienes 
manufacturados en España. Asimismo, se acrecentó la presión fiscal y se 
crearon nuevos monopolios para proporcionar de mayores recursos a la 
Corona y sostener el crecimiento del aparato administrativo. En términos 
sociales y políticos, el principal propósito era restarle poder y autonomía 
a las élites criollas. En ese sentido, además de desplazarlas de los 
principales cargos en la administración, se crearon nuevas instituciones 
que escapaban a su control, como las intendencias, y se designó a 
funcionarios que, en su mayoría, provenían de España y no tenían 
vínculos en América, aunque muchas veces los terminarían forjando 
durante su estadía. No es casual, en ese sentido, que muchos de estos 
funcionarios fueran militares o marinos que desarrollaban una carrera 
sobre la base de su capacidad y no tanto, o no tan solo, por su posición 
social. Tampoco es casual que en 1767, y al igual que lo habían hecho 
Francia y Portugal, se decidiera expulsar a los jesuitas de los dominios 
españoles dada la autonomía de la orden religiosa que no aceptaba 
subordinarse a la monarquía absoluta. Las instituciones eclesiásticas 
fueron sometidas a un mayor control por parte de la Corona, que además 
procuró poner fin a los estrechos vínculos que estas mantenían con la 
sociedad. Asimismo, y apelando a valores y principios ilustrados como 
los de utilidad y felicidad pública, se alentó la conversión de los clérigos 


en agentes civilizatorios, particularmente en las zonas rurales y 
fronterizas; un propósito que implicaba cambios tanto en su formación 


como en el lugar que tenían o aspiraban a tener en la sociedad. 


La creación del Virreinato del Río de la Plata 


El reordenamiento político y administrativo incluyó importantes 
transformaciones a nivel jurisdiccional. Como ya señalamos, estas 
medidas apuntaban a restarle poder a los grupos dominantes locales a la 
vez que procuraban mejorar el gobierno, sobre todo en áreas distantes de 
sus centros políticos. En ese marco se inscribe la creación en 1776 del 
Virreinato del Río de la Plata, que abarcaba un vasto espacio de algo más 
de cinco millones de kilómetros cuadrados que hasta entonces integraban 
el Virreinato del Perú. Asimismo, se decidió convertir a Buenos Aires en 
su capital, bajo cuya jurisdicción quedaron sujetos Paraguay, la Banda 
Oriental (Uruguay y parte del sur de Brasil), el Alto Perú (la actual 
Bolivia y una parte del norte de Chile y del sur de Perú) y todos los 
territorios que en la actualidad forman parte de la Argentina. Cabe notar 
que la incorporación de la región altoperuana, cuyas élites aspiraban a 
una mayor autonomía e incluso a constituirse en un virreinato, fue una 
decisión que obedeció a razones de orden económico, ya que además de 
su riqueza minera que permitía sostener la administración, era un 
importante mercado para los bienes producidos en el resto del territorio. 
De ese modo, la Corona institucionalizaba y legitimaba los cambios que 
se habían venido suscitando durante décadas fruto de la reorientación 
atlántica y del crecimiento del Litoral rioplatense, y por eso colocaba a 
Buenos Aires a la cabeza de un extenso territorio que abarcaba 
jurisdicciones distantes, mal comunicadas y que además eran 
heterogéneas en términos económicos y sociales. 

Ya señalamos, asimismo, que estos cambios habían promovido 
también un importante crecimiento poblacional. Sin embargo, este 
proceso no modificó la baja densidad demográfica de buena parte de los 
territorios que conformaron el Virreinato ni el predominio de la 
población rural por sobre la urbana. Si bien carecemos de información 
estadística que permita establecer con precisión el tamaño y la 
composición de la población en términos étnicos, ocupacionales, de 


género y etarios, existen estudios que nos aportan algunas proyecciones 
estimativas. Se calcula que al comenzar el siglo XIX en el actual territorio 
argentino había una población de 600.000 habitantes, de los cuales la 
mitad estaba asentada en el Interior, un 40% en el Litoral y un 10% en 
Cuyo. A estas cifras se debe sumar la población indígena no sometida que 
vivía en las regiones chaqueña y pampeano-patagónica, que resulta 
mucho más difícil de estimar. Las zonas rurales concentraban un 60% de 
la población, que en su mayoría estaba compuesta por campesinos 
mestizos. Las ciudades, que eran pequeñas urbes diseminadas en ese 
vasto territorio, estaban habitadas por unos pocos miles de habitantes 
con la excepción de Córdoba y Buenos Aires, que apenas pasaban los 
10.000 y los 40.000 habitantes, respectivamente. Asimismo, existían 
numerosos pueblos y villas con escasos pobladores que eran de reciente 
creación y que en su mayoría se ubicaban en las zonas fronterizas. 
Algunos de estos poblados llegaron a contar con un cabildo propio como 
Orán, en Salta, o Gualeguay y Gualeguaychú, en Entre Ríos. Estos datos 
requieren a su vez de algunas precisiones, ya que la relación entre ciudad 
y campaña no era igual en todo el territorio. Para poner algunos 
ejemplos: mientras que más de la mitad de la población de Buenos Aires 
y de Mendoza era urbana, en Córdoba era rural. Lo mismo sucedía con la 
composición étnica que variaba de jurisdicción en jurisdicción. Mientras 
que alrededor del 80% de la población de Jujuy era indígena, en Buenos 
Aires esa cifra era menor del 10%. Por su parte, los africanos y 
afrodescendientes (esclavos o libres, incluyendo pardos y mulatos) eran 
casi un 30% de la población de la capital, una cifra similar a la de 
muchas jurisdicciones con excepciones como Corrientes donde el 
porcentaje era menor, quizás como consecuencia de la presencia de mano 
de obra indígena. 

A estas cifras debemos sumar las de las otras regiones del Virreinato. 
Paraguay tenía alrededor de 120.000 habitantes, en su mayoría indios y 
mestizos (aunque en varios documentos muchos pueden aparecer como 
blancos), y un 10% de población afrodescendiente. La Banda Oriental 
tenía alrededor de 40.000 pobladores distribuidos entre la ciudad y la 
campaña. El Alto Perú era la región más poblada, ya que algunos 
cálculos estiman que tenía alrededor de un millón de habitantes, en su 


mayoría indígenas, seguidos por mestizos, afrodescendientes y una 
minoría blanca. Sus ciudades tenían también una mayor cantidad de 
pobladores, como Chuquisaca (actual Sucre) con 18.000 habitantes, La 
Paz con 40.000, Potosí con 30.000 y Cochabamba con 22.000. 

La creación del Virreinato fue seguida por otras medidas que 
apuntaban a crear un sistema institucional capaz de gobernar y de 
administrar ese extenso territorio, en el que llegar de un extremo al otro 
implicaba atravesar vastas zonas despobladas por caminos inhóspitos 
durante varios días e incluso semanas. Es por ello que, una vez 
derrotados los levantamientos liderados por Tupac Amaru y Tupac Katari 
en la región andina a comienzos de la década de 1780, la Corona diseñó 
un nuevo ordenamiento jurisdiccional que se cristalizaría en la creación 
de ocho intendencias: La Paz, Cochabamba, Charcas, Potosí, Paraguay, 
Salta del Tucumán, Córdoba del Tucumán y Buenos Aires. Las 
intendencias eran una instancia de gobierno ubicada entre el virrey y los 
cabildos, cuyo propósito era mejorar la administración y tener un mayor 
control sobre la población y, en particular, sobre las élites locales. Cada 
intendencia tenía una ciudad capital en la que residían las máximas 
autoridades, mientras que las otras que le estaban subordinadas eran 
gobernadas por funcionarios subalternos. Asimismo, se establecieron 
cuatro gobernaciones: Montevideo, Misiones, Chiquitos y Moxos. Estas, 
que tenían una menor jerarquía que las intendencias, dependían 
directamente del virrey y se ubicaban en las zonas que lindaban con los 
dominios portugueses (Imagen 2). 

Asimismo se planteó la necesidad de asegurar las fronteras con los 
pueblos originarios que no habían sido sometidos y, en caso de ser 
posible, expandirlas, recurriendo para ello a la fuerza militar, pero 
también al comercio, la diplomacia, la evangelización y a una política de 
colonización que tuvo dispar suerte. En ese sentido es importante tener 
presente que los vastos territorios ubicados tras la frontera no eran 
“desiertos” despoblados y que sus habitantes también mantenían vínculos 
con la sociedad hispanocriolla en los cuales jugaban un papel destacado 
las redes de intercambio comercial (Imagen 3). 


Imagen 2. Mapa de las Intendencias y gobernaciones del 
Virreinato del Río de la Plata 
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Fuente: mapa elaborado por el Lic. Tomás Guzmán (Instituto Ravignani- 
UBA) en base a los límites jurisdiccionales señalados en Werner Stangl 
(ed.), HGIS de las Indias, www.hgis-indias.net. 


Imagen 3. Redes y sistemas de intercambio de bienes entre la 
sociedad hispanocriolla y los pueblos originarios en el área 
pampeano patagónica? 
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La constitución del Virreinato contribuyó a consagrar a Buenos Aires 
como un poderoso centro comercial, portuario, político y administrativo. 
Ese nuevo papel fue reforzado por la creación de otras instituciones en la 
capital virreinal, como la Audiencia que se erigió en 1785 a fin de dar 
una mejor y más rápida respuesta a las numerosas causas judiciales que 
antes debían tramitarse en la lejana Audiencia de Charcas (actual ciudad 
de Sucre), la cual siguió manteniendo su jurisdicción sobre la región 
altoperuana. También se crearon instituciones vinculadas al tráfico 
mercantil como la Aduana (1778) y el Consulado de Comercio (1794). 
Esto se produjo en el marco de una progresiva apertura del comercio, 
destacándose en ese sentido la sanción en 1778 de un nuevo régimen que 
se proponía darle un mayor dinamismo a la economía al ampliar el 
intercambio entre España y América habilitando nuevos puertos como 
Montevideo y Buenos Aires, pero sin que esto implicara la liberación del 
comercio con otras naciones. Esta y otras medidas contribuyeron al 
incremento del tráfico mercantil que, a su vez, redundó en un mayor 
poderío de los comerciantes porteños. 

Esta rejerarquización, que provocó un gran impacto en las relaciones 
entre las jurisdicciones que integraban el Virreinato, no alcanzó con la 


misma intensidad a otras instancias como las culturales y educativas, a 
pesar de la circulación que tenían las ideas ilustradas que en muchos 
casos eran promovidas por los funcionarios de la Corona, así como 
también por clérigos y letrados. Esto se puede advertir en el hecho de no 
haber podido prosperar el proyecto para crear una universidad en Buenos 
Aires, por lo que las únicas dentro del Virreinato siguieron siendo la de 
Córdoba y la de San Francisco Xavier en Chuquisaca (Sucre), que tras la 
expulsión de los jesuitas modernizó su enseñanza y en donde se 
formarían muchos de los futuros líderes revolucionarios. Por su parte, 
algunos jóvenes, sobre todo de la zona de Cuyo, cursaban sus estudios en 
la Universidad de San Felipe en Santiago de Chile, mientras que solo una 
minoría contaba con recursos para hacerlo en la metrópoli, tal como lo 
hicieron Belgrano (en las universidades de Salamanca y Valladolid) y 
Azcuénaga (en la de Sevilla). Tampoco lograron prosperar las 
asociaciones que se expandieron por toda la monarquía con el nombre de 
Sociedades Patrióticas o Sociedades de Amigos del País, y cuyo propósito 
era constituir un espacio de lectura, discusión y difusión de temas 
literarios, políticos, científicos y sociales que contribuyeran al 
conocimiento de la sociedad y a su progreso. Y, más allá de la 
publicación de algunas memorias, también fueron infructuosos los 
intentos de Belgrano para que el Consulado, del cual había sido 
nombrado como su secretario, cumpliera con esa función. 

La publicación de periódicos, por su parte, fue más tardía en relación 
con otras ciudades americanas. Buenos Aires, de hecho, no había contado 
siquiera con una imprenta propia hasta la década de 1780, cuando el 
virrey Juan José Vértiz dispuso el traslado de la que los jesuitas tenían en 
Córdoba para crear en la capital la Real Imprenta de Niños Expósitos. El 
primer medio rioplatense, el Telégrafo Mercantil, Rural, Político, Económico 
e Historiográfico del Río de la Plata, recién comenzaría a publicarse en 
1801 bajo la dirección del español Francisco Cabello y Mesa, y tras su 
conflictivo cierre en 1802 fue seguido por el Semanario de Agricultura, 
Industria y Comercio, editado por el criollo Hipólito Vieytes hasta su 
cierre en 1807. 

En torno a ambos medios se fue asociando un grupo de letrados 
ilustrados y reformistas como Vieytes, Belgrano, su primo Castelli y los 


hermanos Nicolás y Saturnino Rodríguez Peña, a quienes en los años 
siguientes se les sumarían otras figuras como Antonio Luis Beruti y 
Agustín Donado. El grupo solía reunirse en la casa de la familia 
Rodríguez Peña y en la jabonería y velería administrada por Vieytes. 
Imbuidos de un espíritu reformista y alentados por las ideas ilustradas, 
las innovaciones de la economía política y los avances producidos por las 
ciencias físicas y naturales que auguraban un destino promisorio para 
quienes supieran aprovechar esos conocimientos, se proponían 
modernizar la cultura y fomentar el desarrollo de la sociedad rioplatense. 
Esta pretensión no implicaba poner en cuestión el orden católico ni la 
lealtad a la Corona en la que depositaban expectativas como una guía 
capaz de seguir orientando y promoviendo cambios favorables a la 
región. En efecto, al comenzar el siglo XIX eran contados los casos de 
quienes aspiraban a cortar los lazos con la monarquía o la nación 
española para promover la independencia de sus dominios americanos o 
de una parte de ellos. Para la mayor parte de los españoles americanos 
ese futuro era indeseable e, incluso, inimaginable. Nadie podía preverlo, 
pero esto comenzaría a cambiar en muy poco tiempo. 


La crisis monárquica e imperial 


Durante décadas la Corona había promovido cambios institucionales, 
sociales y políticos que reafirmaban su autoridad y promovían un 
reordenamiento en las relaciones entre distintos grupos, corporaciones y 
jurisdicciones. Al comenzar el siglo XIX ese impulso estaba perdiendo 
fuerza, mientras que España mostraba signos de una creciente debilidad 
al no poder afrontar los desafíos políticos, militares y económicos 
provocados por las disputas entre Inglaterra y la Francia napoleónica en 
las que participaba a la zaga de esos contendientes. Y en las cuestiones 
en las que sí podía incidir, reforzó las políticas coloniales y puso límites a 
las aspiraciones de los criollos. De ese modo se fue extendiendo el 
descontento entre los americanos, mientras comenzaba a erosionarse la 
confianza en la Corona y en sus funcionarios. 

La bancarrota económica provocada por las guerras en las que se 
había embarcado España, sumada a algunas decisiones impopulares, 
fueron minando la autoridad del rey Carlos IV y de su ministro Manuel 


Godoy. Su desprestigio se profundizó tras el acuerdo realizado con 
Napoleón que en 1807 le permitió al ejército francés atravesar el 
territorio español para conquistar Portugal y afianzar su estrategia de 
bloqueo continental a Inglaterra. Si bien las tropas francesas eran aliadas 
de España, lo cierto es que se comportaban como una fuerza de 
ocupación. Esto no hacía más que acrecentar el rechazo que les 
provocaba a muchos españoles la presencia en su tierra de extranjeros a 
los que se consideraba impíos y regicidas. A este malestar se sumaron 
intrigas en la Corte, y en marzo de 1808 se produjo el Motín de Aranjuez 
que provocó la destitución de Godoy y la abdicación de Carlos IV en 
favor de su hijo Fernando VII. Napoleón aprovechó el conflicto y convocó 
a la familia real a la ciudad de Bayona, donde logró que ambos abdicaran 
en favor suyo para luego ceder el trono a su hermano, que se coronó 
como José 1. 

Las abdicaciones de Bayona eran un hecho inédito y de consecuencias 
impredecibles. No se trataba de una conquista ni de una alianza, sino de 
un cambio de dinastía en favor de un aliado hecho bajo presión, sin el 
consentimiento del reino y tras el cual había quedado en cautiverio la 
familia real. Sin embargo, algunas autoridades como el Consejo de 
Castilla aceptaron al nuevo rey, así como también lo hicieron numerosos 
notables. Pero buena parte de la población española se sublevó, mientras 
que comenzaban a erigirse juntas de gobierno en los reinos y las 
provincias que basaron su legitimidad en la retroversión de la soberanía 
al pueblo o alegando que se constituían en sus depositarias hasta tanto 
Fernando VII fuera repuesto en el trono. En septiembre de 1808, y tras el 
inesperado triunfo español en la batalla de Bailén que dio nuevos aires a 
la resistencia contra los franceses, se creó una Junta Central para contar 
con una única autoridad que gobernara los dominios de la monarquía y 
que dirigiera la guerra de independencia. En mayo de 1809, y a fin de 
subsanar su precaria legitimidad, la Junta anunció la convocatoria a 
Cortes Generales en la que estarían representados los reinos y las 
provincias que integraban la monarquía. Resulta difícil exagerar la 
importancia que tuvo esta decisión que socavaba el orden absolutista al 
crear una representación política de la sociedad y al dar por hecho, 
aunque sea en forma implícita, que la nación podía existir sin el 


monarca. 

Las abdicaciones tuvieron un gran impacto en América, no solo por 
haber desatado una crisis monárquica e imperial, sino también porque en 
la metrópoli ya no había una autoridad que tuviera una legitimidad 
irrecusable para intervenir en las tradicionales disputas que mantenían 
las distintas instituciones, corporaciones y autoridades. Para peor, la 
situación era en extremo confusa. Por un lado, porque algunas juntas 
como las de Galicia y Sevilla se habían arrogado la potestad de tomar 
medidas para el gobierno de América como el nombramiento de 
funcionarios. Por otro lado, porque en muy poco tiempo la política de 
alianzas internacionales había dado un giro de 180 grados. Francia había 
pasado a ser enemiga, mientras que Inglaterra había encontrado una 
oportunidad para hacer pie en el continente en su lucha contra 
Napoleón, por lo que se alió con la Junta Central y envió un ejército a la 
península para apoyar a los españoles. Esto implicó una modificación de 
la estrategia inglesa hacia la América española, ya que no podía atacar 
Buenos Aires y Montevideo tal como lo había hecho en 1806 y 1807, así 
como tampoco podía apoyar su emancipación o alentarla a tomar ese 
camino. Este cambio de posición también incidió en la política americana 
de Portugal, que era la tradicional aliada de Inglaterra. 

Para entender cómo fueron recibidas todas estas novedades en 
América, debemos tener en cuenta que las noticias tardaban varias 
semanas en cruzar el Atlántico, no siempre por conductos oficiales, y que 
muchas veces lo hacían en forma desordenada o incompleta, facilitando 
así su manipulación o su tergiversación, y la circulación de rumores 
difíciles de comprobar, pero verosímiles. Esto agravaba la incertidumbre 
y dificultaba los posicionamientos y la toma de decisiones por parte de 
los funcionarios y de los actores involucrados en el juego político que, 
por ejemplo, podían dar un paso en falso si reconocían a una autoridad 
que ya no existía o mostraban simpatías por una potencia que había 
pasado de aliada a enemiga. Este estado de cosas, sumado a las escasas 
adhesiones que pudo concitar Napoleón en América, contribuyó a que en 
lo inmediato no se produjeran grandes alteraciones en el ordenamiento 
político. Por el contrario, se suscitó una oleada de apoyo a España en su 
lucha contra Francia. Y si bien se crearon algunas juntas que en general 


procuraban ganar una mayor autonomía para su jurisdicción, en casi 
todo el continente se respetaron a las autoridades virreinales, se juró 
lealtad a Fernando VII y se reconoció a la Junta Central. 

Esta, por su parte, tenía en claro la necesidad de contar con la lealtad 
de los americanos. Es por eso que el 22 de enero de 1809 emitió un 
decreto en el que se los invitaba a elegir a sus representantes para que se 
integraran a la Junta acompañando a sus pares metropolitanos. Esta 
convocatoria provocó diversas reacciones entre las élites criollas ya que, 
si bien reconocía su antigua aspiración a que América fuera considerada 
como parte constitutiva de la nación española, les otorgaba una 
representación exigua en relación con la que tenían los súbditos 
europeos. En efecto, mientras que estos contaban con dos representantes 
por cada reino o provincia, es decir, con treinta y seis miembros, los 
americanos solo podrían elegir uno por cada virreinato y capitanía, lo 
que daba un total de diez diputados. Más allá de las protestas por el trato 
desigual y del dispar acatamiento que tuvo esa convocatoria, a lo largo 
de 1809 y comienzos de 1810 se produjeron los primeros procesos 
electorales que en más de un caso se convirtieron en un canal novedoso 
para expresar y dirimir las tradicionales disputas en el interior de las 
élites urbanas. 

Para ese entonces se había hecho acuciante una cuestión que esas 
elecciones no podían disipar y menos aún resolver: ¿qué hacer en caso de 
que las fuerzas francesas ocuparan toda España y se disolviera la Junta 
Central que con mucho esfuerzo había logrado ser reconocida como 
máxima autoridad por los súbditos de la monarquía a uno y otro lado del 
Atlántico? Si bien en poco tiempo se impondría la salida revolucionaria, 
y con ella la guerra y la independencia como horizonte, en ese entonces 
las propuestas que parecían gozar de mayor consenso oscilaban entre 
mantener a las autoridades vigentes y la creación de gobiernos propios 
que tuvieran una mayor autonomía sin que esto implicara 
necesariamente poner en cuestión la lealtad al monarca cautivo. 


La crisis del orden colonial en el Río de la Plata 


En el Río de la Plata, la crisis desatada por las abdicaciones de Bayona 
había sido anticipada de algún modo por los efectos que habían 


provocado las invasiones inglesas. La ocupación de Buenos Aires y de 
Montevideo por parte de tropas británicas en 1806 y 1807 había puesto 
en evidencia tanto la creciente importancia del área rioplatense en el 
marco de las disputas interimperiales como la debilidad de la Corona y 
de su sistema administrativo y militar para resguardar el Virreinato. De 
hecho, y aunque también participaron fuerzas regulares, fue la población 
organizada en milicias la que protagonizó la reconquista de la capital y 
luego derrotó a los invasores forzando su retirada de la región. 

Estos sucesos tuvieron un gran impacto en la política local, e incluso 
muchos considerarían que habían sido el origen de la revolución. Por un 
lado, porque desataron una crisis en la administración cuyo punto 
culminante fue la decisión tomada por un cabildo abierto de reemplazar 
al virrey Rafael de Sobremonte por Santiago de Liniers, un oficial de 
marina de origen francés que había liderado la recuperación de Buenos 
Aires. Por otro lado, porque dieron lugar a un cambio en las relaciones 
de poder entre americanos y peninsulares como consecuencia de la 
participación en las milicias de buena parte de la población masculina 
porteña bajo el liderazgo de oficiales criollos. 

Fueron varios los actores que en ese marco comenzaron a considerar 
la posibilidad de lograr una mayor autonomía que favoreciera los 
intereses de los americanos, e incluso algunos dieron su apoyo a los 
ingleses con la expectativa de lograr la independencia. Es el caso de 
Saturnino Rodríguez Peña, quien debió exiliarse en Río de Janeiro tras 
haber colaborado con la fuga del general William Carr Beresford. Sin 
embargo, la mayor parte de la población siguió manifestando su fidelidad 
a la monarquía católica y su pertenencia a la nación española, tal como 
lo hizo Saavedra, el comandante de los Patricios Voluntarios, al 
pronunciar una arenga en la que destacaba el valor y el comportamiento 
de sus dirigidos que habían derrotado a los ingleses. Este sentimiento de 
orgullo contribuyó a fortalecer las identidades locales, ya sea la 
vinculada con la propia ciudad como la americana, tal como se puede 
apreciar en los numerosos poemas que en el característico estilo 
neoclásico de la época celebraron esa hazaña y a sus protagonistas. 

A mediados de 1808 llegaron al Río de la Plata las noticias sobre las 
abdicaciones de Bayona. En esas circunstancias tampoco se puso en 


cuestión la fidelidad a la Corona, y de hecho Fernando VII fue reconocido 
como legítimo monarca. Pero la incertidumbre sobre quién debía ejercer 
la autoridad en su nombre, un estado que como vimos la Junta Central 
apenas pudo conjurar, dio lugar a la búsqueda de distintas alternativas y 
proyectos políticos. 

En ese sentido se destacó el carlotismo, nombre con el que se conoce 
al intento de promover la regencia de la infanta Carlota, hermana de 
Fernando VII y esposa del príncipe regente de Portugal, cuya Corte 
residía en Río de Janeiro desde comienzos de 1808 tras la ocupación de 
esa nación por parte de las tropas francesas. El proyecto carlotista 
concitó diversas adhesiones en el Río de la Plata, incluyendo a 
funcionarios coloniales y prominentes clérigos, pero también a militares 
y criollos ilustrados como el grupo reunido en torno a Belgrano y 
Castelli, quienes en 1808 le escribieron una nota a la infanta 
proponiéndole que asumiera la Regencia. Esta diversidad de apoyos y de 
posibles orientaciones a su Regencia se debía, entre otras razones, a la 
mayor legitimidad que podía invocar Carlota en relación con cualquier 
otra autoridad residente en América. El proyecto de Regencia, sin 
embargo, no pudo prosperar, tanto por la falta de apoyo de Inglaterra 
que privilegió su alianza con las autoridades metropolitanas como por el 
temor de que pudiera tratarse de una estrategia que favoreciera la 
expansión portuguesa sobre los dominios españoles. Y, también, por las 
contradicciones de la propia Carlota. En tal sentido, resulta revelador lo 
sucedido a fines de 1808 con un plan de Rodríguez Peña para promover 
su Regencia en el Río de la Plata. El médico inglés Diego Paroissien se 
dirigió a Buenos Aires con cartas destinadas a varias figuras y 
autoridades a las que se les solicitaba su apoyo. La misión había contado 
con el aval de la infanta que, sin embargo, decidió el envío de un agente 
encubierto que delató a Paroissien cuando este llegó a Montevideo. El 
médico fue apresado y se le inició un proceso por propiciar la 
independencia al igual que a Rodríguez Peña, que permaneció a 
resguardo en Río de Janeiro. 

La crisis también agudizó los enfrentamientos entre los grupos locales 
que aspiraban a incrementar su poder, o entre jurisdicciones que 
procuraban tener mayor autonomía de sus capitales. Al igual que en 


España, el mecanismo institucional al que se apeló fue la creación de 
juntas, tal como lo hizo Montevideo en septiembre de 1808 en el marco 
de dos disputas que se entrelazaron y potenciaron. Por un lado, la que 
mantenía su gobernador Javier de Elío con el virrey Liniers, a quien 
acusaba de agente napoleónico por su origen francés. Por el otro, las 
comerciales y jurisdiccionales entre esa ciudad y Buenos Aires, a la cual 
estaba subordinada. También se produjo un fallido intento de crear una 
Junta en Buenos Aires en enero de 1809 cuando el Cabildo guiado por el 
comerciante Martín de Álzaga, uno de los líderes de la defensa contra los 
ingleses en 1807, procuró desplazar a Liniers de su cargo como virrey. En 
principio, este intento pareció ser exitoso ya que el marino francés había 
aceptado dejar el mando. Sin embargo, se frustró por el apoyo de la 
Audiencia que no estaba dispuesta a que se produjeran más 
innovaciones, pero sobre todo por el que le dieron la mayor parte de las 
milicias creadas durante las invasiones inglesas. Esto puso en evidencia 
su poder y, sobre todo, el de sus jefes que en su mayoría eran oficiales 
criollos. Pero también quedó en claro que, al menos por el momento, 
seguían manteniendo su lealtad a las autoridades metropolitanas. 

Esto último se vio confirmado a mediados de 1809 cuando se produjo 
la llegada de Baltasar Hidalgo de Cisneros, que había sido designado por 
la Junta Central para reemplazar a Liniers en el cargo de virrey. Saavedra 
aceptó subordinarse a su autoridad, y así lo hizo también Montevideo 
que disolvió su Junta. Varias figuras como Belgrano, Vieytes y Juan 
Martín de Pueyrredón habían intentado en vano que Saavedra 
desconociera al virrey y resistiera su designación. Aunque decía acordar 
con esos propósitos, alegaba que lo más conveniente era esperar que 
Napoleón triunfara y que desapareciera toda autoridad en España, un 
desenlace que parecía inminente, ya que de ese modo lo que podría ser 
considerado como un paso temerario se convertiría en algo necesario e 
inevitable. Si bien no se avanzó en esa dirección, no cejaron las 
reuniones en las que se discutía qué debía hacerse cuando llegara ese 
momento, como las que mantenía el grupo de criollos ilustrados 
liderados por Belgrano y Castelli, y a las que se fueron incorporando 
nuevos prosélitos, incluyendo algunos oficiales, a la vez que extendían 
sus contactos con actores que residían en otras ciudades del Virreinato. 


Mientras se producían estos movimientos en la capital virreinal, el 
Alto Perú se veía sacudido por la creación de una Junta en Charcas el 25 
de mayo de 1809, seguida por la constitución de otra Junta en La Paz el 
16 de julio. En estos movimientos se solapaban proyectos para lograr una 
mayor autonomía, el fantasma del carlotismo, las disputas entre distintas 
instituciones y conflictos jurisdiccionales de antigua data que se habían 
actualizado con la creación del Virreinato y la decisión de constituir a 
Buenos Aires en su capital. Al finalizar el año, ambas juntas habían sido 
disueltas por las fuerzas enviadas desde Buenos Aires al mando de 
Vicente Nieto, y desde Perú por el virrey José de Abascal, en este último 
caso al mando de José Manuel de Goyeneche, un militar criollo nacido 
en Arequipa que había regresado hacía poco tiempo de España como 
enviado de la Junta de Sevilla. Los líderes juntistas de Charcas fueron 
embargados y apresados o desterrados, mientras que la mayoría de los 
paceños fueron sentenciados a muerte. 

Los movimientos juntistas altoperuanos habían dejado a la 
administración virreinal sin buena parte de sus ingresos por la falta de 
remesas de Potosí, a lo que se sumaba la presión de tener que sostener a 
las milicias porteñas. La necesidad imperiosa de contar con recursos 
fiscales a través de la Aduana de Buenos Aires hizo que se planteara la 
posibilidad de abrir el comercio a otras naciones. Se trataba de una 
medida excepcional, pero la situación también lo era, tal como lo señaló 
Mariano Moreno, un abogado del cabildo que escribió una 
Representación al virrey en nombre de los labradores y hacendados de la 
campaña solicitando la apertura comercial: 


A la imperiosa ley de la necesidad ceden todas las leyes, pues no teniendo 
estas otro fin que la conservación y bien de los Estados, lo consiguen con 
su inobservancia cuando ocurrencias extraordinarias la hacen inevitable. 
Esta máxima que ha convertido en ley suprema la salud de los pueblos 
arma al magistrado de un poder sin límites para revocar, corregir, 
suspender, innovar y promover todos aquellos recursos que en un orden 
común están prohibidos. 


El 6 de noviembre de 18009, tras pedir el consejo y la aprobación del 
cabildo y del Consulado, y de constituir una comisión de notables que 


legitimara su decisión, el virrey Cisneros decretó la apertura del 
comercio a través del puerto de Buenos Aires con todas las naciones que, 
en los hechos, era con Inglaterra. Una nación que, para ese entonces, 
había pasado a ser aliada de España. 

La falta de noticias sobre el estado de la metrópoli favorecía la 
difusión de rumores sobre la derrota de las fuerzas españolas a manos de 
las francesas, la disolución de la Junta Central e, incluso, la muerte de 
sus integrantes. De hecho, circulaban panfletos en ese sentido que 
además llamaban a deponer al virrey, quien era consciente de su frágil 
legitimidad y de su debilidad. Es por eso que a fines de noviembre le 
encomendó la creación de un Juzgado de Vigilancia a Antonio Caspe, el 
fiscal de la Audiencia, a quien además autorizó para que arrestara 
sospechosos en caso de considerarlo necesario. Y al mes siguiente emitió 
un bando en el que imponía graves penas a quienes difundieran rumores 
contrarios a las autoridades. Estas previsiones no eran infundadas: 
aunque la noticia no había llegado aún al Río de la Plata, el 19 de 
noviembre de 1809 se había producido la derrota de las fuerzas 
españolas en la batalla de Ocaña, que franquearía la ocupación de 
Andalucía por parte de las tropas francesas. 


Cerca de la revolución 


1810 se iniciaba en un marco signado por la incertidumbre. Pero esta no 
era vivida del mismo modo por todos los actores. Mientras que las 
autoridades y quienes las apoyaban temían que la crisis deviniera en una 
ruptura con la metrópoli, había sectores cuya expectativa era que esta 
pudiera ser resuelta de modo favorable para los criollos que procuraban 
mayor autonomía y libertad e, incluso en algunos casos, podemos 
sospechar, su independencia. Uno de los rumores que circulaban hacía 
semanas en pulperías, cafés y tertulias, y que había motivado la 
intervención de las autoridades, anticipaba que el 1? de enero se 
produciría una conmoción en la capital virreinal. A pesar de su 
preocupación, Cisneros desestimó estas versiones. Y acertó, ya que no se 
produjo ningún hecho de violencia. 

Tal como ocurría todos los años, el hecho más destacado de ese día 
fue la renovación de los miembros de los cabildos. En Buenos Aires la 


elección recayó en cinco españoles americanos y en cinco españoles 
europeos, hecho que evidenciaba los cambios en las relaciones de poder 
que se venían produciendo desde las invasiones inglesas. Esta 
información se puede obtener en las Actas del cabildo, a través de cuyas 
páginas también podemos enterarnos de otros acontecimientos, como las 
tratativas realizadas durante las semanas siguientes para crear un nuevo 
teatro en la ciudad, o los aportes de los vecinos que seguían enviando 
donativos a la metrópoli para sostener la lucha contra las fuerzas 
francesas. Si leemos otras fuentes documentales, como el Diario de un 
soldado de 1810 que fue escrito en forma anónima por un miliciano de 
Patricios, podemos enterarnos de otras particularidades que había tenido 
la elección de cabildantes porteños, como el fuerte despliegue de tropas 
que se realizó ese día, quizás porque el virrey, atento a los rumores, no 
quería que se volviera a producir un suceso similar al de 1809 cuando el 
cabildo liderado por Álzaga había procurado destituir a Liniers. 

Esta información se puede encontrar, asimismo, en otra fuente que es 
muy utilizada por los historiadores que estudiamos el período 
revolucionario: las Memorias curiosas de Juan Manuel Beruti. El autor de 
esta suerte de diario era un funcionario de la administración que nos legó 
un testimonio invalorable, no solo por haber sido escrito al calor de los 
acontecimientos, sino también porque al hacerlo en forma continuada 
durante varias décadas se pueden apreciar los cambios políticos e 
ideológicos y sus diversos posicionamientos. Su lectura permite, 
asimismo, que nos enteremos de cuestiones que hacían a la vida de la 
ciudad como la finalización de la fachada y las torres de la Iglesia de San 
Francisco, o la prohibición de enterrar fallecidos dentro de las iglesias 
porteñas y la obligación de hacerlo en sus camposantos hasta que se 
construyera uno público, una medida que apuntaba a racionalizar el uso 
del espacio urbano. Pero desde las invasiones inglesas se puede advertir 
que en sus páginas iban ganando cada vez mayor espacio los hechos y las 
disputas políticas. 

Y no solo en esas páginas. En efecto, al comenzar 1810 la política, y 
más precisamente la crisis política, parecía cubrirlo todo. Incluso la 
correspondencia privada. El 6 de enero, y sin poder sospechar que en 
pocos meses formaría parte de un gobierno revolucionario, el 


comerciante catalán Domingo Matheu le enviaba una carta a su hermano 
lamentando que el “pobre virrey Cisneros” hubiera asumido su cargo en 
un momento en el que le hubiera sido “mejor ser el último soldado del 
regimiento más despreciable que no ser virrey”. Sin embargo, decía 
confiar en su accionar persiguiendo a los “pícaros y traidores” que 
permitiría lograr una mayor estabilidad. 

No se puede decir que Cisneros no lo hubiera intentado: a mediados 
de enero dispuso la expulsión del comerciante Felipe Contucci, un agente 
carlotista con contactos en distintos círculos locales. Pero lo cierto es que 
no era mucho lo que el virrey podía hacer. De hecho, seguían 
distribuyéndose panfletos que alentaban las pretensiones de Carlota, 
quien además mantenía contactos en forma directa o indirecta con 
importantes figuras de todo el Virreinato como el deán cordobés 
Gregorio Funes y el obispo de Salta, Nicolás Videla del Pino. Esos 
contactos también incluían a mujeres de la élite como la porteña Ana 
Lynch y Tagle, a quien le escribió una carta en la que le daba a entender 
que estaba dispuesta a marchar a Buenos Aires para asumir la Regencia. 
Es por ello que el 20 de enero el virrey también dispuso la creación en 
Montevideo de un Juzgado de Vigilancia, que detuvo a varias personas 
sospechadas de adherir al carlotismo. Por su parte, y para afianzar su 
poder, le ordenó a Elío que dejara su cargo como gobernador de 
Montevideo y que se embarcara hacia España; una decisión que su 
subordinado recién cumpliría a comienzos de abril, cuando sería 
reemplazado en el mando militar por el brigadier Joaquín de Soria y en 
el político, por el comerciante y alcalde de primer voto del Cabildo de 
Montevideo, Cristóbal Salvañach. 

En el Alto Perú, mientras tanto, parecía consolidarse el poder de las 
fuerzas enviadas desde Buenos Aires y Lima que habían puesto fin a los 
movimientos juntistas. El 29 de enero, y tras haber publicado un bando 
en el que Goyeneche anunciaba y fundamentaba la sentencia, se procedió 
a ahorcar en un acto público a los líderes de la Junta paceña, algunas de 
cuyas cabezas fueron posteriormente exhibidas en picas a modo de 
escarmiento. Este sangriento desenlace provocó una fuerte impresión 
entre los criollos de todo el Virreinato, no solo por su crueldad sino 
también porque era notorio el contraste con la falta de sanciones a los 


líderes de la Junta de Montevideo y las penas menores recibidas por los 
de la fallida Junta porteña liderada por Álzaga, que además habían sido 
perdonados por Cisneros. En marzo llegaron a Buenos Aires las noticias 
sobre esos sucesos que provocaron una gran conmoción. Pero las disputas 
políticas también transitaban por otros carriles. En esos días algunas 
ciudades como Mendoza, Tucumán y Córdoba eligieron a sus diputados 
para que entre ellos surgiera el representante del Virreinato que debía 
integrarse a la Junta Central, sumándose así a otras como Potosí, 
Corrientes, Asunción y Montevideo que ya lo habían hecho en los meses 
anteriores. La que aún no lo había hecho, y ya nunca lo haría, era Buenos 
Aires. 

Este panorama sintético permite advertir una diversidad de 
situaciones que deben ser entendidas a la luz de la crisis monárquica e 
imperial que había provocado un estado de agitación política que se 
extendía por todos los ámbitos y todas las jurisdicciones. Tanto es así 
que, si bien no contamos con información precisa, hay indicios que nos 
permiten advertir que las noticias y los rumores, y por lo tanto también 
las discusiones políticas, circulaban entre todos los sectores sociales, ya 
sea en las tertulias y los cafés, o en los mercados, las pulperías y los 
cuarteles. En ese sentido, resulta revelador que el autor del Diario de un 
soldado no solo consignara los sucesos ocurridos en la ciudad de Buenos 
Aires, que era donde vivía, sino también los del Alto Perú y de otros 
lugares de América como Quito e, incluso, de Europa. 

Además de incrementarse la circulación de noticias y rumores, 
también cobraba mayor vigor el debate de ideas y, en particular, aquellas 
que podían contribuir a explicar lo que estaba aconteciendo y a darle 
orientación a los actores. En ese sentido, y tal como señalaban algunos 
letrados y funcionarios, la prensa podía tener un rol fundamental. No 
parece casual entonces que el 3 de marzo comenzara a publicarse en la 
capital el Correo de Comercio, un semanario dirigido por Belgrano con la 
colaboración de Vieytes que, como era de rigor, había sido autorizado 
por el virrey y cuyos contenidos tenían que pasar por la censura previa. 
Su propósito era difundir las ideas ilustradas, particularmente en el 
campo de la economía, y por eso su dedicatoria estaba dirigida a los 


“Labradores, artistas [se refiere a los artesanos] y comerciantes”. Pero no 


se trataba tan solo de presentar conocimientos útiles como años antes se 
habían propuesto el Telégrafo Mercantil y el Semanario de Agricultura. Por 
un lado, porque el contexto era otro y se había perdido la confianza en la 
monarquía y en sus funcionarios como posibles impulsores de esos 
cambios. Por el otro, y en estrecha relación con lo anterior, porque su 
edición era utilizada como una excusa del círculo de Belgrano para 
reunirse sin despertar sospechas por parte de las autoridades. 

La discusión sobre qué debía hacerse en caso de que España fuera 
derrotada por los franceses y careciera de autoridades legítimas se estaba 
dando en los más diversos espacios y aparecía incluso en ámbitos como 
el judicial. El 14 de marzo, el abogado de Paroissien, el médico inglés 
que permanecía preso en el Cuartel de la Ranchería, presentó una nota 
alegando que su defendido era inocente por lo que solicitaba su 
absolución. Pero no se trataba de cualquier abogado, ya que para cumplir 
ese rol había sido designado Castelli, así como tampoco era un escrito 
que solo se ciñera a los hechos judiciales, ya que también anticipó 
algunos de los argumentos que utilizaría en el cabildo abierto del 22 de 
mayo para fundamentar el desplazamiento del virrey y la creación de un 
nuevo gobierno. Por su parte, el regidor defensor de los Pobres del 
Cabildo de Buenos Aires, Tomás Manuel de Anchorena, realizó el 25 de 
abril un dramático discurso en el que solicitaba al ayuntamiento que 
previera medidas en caso de que se produjera la temida disolución del 
cuerpo político y el fin de la unidad monárquica, que darían lugar a una 
situación de anarquía política y social: 


Todos querrán mandar, ninguno obedecer, y la ley del más fuerte se 
subrogaría a la razón y a la justicia. Nos hallamos, sin saber cómo, 
envueltos en la confusión y el desorden; y el horror de nuestras propias 
miserias y calamidades nos hará ceder a las acechanzas de cualquier 
Tirano déspota que nos quiera esclavizar. 


La solicitud no le fue aceptada, pero logró que su presentación constara 
en las Actas. A su vez, el paraguayo Pedro Vicente Cañete, uno de los 
más lúcidos funcionarios de la administración colonial que actuaba como 
fiscal de la Audiencia de Charcas, trazaba un panorama desolador de lo 
que podría ocurrir en un dictamen fechado el 26 de mayo que le llegaría 


al virrey Cisneros cuando este ya había sido depuesto. Para evitar lo que 
imaginaba como una suerte de guerra civil, Cañete proponía que los 
virreyes, como representantes del rey, mantuvieran el poder, mientras se 
convocaba a una representación o cortes de los virreinatos para que 
acordaran entre sí una Regencia capaz de garantizar la subsistencia del 
orden vigente. 

De un modo u otro, con temor o con esperanza, todas las miradas se 
dirigían hacia la metrópoli donde se estaba jugando el destino de la 
monarquía. Es por eso que hacia fines de marzo Cisneros había ordenado 
que se retuvieran en Montevideo los barcos provenientes de España para 
que las autoridades pudieran filtrar cualquier información sensible antes 
de que esta se hiciera pública. ¿Pero era eso posible? Y en ese caso, ¿qué 


margen de maniobra tendría el virrey para actuar? 


La Semana de Mayo 


El 13 de mayo arribó a Montevideo una nave inglesa procedente de 
Gibraltar con noticias que eran temidas por unos y esperadas con ansia 
por otros. Tras el triunfo de Ocaña, el ejército francés había avanzado 
sobre Andalucía logrando ocupar toda España con la excepción de la Isla 
de León en la Bahía de Cádiz, que era protegida por la armada británica. 
Pero esto no era todo: el 29 de enero se había producido la disolución de 
la Junta Central en medio de tumultos y de acusaciones sobre su 
responsabilidad por la debacle. Su última decisión antes de disolverse 
había sido la creación de un Consejo de Regencia para que gobernara los 
dominios de la Corona española en nombre de Fernando VII hasta que se 
constituyeran las Cortes que ya habían sido convocadas. Las autoridades 
virreinales procuraron en vano que esa información no trascendiera. 
Pronto comenzaron a circular rumores que se confirmaron pocos días 
después con la llegada de otra nave, sin que hubiera información oficial 
sobre la creación del Consejo de Regencia. No eran noticias impensadas o 
inesperadas. Pero una cosa era imaginar una situación inédita como el 
hecho de carecer de toda autoridad en la metrópoli, y otra tener que 
vivirla y tomar decisiones al respecto. 

El viernes 18, y atento a la gravedad de las circunstancias y a la 
necesidad de reafirmar su autoridad antes de ser sobrepasado por los 


hechos, el virrey publicó un bando en el que informaba sobre lo sucedido 
a la vez que llamaba a mantener la calma, la unidad y la lealtad. 
Asimismo, y poniendo en evidencia cuál sería su estrategia que apuntaba 
a dilatar cualquier posible decisión sobre su continuidad que pendía de 
un hilo al haber caducado la autoridad que lo había designado, advertía 
que cualquier medida que se tomara debía hacerse en acuerdo con los 
pueblos del Interior. La proclama se fijó en las paredes de la ciudad y, tal 
como sucedía cuando debían notificarse sucesos importantes, también 
fue leída en voz alta, ya que gran parte de la población era analfabeta. 
De su circulación contamos con un precioso testimonio en el Diario de un 
soldado que en la entrada de ese día, la última de su texto, consigna que 
“Se a dado Al Público la Proclama del Señor virey core por caveza del 
Nuevo Diario desde Este dia adelante Revoluzion” (sic). 

No sabemos por qué la escritura del diario se interrumpió ese día. 
Quizás la sucesión vertiginosa de acontecimientos en los que se vio 
envuelto de ahí en más no le permitió contar con la tranquilidad 
suficiente para volcar sus impresiones en el papel. Tampoco sabemos qué 
quería decir exactamente con “Revoluzion”, aunque sin duda aludía a un 
trastorno o una transformación en el orden político. 

Y no era el único en considerar que así estaban las cosas. De 
inmediato comenzaron a sucederse reuniones y movimientos sobre los 
cuales hay diferentes versiones no siempre coincidentes, ya que las 
memorias, autobiografías y biografías escritas posteriormente tenderían a 
ubicar a sus protagonistas en el centro de los hechos, dando lugar a lo 
que Juan Bautista Alberdi calificaría décadas más tarde como la 
“monomanía de la iniciativa”. Lo que sí resulta claro es que en dichas 
acciones participaron distintos actores que terminarían confluyendo en la 
creación de un nuevo gobierno. Es el caso del grupo de criollos 
ilustrados, de los oficiales de los cuerpos milicianos e, incluso, de 
allegados a Álzaga que habían participado o habían sido cercanos al 
movimiento del 1 de enero de 1809. 

La publicación del bando encontró a Belgrano en el campo y a 
Castelli y a Saavedra en sus quintas, por lo que se enviaron emisarios 
para que regresaran con urgencia, ya que era acuciante tomar una 
decisión. Con el propósito de trazar una estrategia en común se 


organizaron varias reuniones en las que se acordó convocar un cabildo 
abierto tal como se hacía en las situaciones excepcionales. A tales fines, 
Belgrano y Saavedra se entrevistaron el sábado 19 con Juan José de 
Lezica, el alcalde de primer voto del cabildo, mientras que Castelli lo 
hacía con Julián de Leyva, quien además de ser el síndico procurador de 
esa institución era un abogado criollo que gozaba de gran prestigio. 

Leyva y Lezica se reunieron al mediodía del día siguiente con 
Cisneros para que autorizara la convocatoria al cabildo abierto. El virrey 
se resistía, ya que tenía en claro que se trataría su dimisión. Su esperanza 
era contar con el apoyo de los jefes de las milicias como había sucedido a 
su arribo el año anterior. Pero el propio Saavedra le dejó en claro que no 
debía hacerse ilusiones al respecto, ya que la situación había cambiado 
en forma drástica. Los oficiales criollos sabían, por su parte, que 
contaban con el decidido apoyo de la tropa. Sin embargo, y a fin de 
reforzar su lealtad y de predisponer mejor a los milicianos, también les 
repartieron dinero que se consiguió a través de un préstamo de 4.000 
pesos otorgado por los hermanos Miguel y Matías Irigoyen. 

Cisneros no se dio por vencido y trató de dilatar la convocatoria. Los 
complotados decidieron enviar otra comisión para hablar en persona con 
el virrey. Para ello se designó a Castelli y al oficial Martín Rodríguez. La 
comitiva fue acompañada por Florencio Terrada, el comandante de los 
Granaderos acuartelados en el Fuerte que oficiaba como Casa de 
Gobierno, quien se puso al frente de esa fuerza para anticiparse a 
cualquier movimiento que pusiera en peligro la misión. Castelli y 
Rodríguez, que no habían solicitado audiencia previa, se dirigieron a la 
Sala de Recibo y sorprendieron a Cisneros que estaba reunido con el 
brigadier Quintana, el fiscal Caspe y un edecán. No era sin embargo una 
reunión de trabajo, ya que estaban jugando a las cartas, un 
entretenimiento que era muy popular en todos los sectores sociales. La 
irrupción provocó un áspero intercambio de palabras. Castelli le informó 
al virrey que habían sido mandatados por el pueblo y las milicias para 
solicitarle que dejara el cargo. Cisneros respondió con enojo que se 
estaba atropellando a la persona del rey a quien él representaba, a lo que 
Castelli le replicó que debía tomarlo con calma pues la suerte ya estaba 
echada. Caspe le solicitó hablar en privado a Cisneros tras lo cual, y ya 


más tranquilo, aceptó la convocatoria y advirtió a los enviados sobre las 
desgracias que sobrevendrían por esa decisión. Asimismo, solicitó 
garantías para él y para su familia que les fueron otorgadas. El virrey 
había aceptado la convocatoria al cabildo abierto por la presión que 
recibió, pero también porque parecía abrigar la esperanza de encontrar 
apoyo entre los participantes. 

Los enviados regresaron a la casa de Rodríguez Peña e informaron 
sobre los resultados de su misión, lo que provocó un gran entusiasmo 
entre los presentes que brindaron por el paso dado. Otra comisión se fue 
a entrevistar con Leyva, quien les advirtió que si habían tomado la 
decisión de remover a Cisneros, también debían apresarlo para impedir 
que utilizara su influencia como virrey y comandante de armas. Pero sus 
interlocutores lo consideraron innecesario. Horas más tarde, el mismo 
Leyva recibiría a Cisneros y a los miembros de la Audiencia, quienes 
lograrían convencerlo para que les diera su apoyo, tal como lo haría en 
los días siguientes, sin que esto obstara para que durante un tiempo 
siguiera gozando de la confianza de algunos de los núcleos 
revolucionarios. 

El lunes 21, mientras crecía el clima de agitación en la ciudad, se 
enviaron las invitaciones a 451 vecinos y funcionarios para que 
participaran en la asamblea que había sido convocada para la mañana 
siguiente. Esa misma noche se volvió a realizar una reunión en lo de 
Rodríguez Peña para acordar la estrategia a seguir en el cabildo abierto. 
Si bien contaban con el apoyo de las milicias y de sus oficiales, la 
destitución del virrey y la creación de un nuevo gobierno eran decisiones 
que requerían ser fundamentadas. Es por ello que además de resolver 
algunas cuestiones organizativas, se acordó que Castelli sería quien 
llevaría la voz cantante, ya que era un abogado con una vasta 
experiencia y al que se le reconocía una gran capacidad oratoria y sólidos 
conocimientos jurídicos. 


Imagen 4. Invitación al cabildo abierto del 22 de mayo dirigida 
al comerciante Diego de Agiiero, quien no asistió, y en la que se 
puede apreciar cómo fue utilizada para hacer cuentas con sumas 
de dinero 


Fuente: Museo Histórico Nacional. 


El martes 22 se reunió el cabildo abierto en el que participaron poco más 
de 250 vecinos y funcionarios civiles, eclesiásticos y militares de los 451 
que habían sido convocados. Muchos de los presentes eran criollos, no 
solo porque las invitaciones pudieron haber estado digitadas, sino 
también porque la presencia de agitadores y de milicianos en las calles 
próximas al recinto hizo que algunos españoles europeos desistieran de 
concurrir por temor a lo que les pudiera suceder. Como era de rigor, la 
reunión fue iniciada por el escribano del ayuntamiento, Justo Núñez, 
quien leyó un documento del Cabildo que evidenciaba su alineamiento 
con el virrey, ya que instaba a la asamblea a resguardar la unidad entre 
los súbditos y las autoridades, y a evitar toda innovación que pudiera 
provocar desorden y división. Advertía, asimismo, que toda decisión 
debía contar con el consentimiento de los otros pueblos del Virreinato. 
Tras esa presentación comenzó el debate. 

El acta oficial es muy escueta, algo habitual en ese tipo de 
documentos ya que primaba la idea de que la resolución tomada por la 
corporación era más importante que las posiciones individuales, y quizás 
también en este caso porque se consideró que algunos dichos podrían 
dejar expuestos a quienes los sostuvieran. Pero contamos con varios 
testimonios que, si bien no coinciden del todo, y por eso dieron lugar a 
diversas interpretaciones, permiten reconstruir buena parte de lo 
sucedido y de los argumentos esgrimidos en esa asamblea en la que se 


estaba decidiendo el futuro del Virreinato. El primero en hablar fue el 
obispo de Buenos Aires, Benito Lué y Riega, quien era poco apreciado 
por los criollos, comenzando por buena parte del clero local. Para peor, 
hizo una exposición larga que fue muy mal recibida, lo que motivó a su 
vez una respuesta despectiva de su parte. En cuanto al contenido de su 
discurso hay dos versiones. La más difundida señala que sostuvo que los 
dominios americanos eran colonias españolas y que mientras subsistiera 
algún peninsular, tendría derecho de gobernarlas. La otra, más plausible, 
sostiene que su planteo era que mientras quedara en pie alguna 
autoridad en España, esta seguiría ejerciendo la soberanía en todos los 
dominios de la Corona. Tal como se había acordado, la respuesta estuvo 
a cargo de Castelli, cuyas primeras palabras fueron titubeantes, pero 
pronto encarriló su discurso y logró provocar un fuerte impacto, ya que 
los gestos de aprobación que recibió pusieron en evidencia que la 
mayoría de los presentes apoyaba su postura. En su alegato, el abogado 
porteño sostuvo que el gobierno soberano de España había caducado al 
producirse las abdicaciones de Bayona en 1808. Asimismo, advertía que 
ahora no existía ninguna autoridad que pudiera reclamarse legítima al 
haberse disuelto la Junta Central, a la que además no le reconocía 
facultad alguna para crear una Regencia. Ante la vacancia del poder real, 
según argiiía, se había producido la retroversión de los derechos 
soberanos a los pueblos que por eso podían crear un gobierno propio 
para no seguir el destino de España ocupada por Francia. Y, desde luego, 
el virrey debía dar por concluido su mandato que carecía de toda 
legitimidad. Por último, advirtió que no se trataba de un planteo 
extravagante, pues era lo mismo que había venido sucediendo en la 
propia metrópoli desde hacía dos años con la creación de juntas. 

El discurso de Castelli fue seguido por varias intervenciones, entre las 
cuales se destacó la de Manuel Genaro Villota. El fiscal de la Audiencia 
sostuvo que debía considerarse la situación excepcional que estaba 
atravesando la metrópoli, ya que ese marco crítico justificaba que la 
Junta Central nombrara un Consejo de Regencia. Si bien admitía que su 
creación tenía un vicio de origen, sostenía que podría subsanarse con el 
reconocimiento de los pueblos. Su intervención le dio un nuevo giro a la 
asamblea, ya que dio por válido el argumento de Castelli referido a la 


retroversión de la soberanía. Pero extrajo otras consecuencias al sostener, 
al igual que lo había hecho el bando del virrey, que Buenos Aires no 
tenía derecho a decidir por sí sola en nombre de otros pueblos. Esto 
podía implicar dos cuestiones no necesariamente contradictorias, por lo 
que también hay distintas versiones sobre cuál había sido el sentido 
preciso de sus palabras. La más difundida sostiene que el fiscal argiía 
que la capital no podía decidir en nombre de todo el Virreinato, por lo 
que debía esperarse a que los pueblos se pronunciaran. La otra señala 
que su planteo apuntaba a sostener la indivisibilidad de la soberanía, por 
lo que la retroversión debía ser a toda la nación española. De ese modo, 
habría que esperar a la reunión de sus representantes para que 
decidieran en quién debían delegarla, con lo cual estaría haciendo 
alusión a las Cortes o a alguna forma de gobierno general. 

Fuera uno u otro el sentido de sus palabras, Villota había logrado 
presentar un argumento difícil de rebatir: una asamblea de vecinos de la 
ciudad de Buenos Aires no tenía legitimidad para decidir por los otros 
pueblos del Virreinato. Si se lo daba por válido, el virrey podría seguir 
manteniendo su cargo al quedar postergada cualquier decisión sobre la 
caducidad de su mandato. La respuesta estuvo a cargo de Juan José Paso, 
un abogado que era funcionario en la Real Hacienda y había sido 
profesor de Filosofía en el Colegio de San Carlos. Su argumentación era 
análoga en cierto sentido a la de Villota, pues también planteó que se 
trataba de una situación excepcional, y era precisamente por eso que la 
capital podía actuar en nombre del resto de los pueblos esperando que 
estos ratificaran posteriormente la decisión tomada. Su intervención, 
sobre cuyos contenidos precisos también existen varias interpretaciones, 
recibió numerosos gestos de apoyo y dio lugar a una escena que pasaría a 
la historia por su carga dramática y su valor simbólico: Villota se 
conmovió y dejó escapar algunas lágrimas cuando advirtió que la ruptura 
con la metrópoli era irreversible. 

El debate siguió durante un largo rato, pero las posiciones ya eran 
claras, por lo que se decidió que se presentaran mociones concretas para 
que pudieran ser votadas. Esto evidenció algo que no siempre se tiene 
presente cuando se analiza lo sucedido en esa asamblea: los grupos que 
propiciaban un cambio de gobierno no parecían haber acordado una 


propuesta precisa sobre qué debía hacerse una vez depuesto el virrey. No 
solo se plantearon distintas fórmulas, sino que a medida que se iba 
desarrollando la votación también se fueron introduciendo 
modificaciones. La primera moción la presentó Castelli: “Si se ha de 
subrogar otra autoridad a la Superior que obtiene el Excelentísimo Señor 
Virrey, dependiente de la Metrópoli salvándose esta; e independiente 
siendo del todo subyugada”. Su aprobación implicaba que si España caía 
totalmente en manos de Napoleón, que era lo que todos daban por 
hecho, se crearía un gobierno autónomo de toda autoridad 
metropolitana. Esta propuesta no decía nada sobre el vínculo con la 
monarquía, aunque no tenía por qué implicar una ruptura con ella. La 
fórmula fue rechazada porque era imprecisa y además aludía a una 
posible independencia, aunque fuera de la España ocupada por Francia. 
La segunda presentación se atribuye a Leyva, el síndico procurador: “Si la 
autoridad Soberana ha caducado en la Península o se halla en incierto”. 
Si bien eso era precisamente lo que se estaba discutiendo, omitía toda 
decisión sobre qué hacer con el mandato del virrey, que era lo que estaba 
en juego. Junto con esta propuesta también se planteó que el voto fuera 
secreto para que los participantes no pudieran ser presionados al 
emitirlo. La moción fue rechazada, evidenciando así que era una mayoría 
la que promovía el cambio de gobierno, y que quería hacer prevalecer 
esa superioridad de voluntades. Finalmente se decidió votar a favor o en 
contra de esta fórmula: “Si se ha de subrogar otra autoridad a la Superior 
que obtiene el Excelentísimo Señor Virrey, dependiente de la Soberana; 
que se ejerza legítimamente a nombre del Sr. D. Fernando VII, ¿y en 
quién?”. De ese modo quedaba habilitada la posibilidad de que durante 
la propia votación se fueran presentando propuestas sobre quién debía 
asumir el gobierno provisorio en caso de que se decidiera hacer cesar el 
mandato del virrey. 

La costumbre indicaba que la votación debía hacerse en el orden de 
inscripción de los presentes en el acta. El escribano del cabildo los iba 
llamando uno por uno para que entregaran su papel escrito y firmado 
que era leído en voz alta. El primero fue el obispo Lué, quien votó por la 
permanencia de Cisneros en su cargo. El segundo fue Pascual Ruiz 
Huidobro, un destacado oficial que como gobernador de Montevideo 


había sido aprisionado por los ingleses y enviado a Europa, quien 
propuso que cesara la autoridad del virrey y que esta recayera en el 
cabildo como representante del pueblo hasta que se eligiera un gobierno 
provisorio que dependería de la autoridad metropolitana y representaría 
en forma legítima a la soberanía del monarca. Luego votó el oidor 
Manuel José de Reyes, quien sostuvo que no había razones para que 
caducara la autoridad del virrey, pero que en caso de que así se 
decidiera, el gobierno podría ejercerlo el propio Cisneros acompañado 
por el alcalde de primer voto y el síndico procurador. Varios miembros 
de los círculos revolucionarios, ya sean civiles o militares como Feliciano 
Chiclana, Vieytes, Viamonte y Rodríguez Peña, votaron la propuesta de 
Ruiz Huidobro con el añadido de que el síndico procurador debía tener 
un voto decisivo, lo cual evidencia la confianza que tenían en Leyva. Fue 
entonces que intervino Saavedra, quien propuso que la autoridad pasara 
al Cabildo hasta que se constituyera una Junta que ejercería el gobierno, 
pero dejando en claro que era el pueblo el que conferiría ese poder y sin 
decir nada en relación con una posible autoridad metropolitana que 
representara la soberanía del monarca. De ahí en más se siguieron en 
líneas generales los votos de Reyes y de Saavedra, aunque también se 
propusieron variantes o se agregaron argumentos, tal como lo hizo 
Martín Rodríguez al señalar que la permanencia del virrey era 
incompatible con la “opinión pública”, o Francisco Planes al solicitar que 
Cisneros fuera objeto de una causa por los sucesos de La Paz. Tal como 
temían quienes habían presentado la moción de votar en secreto, los que 
se pronunciaban por la continuidad del virrey eran abucheados, mientras 
que los que propiciaban su deposición eran aclamados. El ambiente se 
fue caldeando y en un momento dejó de respetarse el orden establecido 
cuando se hizo evidente que los partidarios del virrey estaban en franca 
minoría, y por eso algunos en su voto también señalaron que debían ser 
escuchados los casi doscientos vecinos que no habían concurrido a esa 
asamblea. 

La votación concluyó a la medianoche, tras una jornada larga y 
agotadora, por lo que se decidió que el recuento final se haría al día 
siguiente. De todos modos, y dado que los votos habían sido emitidos a 
viva voz, ya se sabía que era abrumadora la diferencia en favor de 


quienes propiciaban la destitución del virrey. En efecto, esta moción 
consiguió 155 votos contra 69 que sostenían su continuidad, mientras 
que se habían retirado sin votar casi 30 participantes, ya sea porque la 
sesión se había prolongado hasta la medianoche o por temor a hacer 
público su voto. Un hecho destacable de esa votación, y que en cierta 
medida anunciaba lo que sucedería en los próximos meses, es que varios 
de los criollos que adhirieron a la moción de deponer al virrey eran hijos 
de españoles europeos que habían sostenido su continuidad o 
directamente no habían concurrido a la asamblea. La mayoría de quienes 
votaron por la deposición lo hizo siguiendo las mociones de Castelli y 
Saavedra, que hacían referencia explícita a la retroversión de la 
soberanía al pueblo. El resto se inclinó por la de Ruiz Huidobro, que era 
de algún modo la del Cabildo, al sostener que esa corporación sería la 
depositaria de la soberanía. El Cabildo se basó en esta última moción y 
anunció que esa corporación, con el voto decisivo del síndico procurador, 
iba a elegir a los miembros de la Junta que gobernaría el Virreinato y 
tendría la tutela de los derechos soberanos de Fernando VII hasta que se 
reuniera una Junta General de los pueblos rioplatenses. 

El día 24 el Cabildo anunció la creación de la Junta. Al tomar esa 
decisión invocando su carácter de representante de la soberanía del 
pueblo se colocaba por encima de la Junta, tal como lo dejó en claro el 
Reglamento que dictó en el que se estipulaba que tenía la potestad de 
disolverla y de reasumir el mando. La elección de los miembros de la 
Junta parecía buscar un equilibrio entre diversos intereses y posiciones, 
ya que se integró con representantes de distintas corporaciones que 
además habían tenido posiciones contrapuestas en la votación: el clérigo 
porteño Juan Nepomuceno Solá y el comerciante alavés José 
Inchaurregui que habían votado por la continuidad de Cisneros, y los 
criollos Castelli y Saavedra, un abogado y un jefe militar que habían 
propiciado su destitución. Pero este equilibrio era ficticio, pues el 
Cabildo también dispuso que la Junta sería presidida por Cisneros, quien 
además de tener voz y voto seguiría teniendo el mando militar. Esta 
resolución provocó una conmoción entre los complotados que veían 
cómo su triunfo en el cabildo abierto se les escurría de las manos. Ante la 
falta de claridad sobre lo que podría suceder, y teniendo en cuenta la 


participación de Castelli y Saavedra que podían actuar como contrapeso, 
en principio se decidió aceptar esa resolución que, aunque a 
regañadientes, contó con la aprobación de los comandantes de milicias. 
De ese modo, la Junta se pudo constituir al mediodía del día 24 cuando 
sus miembros juraron respetar las leyes del reino y conservar íntegros los 
dominios de Fernando VII. 


La Revolución de Mayo 


El Cabildo parecía haber tomado una resolución que expresaba un punto 
de equilibrio entre las fuerzas en pugna y que además lo dejaba en una 
posición de poder. Pero pronto se vio que se trataba de una ilusión. Una 
vez superado el impacto inicial, comenzó a primar la indignación y a 
extenderse la disconformidad en los cuarteles y en las calles donde se 
formaron corrillos propiciados por agitadores que en esas jornadas 
ganarían fama, como el fraile mercedario Manuel Aparicio, el oficial 
Domingo French y Antonio Luis Beruti, el hermano mayor de Juan 
Manuel, el autor de las Memorias curiosas. Por su parte, varios oficiales 
recriminaban a sus comandantes el hecho de haber consentido la 
creación de una Junta presidida por Cisneros y, sobre todo, que retuviera 
el mando de las armas. 

Los complotados que venían reuniéndose en lo de Rodríguez Peña 
advirtieron que tenían la posibilidad de revertir la decisión del Cabildo y 
enviaron delegados a los cuarteles en donde recibieron un fuerte apoyo, 
lo cual contribuyó a su vez para que Saavedra también se decidiera en 
ese sentido. Castelli, por su parte, fue comisionado para hablar con 
Cisneros, aunque recién se encontraron al comenzar la noche cuando se 
reunió formalmente la Junta. El abogado criollo le advirtió que el pueblo 
y las milicias pedían su separación de todo cargo. Pero Cisneros no se 
avenía a esa solicitud, por lo que Castelli presentó su renuncia forzando 
al resto de la Junta a tener que acompañarlo en esa decisión. Mientras 
tanto, otra comisión se reunía con Leyva para solicitarle que convocara a 
una nueva reunión del Cabildo. El síndico manifestó su oposición, pero 
los enviados lograron vencer su resistencia. 

El Cabildo se reunió el 25 a la mañana temprano. Pero en vez de 
ceder a las demandas instó a la Junta para que continuara en sus 


funciones y sometiera a quienes no quisieran obedecerla. Con el correr de 
las horas el malestar se fue extendiendo, mientras que comenzaba a 
acercarse gente al cabildo que reclamaba por la decisión tomada. Sus 
miembros decidieron convocar a los comandantes de milicias, pero estos 
les hicieron saber que no iban a contar con su apoyo. Para ese entonces 
el Cabildo había recibido una representación en la que vecinos, 
comandantes y oficiales pedían en nombre del pueblo que se erigiera una 
nueva junta, además de señalar quiénes debían integrarla y de solicitar 
que se formara una expedición auxiliadora a las provincias que debía 
costearse con los sueldos del virrey, los oidores y los miembros del 
Tribunal de Cuentas. 

Sobre este hecho contamos nuevamente con dos versiones que 
obedecen, en buena medida, a las diversas interpretaciones sobre el 
origen militar o popular de la Revolución de Mayo, algo que no resulta 
necesariamente contradictorio cuando se considera que las milicias se 
habían convertido en una estructura que oficiaba como canal de 
integración y movilización de los sectores populares. En relación con el 
petitorio, y por lo tanto con los nombres que se barajaban para la Junta, 
algunas versiones sostienen que habría sido redactado en un cuartel, 
mientras que otros señalan que su autor pudo haber sido Beruti en una 
reunión realizada en la casa de Rodríguez Peña. Más allá de las 
especulaciones que puedan hacerse sobre su procedencia y sobre lo que 
esto implicaría, lo importante es que se habían logrado reunir veintiséis 
páginas con numerosas firmas: cuatrocientas personas habían firmado en 
nombre propio, mientras que French y Beruti también lo habían hecho en 
nombre de otras seiscientas que seguramente no sabían escribir. Pero sin 
duda lo más decisivo era el hecho de que esas firmas estuvieran 
encabezadas por las de los más altos oficiales de las milicias que eran 
quienes podían inclinar la balanza en una u otra dirección. 

En esas circunstancias se produjo una escena y unas palabras que 
ganarían un lugar central en la historia de la Revolución de Mayo y, así, 
en la historia argentina. Leyva salió al balcón del cabildo y al ver una 
plaza con poca gente preguntó con sorna dónde estaba el pueblo en cuyo 
nombre se estaba peticionando. No se trataba tan solo de un exabrupto 
del síndico. Era el Cabildo que mostraba su negativa a proclamar una 


nueva junta. Esto le daba mayor dramatismo a la disputa, ya que el 
reclamo podría dejar de ser pacífico si intervenían las milicias que 
permanecían acuarteladas. Sin embargo, las cosas no pasaron a mayores. 
Aunque de poca monta, algunos incidentes violentos les hicieron 
entender a los cabildantes que no estaban en condiciones de sostener su 
oposición, por lo que cedieron a la presión y dieron una respuesta 
favorable. Tanto es así que decidieron constituir de inmediato a la nueva 
junta y dejar de lado los formulismos “en precaución de que sobrevenga 
la noche”. El Cabildo logró, sin embargo, preservar el derecho de 
remover a los vocales en caso de inconducta, obtuvo el compromiso de 
que no podrían dictarse impuestos sin su consentimiento y aprobó la 
convocatoria a los pueblos del Interior para que enviaran a sus 
representantes. 

De ese modo, y tal como aprendimos desde chicos en la escuela y en 
los actos patrios, el 25 de mayo de 1810 se creó la Primera Junta, cuyo 
nombre era Junta Provisional Gubernativa de las Provincias del Río de la 
Plata a nombre del Señor Don Fernando VII. El Cabildo había aceptado 
integrarla con los nombres que habían sido propuestos en el petitorio. La 
presidía Cornelio Saavedra, quien además fue designado comandante de 
Armas, y contaba con seis vocales: los abogados Juan José Castelli y 
Manuel Belgrano, los comerciantes Juan Larrea y Domingo Matheu, el 
comandante de milicias Miguel de Azcuénaga y Manuel Alberti, que era 
cura en una parroquia de la ciudad. Asimismo, y para darle mayor 
ejecutividad, se nombraron dos secretarios con formación jurídica: 
Mariano Moreno quedó a cargo de los asuntos de Gobierno y Guerra, 
mientras que Juan José Paso quedó a cargo de Hacienda. 

La elección fue sucedida por la jura del nuevo gobierno que se realizó 
en la sala capitular. Saavedra se hincó y apoyó su mano en los 
Evangelios. Detrás suyo se ubicó Castelli, quien también se arrodilló 
apoyando su mano en el hombro de Saavedra, y tras él lo hicieron los 
otros miembros de la Junta, que juraron respetar las leyes del reino y 
conservar íntegra esta parte de América para el Soberano Fernando VII y 
sus sucesores. Al terminar la ceremonia, Saavedra exhortó a los presentes 
a mantener el orden, la unión y la fraternidad, repitiendo luego sus 
palabras a quienes permanecían en la plaza. En medio del repique de 


campanas y de salvas de artillería, la Junta se trasladó al Fuerte, la sede 
del gobierno virreinal que se encontraba enfrente del cabildo, y asumió 
el poder. Esta sencilla ceremonia marcaba el comienzo de una nueva era. 
El gobierno ya no dependía de ninguna autoridad metropolitana y por 
más que se invocara como soberano al monarca cautivo, su legitimidad 
reposaba en haber sido electo en representación del pueblo. Nadie había 
pronunciado públicamente esa palabra, pero todos sabían que se había 
producido una revolución. 


2 El mapa corresponde a la primera mitad del siglo XIX por lo que la línea 
de frontera no es exactamente igual a la de fines del período colonial. Sin 
embargo, los circuitos de intercambio representados en el mapa casi no 
sufrieron modificaciones durante esas décadas. 


Capítulo 2 
Revolución 


Pocas semanas después de la revolución, 

intentamos algunos jóvenes emprender un viaje al Perú por mar, 
creyendo fácil introducirnos disfrazados en la capital de Lima, 
para promover una revolución semejante 

a la que acababa de ejecutarse en Buenos Aires. 

La fatuidad de este pensamiento tuvo la compensación que merecía: 
nuestros amigos se divirtieron a la par nuestra, 

con una locura que solo podía disculparla el estado de delirio 

en que nos puso la palabra libertad 

que sonaba por primera vez en nuestros oídos. 


Ignacio Núñez, Noticias históricas de la República Argentina 


... la libertad es fiebre / es oración, fastidio y buena suerte. 


Patricio Rey y sus Redonditos de Ricota, Blues de la libertad 


La revolución y sus dilemas 

En muy pocos días el poder había pasado a nuevas manos. El virrey y el 
Cabildo habían procurado evitar ese desenlace, pero solo pudieron 
dilatarlo. En verdad era muy poco lo que hubieran podido hacer en ese 
sentido, ya que los revolucionarios contaban con el apoyo de las milicias 
urbanas que por momentos amenazaban incluso con sobrepasar a sus 
jefes. Los cuarteles, de hecho, se habían convertido en el principal foco 
de descontento y agitación por la creación de una Junta presidida por 
Cisneros, y varios oficiales fueron increpados por haberla aceptado. Las 
milicias fueron un factor decisivo para lograr el cambio de gobierno y, a 
pesar del temor por sus posibles desbordes, o precisamente por eso, para 
que este movimiento se realizara sin violencia. El carácter incruento que 
había tenido el desplazamiento del virrey y la creación de la Junta se 
convirtió de inmediato en un motivo de orgullo para sus protagonistas y 
adherentes, que lo consideraban tanto una prueba de la justicia de esas 


acciones como de la previsión y capacidad de sus organizadores. Beruti, 
por ejemplo, narraba lo sucedido en esos días para luego concluir con 
satisfacción: “No es posible que mutación como la anterior se haya hecho 
en ninguna parte con el mayor sosiego y orden [...]; la revolución se hizo 
con la mayor madurez y arreglo que correspondía, no habiendo corrido 
ni una sola gota de sangre”. 

El movimiento que derivó en un cambio de gobierno había sido 
pacífico, pero, tal como también precisaba Beruti, se había tratado de 
una revolución. Más allá de cuál era el significado preciso que le daba a 
esa palabra que hacía poco se había incorporado al habla cotidiana y 
pronto ocuparía un lugar central en el discurso político que ya nunca 
abandonaría, lo cierto es que se había producido una ruptura con el 
orden establecido que iba más allá del nombramiento de un gobierno 
provisorio para subsanar el vacío de poder. No solo porque un cabildo 
abierto había declarado caduco el mandato del virrey, un hecho que 
tenía como antecedente la deposición de Sobremonte durante las 
invasiones inglesas, sino más bien porque en su reemplazo se había 
creado una Junta que asumía el gobierno en nombre del pueblo y que 
además no estaba dispuesta a reconocer a ninguna autoridad 
metropolitana ni a tolerar desobediencias dentro de lo que había sido la 
jurisdicción del Virreinato rioplatense. 

Sin embargo, las continuidades no eran pocas ni irrelevantes. Esta es 
una de las razones por las cuales los sucesos de mayo admiten diversas 
interpretaciones, incluyendo las de quienes sostienen que no se habría 
tratado de una verdadera revolución. De hecho, en los documentos 
oficiales publicados durante los primeros meses casi no pueden 
encontrarse expresiones como “revolución” o “revolucionario” para 
designar o calificar al nuevo gobierno o al proceso en curso. Más allá de 
lo que podría ser una cuidada estrategia discursiva, debemos considerar 
que la Junta era un gobierno provisorio que invocaba la legitimidad 
monárquica al sostener que su propósito era resguardar o mantener en 
depósito los derechos soberanos de Fernando VII hasta que este 
recuperara su libertad. Más importante aún, tampoco se hacía mención a 
cambios significativos en las relaciones sociales ni a una posible 
declaración de independencia. Sus enemigos, por el contrario, no 


dudaron en señalar desde el primer día que ese era su propósito oculto, 
que se trataba de una revolución que subvertía el orden social y político, 
y que la lealtad al monarca era tan solo una mascarada. 

¿Pero qué sucedería de ahí en más? ¿Podría sostenerse la Junta sin 
recurrir a la violencia? ¿Qué posición tomaría ante las crecientes 
tensiones entre españoles europeos y americanos? ¿Cuál sería la reacción 
de los demás actores interesados en el destino de los dominios de la 
monarquía española en el Río de la Plata? ¿Qué harían, por ejemplo, los 
funcionarios civiles y militares que habían sido designados por las 
autoridades metropolitanas y cuya continuidad pendía de un hilo? 
¿Acatarían a la Junta o la resistirían? ¿Los pueblos del Virreinato la 
reconocerían? Y en ese caso, ¿se conformarían con ese reconocimiento o 
plantearían la necesidad de participar en el nuevo gobierno y en qué 
condiciones? ¿La Junta seguiría presentándose como un gobierno 
provisorio que resguardaba los derechos del monarca cautivo o invocaría 
a la soberanía del pueblo para que este pudiera constituirse según su 
voluntad e interés? ¿Y qué pasaría con Inglaterra y Portugal que entonces 
eran aliadas de España en su lucha contra Francia? ¿Reconocerían al 
nuevo gobierno, se desentenderían de su suerte o lo presionarían para 
que se alineara con la metrópoli? 

La situación era inédita y nadie podía asegurar cuáles serían las 
respuestas a estos interrogantes. Pero había algo que parecía claro: el 
desplazamiento del virrey y la creación de una Junta habían sido pasos 
audaces, pero debían ser seguidos rápidamente por otros que permitieran 
afianzar el nuevo gobierno. Y por eso resultaba apremiante resolver el 
rumbo que se debía adoptar y el ritmo que debía imprimirse a esa 
marcha. En relación con esto suele señalarse que la Junta estaba dividida 
en dos facciones que promovían distintas orientaciones políticas e 
ideológicas: una moderada, encabezada por Saavedra, quien además de 
presidirla era su figura más poderosa ya que contaba con el apoyo de las 
milicias; y otra radicalizada, más dispuesta a introducir cambios en el 
orden social y político, que tenía como principal promotor a Moreno, 
quien además de su capacidad política e intelectual y su empuje personal 
tenía un cierto margen de autonomía en la toma de decisiones por su 
condición de secretario. Ahora bien, no se trataba de una división que se 


hubiera planteado en el momento de crearse la Junta. O, al menos, no 
era notoria ni afectó su funcionamiento durante los primeros meses de la 
revolución en los que, a fuerza de ensayo y error, el nuevo gobierno 
mostró su voluntad de constituirse en la máxima autoridad para los 
pueblos del Virreinato y de combatir a todo aquel que se opusiera a ese 
designio. 


Una nueva autoridad 


La Junta no solo era un gobierno nuevo, sino también un gobierno cuyos 
fundamentos eran en buena medida novedosos. Es por eso que sus 
primeros pasos, además de estar orientados a afianzar su autoridad y a 
asegurarse la obediencia de la sociedad, también apuntaban a lograr un 
reconocimiento interno y externo que la legitimara. En la concreción de 
estos objetivos se pueden apreciar tanto líneas de continuidad como de 
ruptura, ya que podía presentarse y actuar como liquidadora del orden 
virreinal y monárquico, pero también como su legítimo heredero. Es por 
eso que, si bien promovió algunas innovaciones significativas, no dudó 
en recurrir a mecanismos tradicionales para procurar consenso o ejercer 
la coerción. 

La continuidad se puede advertir en dos de las primeras medidas 
tomadas por la Junta: la decisión de utilizar como sede gubernamental a 
la Fortaleza Real que hasta ese momento había sido la residencia 
virreinal, y la publicación el 26 de mayo de un bando en el que se 
convocaba a una misa de gracias por la instalación del gobierno y a la 
que debían asistir todas las corporaciones, los funcionarios y el 
vecindario. La elección del 30 de mayo para celebrar el acto religioso no 
fue casual, ya que es el día de San Fernando que, además de ser el 
patrono de España, era el santo de Fernando VII. El bando también 
llamaba a obedecer a las autoridades y a mantener la concordia, 
haciendo una mención explícita a preservar la buena relación entre 
“españoles europeos y españoles americanos”, un foco de conflicto sobre 
el que volveremos en el próximo capítulo. De ahí que no se quedara en 
una declaración de intenciones y dispusiera que el resguardo del orden 
estuviera a cargo de los alcaldes de barrio, una autoridad tradicional que 
dependía del cabildo y que era reconocida como tal por toda la 


población. 

El acto religioso contó con la presencia de todos los miembros de la 
Junta que se ubicaron en el sitial reservado a los virreyes para escuchar 
al deán Diego Zavaleta, quien había sido designado pocos días antes 
como canónigo del Cabildo Eclesiástico de la Catedral. En su 
“Exhortación cristiana dirigida a los hijos y habitantes de Buenos Aires”, 
el clérigo dejó en claro su alineamiento con la Junta al precisar que 
había asumido el gobierno en forma provisional para mantener en 
depósito los derechos del monarca cautivo. Si bien reconocía la 
existencia de los “... derechos sagrados que se consideran propios del 
hombre, cuando trata de constituirse en ordenada sociedad”, también 
afirmaba que una vez depositados en un gobierno, este debía ser 
obedecido, pues en caso contrario podrían sobrevenir males terribles 
como la guerra civil. Asimismo, y haciendo una referencia mucho más 
concreta a la Junta, destacaba el carácter pacífico y moderado que había 
tenido su constitución y, sobre todo, la necesidad de preservar ese estado 
de cosas, instando a los feligreses a obedecerla a fin de conservar el 
orden y la tranquilidad. 

Para ese entonces, la Junta había logrado obtener un juramento de 
obediencia por parte de las corporaciones y las máximas autoridades 
civiles, militares y eclesiásticas que residían en Buenos Aires. Tal como 
era de prever, esa solicitud no había sido bien recibida por las dos 
instituciones que se consideraban en condiciones de disputarle el poder 
o, al menos, de conservar su autonomía: el Cabildo de Buenos Aires y la 
Audiencia. El Cabildo acató la orden, pero planteó su desacuerdo al 
alegar que solo debía hacerlo frente al monarca. La Audiencia, 
acompañada por el Tribunal de Cuentas, planteó una objeción similar, 
pero no pudo resistir la presión de la Junta que obtuvo la jura bajo 
protesta del fiscal del Crimen, Antonio Caspe, y del oidor más antiguo, 
Manuel Reyes. Distintos testimonios señalan que ambos habrían 
expresado su desagrado con gestos groseros como limpiarse las uñas o 
escarbarse los dientes con un palillo. Pero más allá de estos incidentes, y 
de que no se hubiera tratado de un acto espontáneo, su jura contribuyó 
para que también lo hiciera el resto de los funcionarios y las 
corporaciones como el Cabildo Eclesiástico, el Consulado de Comercio y 


los Administradores del Correo y de la Aduana. 

En Buenos Aires el poder de la Junta era indisputable. Pero no era 
tan claro qué sucedería en el resto del Virreinato. Es por eso que también 
había instado a Cisneros, a la Audiencia y al Cabildo para que enviaran 
notas a las autoridades de los pueblos del Interior dando su 
consentimiento al cambio de gobierno y solicitando que este sea 
reconocido. Asimismo, hizo valer su propia voz en una circular a los 
pueblos que publicó el 27 de mayo y que firmó como Junta Provisional 
Gubernativa de la Capital de Buenos Aires. Dicho documento, cuya 
autoría algunos testimonios atribuyen a Castelli y otros a Moreno, tiene 
una gran importancia ya que, si bien en términos estrictos no constituía 
un programa de gobierno, anunciaba cuál iba a ser su orientación. 

La circular comenzaba presentando un resumen detallado de lo 
sucedido en España y de las decisiones tomadas en Buenos Aires a partir 
de la llegada de esas noticias. En ese sentido, sostenía que la creación de 
un nuevo gobierno había sido un acto necesario para superar el estado de 
acefalía y evitar los males que acarrearía la falta de toda autoridad 
legítima. Para subsanarlo, proponía un plan de acción cuyo principal 
punto era lograr que la Junta fuera reconocida como el centro de la 
unidad de los pueblos. A tales fines dispuso que las ciudades y las villas 
debían elegir diputados y que estos se integrarían como vocales en el 
gobierno a medida que fueran llegando a la capital. 

Esta convocatoria, que replicaba a escala virreinal la realizada por la 
Junta Central el año anterior, apuntaba a legitimar y a dotar de mayor 
representatividad al nuevo gobierno. Pero se apartaba de una de las 
decisiones tomadas por el Cabildo dos días antes al designar a la Junta, 
cuando dispuso que los pueblos debían elegir diputados que se reunirían 
para establecer la forma de gobierno más conveniente. Como veremos en 
el próximo capítulo, la naturaleza precisa del mandato que tendrían esos 
representantes y, por lo tanto, sus potestades, atribuciones y funciones, 
sería un factor de discordia que al finalizar el año detonaría una crisis en 
la Junta. Pero por el momento esta cuestión no parecía tan relevante 
como la necesidad de afianzar la legitimidad y el poder del nuevo 
gobierno. Es por eso que la circular también dejaba en claro que la Junta 
no iba a dudar en hacer uso de la fuerza para hacerse reconocer como 


máxima autoridad legítima. De hecho, y tal como había sido solicitado 
en el petitorio elevado al Cabildo el 24 de mayo, también anunciaba el 
envío de una expedición auxiliadora para que los pueblos pudieran elegir 
libremente a sus diputados, dando así por sentado que en más de un 
lugar podría ser rechazada. 

No parece casual que esa declaración fuera seguida por una serie de 
medidas que apuntaban a consolidar la capacidad coercitiva del nuevo 
gobierno. Al día siguiente emitió otro bando en el que establecía que 
debían declararse y entregarse las armas blancas y de fuego que fueran 
del rey y estuvieran en manos de particulares. Esta decisión podía 
apuntar tanto a impedir que sus potenciales enemigos dispusieran de 
armas como a la necesidad de hacerse de estas para proveer a las 
milicias. El 29 de mayo, por su parte, dictó una proclama para la milicia 
en la que destacaba el papel decisivo que esta había tenido para 
preservar los derechos del rey y del pueblo, depositados en la Junta. En 
ese sentido, felicitaba a los milicianos por haber *“... conciliado todo el 
furor de un entusiasmo exaltado con la serenidad de un ciudadano que 
discurre tranquilamente sobre la suerte de su patria”. Asimismo, 
planteaba la comunión entre el gobierno y las milicias, cuyo accionar 
debía ser guiado por la razón: “Conservad siempre unida la oliva de los 
sabios al laurel de los guerreros”. Por último, advertía que si “para justa 
gloria del país es necesario reconocer un soldado en cada habitante”, no 
era menos cierto que la seguridad del Estado y el orden público 
requerían de una fuerza reglada. Es por ello que esas palabras elogiosas 
eran seguidas por un reglamento que se proponía reorganizar la fuerza 
militar. A tales efectos disponía: a) la conversión de los batallones en 
regimientos hasta alcanzar la cantidad de 1.116 plazas a las que se 
debían sumar la caballería y la artillería volante; b) el regreso al servicio 
activo a quienes no estuvieran ejerciendo oficios públicos o artes 
mecánicas; c) una rigurosa leva para los vagos y los hombres sin 
ocupación que tuvieran entre 18 y 40 años; y d) la inmediata realización 
por parte de los alcaldes de barrio de un reporte sobre los habitantes de 
sus respectivos cuarteles que debían presentar al coronel Miguel 
Azcuénaga, quien también recibiría las armas solicitadas en el bando del 
día anterior. 


Durante las semanas siguientes se tomaron otras medidas orientadas 
a la organización de una fuerza militar al servicio del nuevo gobierno. 
Entre estas se destaca una decisión que evidenciaba la apelación a 
nuevos criterios y principios, aunque para ello se apelara como 
argumento legitimador a la voluntad de los Reyes Católicos: el 8 de junio 
la Junta convocó a los oficiales de origen indio que integraban los 
cuerpos de castas para informarles que había aceptado una 
representación que estos habían elevado, por lo que a partir de ese 
momento serían declarados iguales a los españoles (es decir, a los 
blancos), mientras que sus compañías pasarían a integrar los regimientos 


segundo y tercero en las mismas condiciones que los otros milicianos. 


La organización del gobierno 


En esos días la Junta también tomó decisiones importantes referidas a la 
organización del gobierno y a su funcionamiento interno. En tal sentido 
se destaca el Reglamento dictado el 28 de mayo que fue presentado con 
la firma de Moreno. En dicho documento se establecía que los miembros 
de la Junta debían reunirse diariamente en la Real Fortaleza en el 
horario de 9 a 14 y de 17 a 20, y que ese sería también el lugar de 
residencia del presidente (es por eso que allí nacería en agosto su hijo 
Mariano Saavedra, quien sería apadrinado por Larrea y bautizado por 
Alberti). Asimismo, precisaba los mecanismos de resolución según el 
tema y su importancia al establecer el quorum que requerían y quiénes 
debían firmarlo, además de estipular que los asuntos referidos a 
Hacienda y Gobierno debían tramitarse a través de las respectivas 
secretarías. Por otro lado, incluía algunas disposiciones que revelan cómo 
concebía su relación con la sociedad en las que se advierten algunas 
novedades, como el hecho de que todos los vecinos pudieran dirigirse en 
forma directa al gobierno o a sus miembros para “... comunicar cuanto 
crea conducente a la seguridad pública y felicidad del Estado”. Pero 
también evidencia continuidades no menos significativas con la figura y 
las funciones del virrey, como la decisión de asumir el Patronato que le 
daba el control de las instituciones eclesiásticas. Y, algo que era muy 
importante en esa sociedad, la forma en la que los individuos y las 
corporaciones debían tratar a la Junta. En relación con esto, establecía 


que tendría el tratamiento de “Excelencia”; que recibiría por parte de las 
armas honores similares a los de los virreyes; y que en los actos públicos 
se mantendría el mismo ceremonial. Estas disposiciones, que también 
serían motivo de controversia al finalizar el año, eran válidas para la 
Junta y para su presidente, pero no para los vocales en forma individual. 
Pocos días más tarde se fijó el sueldo de sus integrantes. El presidente y 
comandante de armas percibiría 8.000 pesos anuales, mientras que los 
vocales y los secretarios recibirían 3.000 pesos, a cuyo cobro renunciaron 
Belgrano, Matheu y Larrea. 

El Reglamento y la disposición sobre los sueldos fueron acompañados 
por otras medidas orientadas a organizar el funcionamiento del gobierno 
y a tener un control sobre sus empleados y subordinados. Es por eso que 
se decidió jubilar o desplazar a algunos funcionarios a cargo de áreas 
clave y cuya lealtad era dudosa, como Antonio Romero Tejada, que debió 
dejar su cargo como administrador de Correos en manos de Melchor de 
Albín. Esta medida apuntaba a asegurarse el control de las 
comunicaciones, una cuestión que era esencial para que las autoridades 
se mantuvieran informadas y pudieran transmitir sus órdenes en un 
territorio tan extenso. La Junta también decidió poner en vigencia un 
artículo de la Ordenanza de Intendentes para que los funcionarios y 
empleados de la Real Hacienda trabajaran siete horas al día. En muchas 
de estas medidas se advierte la mano de Moreno, cuyo desempeño en la 
secretaría virreinal le había dado un conocimiento de primera mano 
sobre los problemas que aquejaban a la administración. Es por eso que en 
varias ocasiones dio muestras de su preocupación para lograr que los 
funcionarios cumplieran horario y realizaran sus tareas en tiempo y 
forma. Sin embargo, la organización de las secretarías no fue inmediata, 
ya que recién se realizó el 9 de julio. En general se mantuvieron los 
puestos intermedios, pero para los más bajos se decidió la incorporación 
de jóvenes americanos en quienes se tenía mayor confianza por su lealtad 
al nuevo orden. Es el caso de Tomás Guido, quien iniciaba así una 
destacada carrera política y militar que se extendería por más de medio 
siglo. Asimismo, y tras varias décadas sin cambios, se decidió otorgar un 
importante aumento salarial a los funcionarios de la Secretaría de 
Gobierno. 


En busca de un nuevo orden económico 


El principal desafío de la Junta, y por lo tanto su prioridad, era afianzar 
su poder. Es por eso que buena parte de su energía y de sus disposiciones 
se centraron en resolver cuestiones de índole política y militar. Sin 
embargo, también tomó importantes medidas de carácter económico y 
fiscal que, más allá de su carácter disperso y de los magros resultados 
obtenidos en lo inmediato, revelan su intención de transformar las bases 
de la economía rioplatense. 

Ya el 29 de mayo se dispuso la habilitación del puerto de Ensenada 
ubicado unos 60 kilómetros al sur de la capital. Esta decisión, que se 
concretaría pocos meses más tarde, apuntaba a convertirlo en un puerto 
complementario o alternativo al de Buenos Aires. Es por ello que también 
se sancionarían otras medidas destinadas a facilitar el acceso y a 
fomentar el desarrollo de actividades comerciales y productivas, como el 
financiamiento de obras y la reducción de aranceles a la exportación de 
productos ganaderos desde ese punto. Esto debió haber contribuido a la 
instalación en octubre del primer saladero ubicado en la orilla occidental 
del Río de la Plata, que era propiedad de una sociedad integrada por los 
ingleses Roberto Staples y Juan Mc Neile, y el criollo Pedro Trapani. En 
julio, por su parte, se habilitaron otros dos puertos que también 
apuntaban a darle mayor dinamismo al tráfico mercantil: el de 
Maldonado y el de Río Negro. En caso de afianzarse, el primero 
permitiría disputarle a Montevideo el comercio y la exportación de 
cueros de la Banda Oriental, mientras que el segundo, ubicado en la 
Patagonia, sería destinado a partir de agosto para que concentrara el 
comercio de esclavos. 

El 5 de junio, por su parte, se había decretado una rebaja en los 
derechos de exportación de cueros, una decisión que se presentaba como 
provisoria hasta la “celebración del Congreso de las Provincias 
dependientes”. Semanas más tarde se tomarían otras medidas para 
fomentar la exportación de harinas, mientras que se mantendría la 
prohibición de hacerlo con el oro y la plata salvo en forma de moneda 
sellada. Asimismo, y ante las dudas sobre la capacidad que tenía Potosí 
para seguir produciendo plata, sumada a su lejanía y a las dificultades 
para controlar su explotación y amonedamiento desde Buenos Aires, se 


tomarían algunas providencias con el propósito de poner en marcha otras 
minas como las de Famatina en La Rioja. En relación con las 
importaciones, se favoreció la introducción de mercancías a través de la 
reducción de aranceles, impuestos u otros cargos, mientras se hacían 
ingentes esfuerzos para combatir el contrabando. Asimismo, se tomaron 
numerosas medidas puntuales destinadas a resolver casos conflictivos 
cuando se presentaba una demanda de un buque o de un comerciante. 

Si bien no se trataban de medidas estrictamente económicas, también 
cabe consignar algunas disposiciones destinadas a fomentar la 
colonización y la ocupación del territorio en las regiones de frontera, una 
política que había sido promovida por la Corona en los años recientes y 
que luego mantendrían con diversa suerte los gobiernos republicanos. El 
15 de junio se le encargó al coronel Pedro Andrés García la comisión 
para inspeccionar la frontera y examinar el estado de los fortines, 
pueblos, población, ganado, uso y propiedad de la tierra, lo cual requería 
también de acuerdos con los indios que habitaban ese territorio. De esta 
expedición, que se iniciaría en octubre de 1810 y finalizaría un año más 
tarde, García dejaría un valioso testimonio en su Diario de un viage a las 
Salinas Grandes en los campos del Sud de Buenos Aires (sic). 

Como ya señalamos, las medidas económicas y fiscales dispuestas por 
la Junta a lo largo de 1810 no fueron sistemáticas ni sostenidas, entre 
otras razones porque la dinámica revolucionaria y bélica hizo que fueran 
otras las prioridades y las estrategias para dotar al gobierno de recursos. 
Tanto es así que al finalizar el año se plantearía la necesidad de darle 
mayor orden y regularidad a estas iniciativas, por lo que se les 
encomendaría a Larrea y a Manuel de Sarratea la tarea de “formar un 
Reglamento de comercio ventajoso al país”, que no se concretaría. 

Ahora bien, si se las considera en conjunto, tanto estas como otras 
disposiciones tomadas por la Junta, revelan la intención de transformar 
las bases de la economía rioplatense para dotarla de un perfil orientado a 
la producción agropecuaria y al comercio. Esta pretensión obedecía a 
convicciones ideológicas enmarcadas en distintas vertientes de la 
economía política que iban desde el liberalismo al neomercantilismo 
pasando por la fisiocracia. Pero sin duda también pesaron razones de 
orden pragmático, pues se hacía necesario subsanar la merma de los 


ingresos provenientes por la producción minera altoperuana. Un camino 
que, recordemos, había sido iniciado el año anterior por el virrey 
Cisneros al permitir la apertura mercantil que, en los hechos, solo podía 
hacerse con los comerciantes ingleses. 


La relación con Inglaterra 


La Junta tenía en claro que resultaba vital mantener el vínculo con 
Inglaterra no solo en el plano comercial, sino también en el político. Ya 
en la mañana del 26 de mayo se produjo el primer contacto oficial 
cuando el capitán Charles Montague Fabian, que comandaba la nave 
inglesa Mutine estacionada en el puerto de Buenos Aires, desembarcó 
junto con otros oficiales para saludar al nuevo gobierno. La comitiva fue 
recibida por Saavedra y Castelli, quienes fundamentaron la decisión de 
crear la Junta Provisional por el estado de acefalía, además de 
manifestarle su intención de mantener la alianza con Inglaterra en 
defensa de los dominios de Fernando VII. También le plantearon que 
esperaban recibir su apoyo en caso de ser agredidos, haciendo así alusión 
a Francia, pero sobre todo a Portugal, que era una tradicional aliada 
inglesa. A la reunión se sumó Larrea, que por su actividad mercantil 
tenía un trato corriente con marinos y comerciantes ingleses, quien 
agregó que estos ahora tendrían mayores oportunidades pues no habría 
diferencia con los españoles a la hora de comerciar. La reunión concluyó 
con una invitación para que las naves británicas se sumaran a las salvas 
en homenaje a Fernando VII que se harían por la tarde, y para que 
Fabian estuviera presente en la jura de lealtad a la Junta que debían 
darle las autoridades y los funcionarios. 

Este episodio revela el interés de la Junta por conseguir el apoyo de 
Inglaterra, pero también la importancia que el gobierno y los 
comerciantes británicos le asignaban a ese lejano territorio en el que 
habían sufrido una humillante derrota militar pocos años antes. En ese 
sentido se debe tener presente que el bloqueo continental dispuesto por 
Napoleón afectaba al comercio inglés que se veía necesitado de nuevos 
mercados para aprovisionarse de materias primas y para colocar sus 
manufacturas. El 28 de mayo la Junta le envió una nota a lord 
Strangford, el representante inglés en Río de Janeiro que estaba a cargo 


de la diplomacia británica en el Cono Sur americano, para ponerlo al 
tanto de las novedades y para solicitarle su apoyo. El nuevo gobierno 
sabía que podía contar con el beneplácito de muchos comerciantes, 
políticos, publicistas y funcionarios ingleses que veían con buenos ojos la 
posibilidad de que las colonias españolas se independizaran de su 
metrópoli o lograran una mayor autonomía. Pero el gobierno inglés se 
había aliado con España en su lucha contra Francia, por lo que no podía 
alentar ningún plan en ese sentido. Esta diversidad de intereses difíciles 
de compatibilizar permite entender las diferentes posiciones asumidas 
por funcionarios civiles y militares que dieron lugar a incidentes 
diplomáticos, así como también algunos cambios en las políticas que 
tendría Inglaterra hacia la América española durante los años siguientes. 
Esto lo pudo apreciar el joven teniente de navío Matías Irigoyen 
quien, escudado en una misión a España para dar a conocer la creación 
de la Junta, se embarcó el 29 de mayo con rumbo a Londres para 
conseguir armas y procurar el reconocimiento del gobierno inglés. Al 
pasar por Río de Janeiro se entrevistó con lord Strangford, quien mostró 
sus simpatías por el movimiento revolucionario y por la apertura 
comercial, pero también le dejó en claro que la alianza con España le 
impedía dar un mayor apoyo a la Junta. Y lo mismo le sucedería en sus 
entrevistas en Londres, ciudad a la que arribaría a comienzos de agosto, 
y en la que coincidiría con una delegación enviada por la Junta formada 
en Caracas que integraban Simón Bolívar y Luis López Méndez, y tenía a 
Andrés Bello como secretario. Irigoyen tuvo un mayor éxito en lograr 
apoyos fuera del gobierno, tal como lo evidencian las notas publicadas en 
los periódicos ingleses, algunas de las cuales planteaban en forma 
explícita que el objetivo de la Junta era declarar la independencia. 


La Gazeta de Buenos Ayres 


Tanto los sucesos de mayo en Buenos Aires como las expectativas por lo 
que podría suceder en la región recibieron una importante cobertura por 
parte de otros países de Europa y de América. Esto era sin duda un logro 
para la Junta, que también había decidido contar con una voz propia que 
pudiera dirigirse tanto hacia el interior como hacia el exterior: el 
semanario La Gazeta de Buenos Ayres. El 7 de junio, cuando apenas 


habían pasado dos semanas desde la creación del nuevo gobierno, se 
publicó el primer número de La Gazeta. Su aparición había sido 
anticipada el 2 de junio en una Orden de la Junta firmada por Moreno, 
en la que se establecía que sus principales propósitos serían dar: 


Una exacta noticia de los procedimientos de la Junta; una continuada 
comunicación pública de las medidas que acuerde para consolidar la 
grande obra que se ha principiado; una sincera y franca manifestación de 
los estorbos que se oponen al fin de su instalación y de los medios que 
adopta para allanarlos... 


Esta presentación era también una crítica al gobierno virreinal, ya que 
además de señalar la necesidad de que los pueblos contaran con 
información pública transmitida en forma oficial y fidedigna, destacaba 
la franqueza y transparencia como rasgos distintivos de la Junta: “El 
pueblo tiene derecho a saber la conducta de sus representantes, y el 
honor de estos se interesa en que todos conozcan la execración con que 
miran aquellas reservas y misterios inventados por el poder para cubrir 
sus delitos”. Esta pretensión también se puede advertir en la decisión de 
utilizar como bajada del título al epígrafe de Tácito: “Rara temporum 
felicitate, ubi sentire quae velis, et quae sentias, dicere lice” (“Son raros 
los tiempos de felicidad en los que es lícito pensar lo que se quiere y 
decir lo que se piensa”; la traducción es nuestra). 

La Orden había dispuesto la designación de Manuel Alberti como el 
encargado de reunir y de publicar los textos que se enviaran a La Gazeta, 
mientras que la Secretaría de Gobierno proveería los documentos 
oficiales. Lo que no se anunció, pero pronto se hizo evidente, es que 
Moreno asumiría el rol de redactor, una función que meses más tarde le 
sería asignada al deán Gregorio Funes. La Gazeta publicaba información 
y documentos oficiales locales y de España, pero también de otros 
lugares de Europa y América que pudieran ser de interés para el gobierno 
y la sociedad. En ese sentido, debemos tener en cuenta la forma en la que 
circulaban y eran presentadas las noticias del exterior, sobre todo las 
provenientes de Europa, no solo por su carácter parcial, fragmentario y 
tardío en relación con los sucesos a los que se hacía referencia, sino 
también porque muchas veces estaban mediadas por la prensa europea o 


la norteamericana, tal como sucedió en relación con el movimiento 
revolucionario iniciado en abril en Caracas. 

Ahora bien, el semanario no solo había sido concebido como un 
medio para informar sobre los actos de gobierno o sobre hechos de 
importancia sucedidos en otras latitudes. Al igual que buena parte de las 
publicaciones periódicas de la época como el Correo de Comercio dirigido 
por Belgrano, también se proponía presentar y debatir cuestiones de 
interés público que pudieran contribuir a la ilustración de la sociedad. Es 
por ello que en su presentación se invitaba a los hombres ilustrados para 
que “sostengan y dirijan el patriotismo y la fidelidad que tan 
heroicamente se ha desplegado” aportando “sus luces”. Más allá de esta 
convocatoria abierta, y a fin de garantizar colaboraciones, ese mismo día, 
y con la firma de Castelli, Moreno y Belgrano, se enviaron invitaciones 
personales a varios “sabios que ilustran la sociedad” para que publicaran 
sus ideas y reflexiones. No sabemos cuántos ni quiénes fueron sus 
destinatarios, pues solo contamos con cuatro contestaciones, pero se 
puede estimar que no deben haber sido pocos los clérigos y letrados que 
las recibieron. En todo caso, y más allá de las respuestas y de quienes 
hubieran decidido enviar sus colaboraciones, esto evidencia la pretensión 
de convertir el semanario en un medio en el que se podían presentar y 
discutir hechos y principios sociales y políticos. En ese sentido, y como 
veremos con mayor detalle en el siguiente capítulo, resultan de gran 
interés los artículos redactados por Moreno, que en gran medida fueron 
concebidos para dar respuesta a cuestiones coyunturales. De ese modo 
permiten apreciar tanto sus ideas políticas y la orientación que pretendía 
darle a la revolución como la necesidad de adecuarlas a los 
requerimientos diarios. 

La Gazeta se insertaba así en el debate de proyectos políticos y 
sociales que, como consecuencia de la difusión de las ideas ilustradas y 
del ciclo revolucionario iniciado pocas décadas antes, estaban a la orden 
del día en buena parte de Europa y de América. En ese marco era usual 
la circulación de textos, ideas, conceptos y representaciones que podían 
ser apropiados y resignificados en función de las circunstancias locales. 
En más de una ocasión se publicaban glosas o copias de escritos en las 
que no siempre ni necesariamente se precisaba cuáles habían sido sus 


fuentes, o a lo sumo se indicaba que se trataba de una reproducción de 
las palabras de un “sabio” o de un “escritor ilustre”. Un ejemplo en ese 
sentido es el artículo “Sobre la libertad de escribir” que Moreno publicó 
en el n” 3 de La Gazeta del 21 de junio, el cual estaba basado en la 
“Disertación presentada a una de las sociedades del Reino” del escritor 
ilustrado español Valentín de Foronda, que había sido editado en Madrid 
durante 1789 en el Espíritu de los mejores diarios literarios que se publican 
en Europa. 

El texto de Moreno resumía los principales tópicos sobre el valor de 
la libertad de expresión como medio para ensanchar las luces del pueblo 
y combatir los errores y los prejuicios heredados. Sin embargo, planteaba 
dos restricciones: “Las verdades santas de nuestra augusta religión” y “las 
determinaciones de nuestro gobierno”. De ese modo dejaba en claro 
cuáles eran, a su juicio, las limitaciones que tenía la libertad para decir 
“lo que se piensa”, a la que hacía referencia con la cita de Tácito. Por su 
parte, en el n” 24 del 11 de agosto del Correo de Comercio, Belgrano 
publicaría el artículo “La libertad de prensa es la principal base de la 
ilustración pública”, que coincidía en buena medida con lo planteado por 
Moreno, pero sin poner límites a las críticas al gobierno, ya que solo 
planteaba restricciones para los escritos abusivos hacia la religión y el 
honor de las personas, o que fueran indecentes. De ese modo, ambos 
políticos y escritores ilustrados dieron inicio a los debates sobre la 
libertad de imprenta que se convertirían en uno de los problemas 
centrales de la vida pública posrevolucionaria al plantearse la necesidad 
de sancionar normas que pudieran garantizarla y, a la vez, impidieran 
que sus excesos atentaran contra el honor y el buen nombre de los 
individuos o pusieran en cuestión el orden religioso, moral, social y 
político. 

Ahora bien, más allá de sus contenidos y sus propósitos, cabe 
interrogarse por el alcance y el impacto que tenía La Gazeta. Si bien no 
contamos con datos precisos, se estima que tenía una tirada de alrededor 
de 300 ejemplares de los cuales el impresor Agustín Donado vendía una 
parte a sus suscriptores (hasta fines del siglo XIX, la suscripción previa 
fue el principal mecanismo de comercialización de la prensa). La mayor 
parte de los ejemplares debían quedar en manos del gobierno que 


utilizaba los canales oficiales como el correo para distribuirla entre las 
autoridades y las corporaciones. Asimismo, fomentaba su lectura en 
distintos ámbitos para que sus contenidos fueran accesibles a una 
población que, recordemos, era mayormente analfabeta. En noviembre, 
por ejemplo, emitiría una circular para que los curas de la ciudad y de la 
campaña la leyeran en los días festivos después de misa. Es por eso que 
su impacto, si bien es difícil de calibrar, no debe ser medido únicamente 
en términos cuantitativos por lo que hoy en día consideraríamos como un 
número exiguo de ejemplares. De hecho, existen varios testimonios que 
dan cuenta tanto de su circulación como de su importancia para 
informar, explicar y dotar de sentido a los sucesos en curso. Esto fue 
advertido de inmediato por José María Salazar, el comandante del 
Apostadero Naval de Montevideo, quien en una nota enviada el 22 de 
junio al ministro de Marina de España, le solicitaba con suma urgencia 
una imprenta para disputarle a Buenos Aires el monopolio de los 
impresos y, por lo tanto, para incidir en la circulación de la información 
y de las ideas. Su solicitud sería satisfecha, pero por la infanta Carlota, 
quien enviaría una imprenta con la que a partir del 13 de octubre 
comenzaría a publicarse la Gazeta de Montevideo. 

Esta necesidad se hacía imperiosa, ya que eran numerosos los 
acontecimientos que se sucedían en forma vertiginosa y sobre los cuales 
era necesario informar y sentar posición. De hecho, la cantidad de 
información y de documentos que debía publicar La Gazeta de Buenos 
Ayres sobrepasaba la posibilidad de darlos a conocer en forma semanal y 
con la extensión de las páginas destinadas a cada ejemplar. Es por eso 
que se hizo usual la publicación de hojas suplementarias y de números 
extraordinarios. Ya el primer número del 7 de junio incluía una hoja 
suplementaria para anunciar que el vocal Miguel de Azcuénaga recibiría 
los donativos que se hicieran para solventar “la expedición que pidió el 
Pueblo para las Provincias interiores”. Y el 9 de junio, cuando apenas 
habían pasado dos días, se publicó el primer número extraordinario 
dedicado al intercambio de documentos entre la Junta y la Audiencia 
ante la solicitud de esta para que se reconociera al Consejo de Regencia. 


La expulsión del virrey y de los oidores 


La Audiencia basaba su solicitud en el reciente arribo a Montevideo de 
un barco con documentos que anunciaban la constitución del Consejo de 
Regencia y la convocatoria a los americanos para que enviaran sus 
diputados a las Cortes que se iban a reunir para representar a la nación 
española. Una invitación que, al igual que la realizada el año anterior 
para integrarse a la Junta Central, implicaba tanto un reconocimiento 
como una expresión de desigualdad, dado que los súbditos americanos 
solo podrían elegir un diputado cada cien mil habitantes sin incluir a 
indios y castas en ese conteo, mientras que los españoles elegían uno 
cada cincuenta mil. Para la Junta, de todos modos, debía tratarse de un 
detalle sin importancia, ya que no estaba dispuesta a reconocer al 
Consejo de Regencia bajo ningún concepto, aunque en este caso al dar su 
negativa alegó que la información provenía de impresos que no habían 
llegado por un conducto oficial, por lo que no correspondía ni siquiera 
considerarlos. 

El problema no era tanto la solicitud de la Audiencia, sino el hecho 
de que las autoridades civiles y militares de Montevideo hubieran 
reconocido al Consejo de Regencia. Esto implicaba una clara oposición a 
la autoridad de la Junta y, por lo tanto, la necesidad de tomar medidas 
más tajantes. A esto se debe sumar la creciente tirantez con otros factores 
de poder además de la Audiencia. Es el caso del Cabildo, que procuraba 
inmiscuirse en algunas decisiones del gobierno y que el 14 de julio 
también reconocería en secreto al Consejo de Regencia, aunque esta 
decisión recién tomaría estado público en octubre. O el obispo Lué, quien 
le había comunicado a la Junta que acataría sus Órdenes, pero no le 
prestaría juramento de obediencia. El gobierno, por su parte, le negó el 
permiso que había solicitado para realizar una visita pastoral a 
Montevideo. Y también le prohibió participar del culto público hasta que 
no se resolviera su conflicto con el Cabildo Eclesiástico de Buenos Aires 
que, por el contrario, apoyaba a la Junta tal como había quedado en 
claro en la misa del 30 de mayo cuando el obispo debió permanecer en 
un segundo plano mientras Zavaleta llamaba a obedecer a las nuevas 
autoridades que estaban sentadas en un sitial de privilegio. 

La tensión se palpaba en las calles de la capital donde se hacían más 
potentes las voces críticas o de rechazo a los españoles y, en particular, a 


algunos de los antiguos funcionarios. El 10 de junio, al día siguiente de la 
publicación del intercambio de documentos entre la Junta y la 
Audiencia, el fiscal Antonio Caspe fue atacado en la puerta de su casa por 
un grupo armado que habría contado con el apoyo de algunos oficiales y 
funcionarios. El temor se apoderó entre quienes rechazaban al nuevo 
gobierno, tal como se puede apreciar en un escrito anónimo enviado en 
esos días a España cuyo autor, identificado como “El fiel americano”, 
advertía en relación con la Junta y sus simpatizantes que “Pronto 
pondrán la guillotina en la plaza”. 

La Junta reaccionó de inmediato para impedir que la situación se le 
fuera de las manos. El 11 de junio emitió un documento firmado por 
Saavedra y Moreno en el que hacía un llamado al orden, insistía en 
solicitar obediencia al gobierno y afirmaba la seguridad individual como 
un principio fundamental del nuevo orden, advirtiendo en ese sentido 
que “la comunidad perecería envuelta en mil desgracias si los 
particulares pudiesen por sí mismos vengar sus resentimientos”. Además 
de la declaración de principios y de la advertencia, también tomó 
medidas de seguridad que reafirmaban el poder de los alcaldes. Tres días 
más tarde publicó otro bando en el que se insistía en la entrega de las 
armas del rey que estuvieran sin motivo en manos de particulares, pero 
ahora amenazaba con penas como el destierro para quienes no lo 
hicieran. 

Estas medidas apuntaban a mantener el orden y el monopolio de la 
fuerza más que a buscar algún tipo de conciliación o de acuerdo con la 
Audiencia. Para ese entonces la ruptura era inevitable, ya que sus 
miembros habían jurado en secreto al Consejo de Regencia y se habían 
puesto en contacto con las autoridades civiles y militares de Córdoba, 
Montevideo y el Alto Perú para organizar la resistencia a la Junta. Esta 
decidió que lo mejor era cortar por lo sano expulsando a los miembros de 
la Audiencia y a Cisneros, dando así además una clara señal de lo que le 
podría pasar a quienes desconocieran su autoridad. Al anochecer del 22 
de junio fueron citados de urgencia al Fuerte donde los esperaban 
Castelli y Matheu, quienes les reprocharon su deslealtad. Utilizando a 
modo de excusa la golpiza sufrida por Caspe, les plantearon que sus vidas 
corrían peligro y que lo único que podían hacer al respecto era remitirlos 


a España. De ese modo, y sin darles tiempo a nada, se los embarcó en 
medio de la noche en una nave inglesa cuyo capitán, que tenía trato 
comercial con Larrea, fue retribuido con la exención del pago de 
derechos para introducir algunos productos que comerciaba. La expulsión 
fue tan intempestiva que la esposa de Cisneros debió completar una carta 
que este estaba redactando y cuyo destinatario era el Consejo de 
Regencia. En una nota final, Inés Gaztambide de Cisneros precisaba: “En 
este momento que son las siete y media de la noche acaban de llevarse a 
mi marido con engaño al Fuerte y allí lo han embarcado ignorando su 
destino, lo que pongo en noticia de Vuestra Magestad, y por tanto firmo 
esta parte”. El único miembro de la Audiencia que quedó exceptuado de 
esa medida fue el regente Lucas Muñoz y Cubero, quizás por su edad y 
estado de salud, por considerarse que no representaba peligro alguno o 
por tener un antiguo vínculo con Moreno. 

La expulsión se había hecho con sigilo a fin de evitar hacer escándalo 
en la ciudad, pero también para no alertar a la marina de Montevideo 
que hubiera podido rescatarlos. Manuel Moreno, el hermano de Mariano 
que tendría una larga trayectoria como político y diplomático, recordaría 
un cuarto de siglo más tarde esa escena en la que las autoridades caídas 
en desgracia habían sido escoltadas hasta el muelle en medio de la 
oscuridad y del silencio por unos pocos hombres provistos de antorchas y 
faroles, para de inmediato añadir que “esta procesión era el entierro de la 
administración colonial”. 

La Junta aprovechó la situación para enviar un documento a las 
autoridades metropolitanas en el que explicaba y justificaba su 
constitución y su legitimidad. El autor de la nota, probablemente Castelli, 
se permitió ironizar sobre la situación de sus destinatarios, ya que fue 
dirigida por “La Junta Provisoria del Gobierno de Buenos Aires al 
Gobierno Soberano de España e Indias legítimamente establecido. Donde 
residiere”. Recordemos que la Junta no le reconocía legitimidad alguna 
al Consejo de Regencia y que la mención sobre su residencia aludía al 
hecho de que, en el mejor de los casos, seguía recluido en unos pocos 
kilómetros cuadrados de la Isla de León que los franceses no habían 
podido conquistar gracias al apoyo inglés. 

La Junta decidió designar de inmediato a cuatro letrados criollos para 


que ocuparan los lugares de los miembros de la Audiencia expulsados. 
Para acompañar a Muñoz y Cubero nombró como conjueces a José 
Darragueyra, Vicente Echevarría y Pedro Medrano, y como fiscal a Simón 
de Cossio. Asimismo, dispuso que su sueldo no sería mayor a 2.500 pesos 
anuales y, mucho más importante aún, que debían usar un traje normal y 
recibir un tratamiento como abogados sin ninguna consideración 
especial. Como era de rigor, las medidas fueron anunciadas y explicadas 
en La Gazeta. La expulsión fue justificada en un “Manifiesto de la Junta 
Provisional Gubernativa de las Provincias del Río de la Plata a sus 
habitantes”, que se publicó en un número extraordinario del 23 de junio, 
mientras que en el n” 4 del 28 de junio se informó la decisión sobre los 
reemplazos y el tratamiento que recibirían. 


Tiempo de decisiones 


La situación parecía estar más clara: la Junta no solo había decidido 
asumir la representación de la soberanía de Fernando VII y gobernar en 
nombre del pueblo, sino que también había expulsado a las más altas 
autoridades virreinales, desconocía al Consejo de Regencia y se negaba a 
participar en la convocatoria a Cortes. Como contrapartida, y como era 
de esperar, tampoco fue reconocida por las autoridades metropolitanas ni 
por sus representantes en América, como José Fernando de Abascal, el 
poderoso virrey del Perú. O el marqués de Casa Irujo, ministro de España 
ante la Corte portuguesa en Río de Janeiro, que el 16 de junio emitió una 
proclama en la que criticaba al nuevo gobierno por haber: 


... abierto con imprudencia la caja de Pandora y que lejos de producir la 
felicidad en esa bella parte del Mundo, podrán resultar contra vuestros 
propios designios el desorden, la confusión y la anarquía. Acordaos en 
tiempo de la comparación terrible pero verídica de que una revolución 
era como Saturno, que devoraba a sus propios hijos. 


Estas palabras, que años más tarde harían suyas muchos de quienes 
habían adherido a la revolución en 1810, no lograron en ese momento 
hacer mella en los miembros de la Junta y en quienes celebraban el 
nuevo orden. De ese modo, y al igual que otras ciudades como Caracas, 
Bogotá y Santiago de Chile, Buenos Aires se convirtió en 1810 en uno de 


los centros revolucionarios sudamericanos. 

Este posicionamiento de la Junta, sumado a su pretensión de hacerse 
reconocer por todos los pueblos del Virreinato como su máxima 
autoridad, hizo que fuera inevitable un enfrentamiento con quienes se le 
oponían y que, por eso mismo, eran calificados en el discurso oficial 
como insurgentes, rebeldes o sediciosos. No se trataba de un tema menor, 
ya que en todo el territorio había focos de descontento e incluso de 
resistencia activa, destacándose en ese sentido el accionar de las más 
altas autoridades civiles, militares y eclesiásticas de Montevideo, 
Paraguay, Córdoba y el Alto Perú. Basta dar una rápida mirada a un 
mapa para advertir que la Junta podía quedar aislada si sus enemigos se 
hacían fuertes en esas posiciones y, más aún, si lograban ampliar su 
influencia hacia el resto de los pueblos del Litoral y del Interior. 

Pero el desafío para la Junta no radicaba solo en el hecho de que 
estos focos opositores rodearan la capital. En cada una de estas 
jurisdicciones había fuerzas y factores de poder que podían inclinar la 
balanza en contra del nuevo gobierno, sobre todo si lograban actuar en 
forma articulada. En el caso de Montevideo se debe considerar la 
aspiración de un sector de sus élites a tener una mayor autonomía en 
relación con la capital, pero también el hecho de que fuera el Apostadero 
español en el Atlántico sur lo que le permitía contar con una fuerza capaz 
de disputarle el control de los ríos a Buenos Aires e, incluso, bloquearla. 
Además, podía ser un punto de apoyo en caso de que España estuviera en 
condición de enviar refuerzos o, como peligro mucho más palpable, en 
caso de que Portugal decidiera intervenir en el Plata. Este era un factor 
que también pesaba en Paraguay, cuya posible alianza con Montevideo 
podía facilitarle el control del Litoral a los enemigos de la Junta. 
Córdoba, por su parte, además de ser un importante centro político, 
intelectual y económico, y capital de una extensa intendencia, era un 
punto vital para la comunicación y el control de los pueblos del Interior. 
En cuanto a las intendencias y gobernaciones altoperuanas, recordemos 
que eran las más pobladas del Virreinato y las que aportaban mayores 
ingresos a las arcas fiscales, por lo que tenerlas bajo control resultaba de 
suma importancia. Sus élites, por su parte, también aspiraban a tener un 
gobierno autónomo, lo que las distanciaba tanto de Buenos Aires como 


de Lima. Es por ello que, en función de sus intereses, y según las 
circunstancias, podían inclinarse hacia uno u otro polo de poder, o hacia 
ninguno de los dos. 

Ahora bien, esta presentación puede resultar engañosa, ya que 
pareciera que se trataba de bloques monolíticos, cuando en cada una de 
estas jurisdicciones también había sectores que apoyaban a la Junta. 
Además, y dado el grado de incertidumbre existente, había actores que 
mantenían una posición ambigua o procuraban hacer un difícil equilibrio 
mientras esperaban saber hacia dónde se inclinaría la balanza antes de 
comprometerse en uno u otro sentido. Para entender mejor esta dinámica 
debemos considerar que si bien la revolución dio lugar a un escenario 
tramado por novedosos conflictos de orden político e ideológico, esto no 
implicó que desaparecieran antiguos enfrentamientos de carácter social, 
económico, familiar o jurisdiccional que, por el contrario, cobraron un 
renovado sentido y, en muchas ocasiones, un mayor brío. Es el caso de 
las tradicionales querellas por el control de los cabildos que podían 
enfrentar a grupos familiares; la aspiración de una jurisdicción a tener 
mayor autonomía, como una ciudad subalterna en relación con su 
capital; la pretensión de algunas corporaciones, autoridades o individuos 
para acceder a ciertas posiciones o gozar de algún privilegio, a lo cual se 
sumaban las controversias por los alcances de sus respectivas 
atribuciones; o las disputas entre distintos sectores sociales por el acceso, 
el uso o el control de tierras, bosques y cursos de agua. 

Esta diversidad de situaciones se puede apreciar en el hecho de que 
las respuestas a la Circular de la Junta del 27 de mayo fueron dadas por 
distintas autoridades como los gobernadores, los tenientes gobernadores 
y los cabildos. Pero también por asambleas de vecinos organizados en 
cabildos abiertos en los que se produjeron discusiones y disputas en 
relación con quiénes tenían derecho a participar. Para peor, tampoco era 
del todo claro el procedimiento para elegir diputados ni qué pueblos 
tenían derecho a hacerlo. A mediados de julio, la Junta dictó dos 
medidas que procuraban poner fin a esa incertidumbre que alimentaba 
disputas y retrasaba la elección: por un lado, precisó que solo las 
ciudades capitales y las subalternas enviarían representantes pero no las 
villas; por el otro, estableció que las elecciones se realizarían sobre la 


base de la Real Orden del 6 de octubre de 1809 dispuesta por la Junta 
Central para elegir diputados a las Cortes, y en la que además de 
idoneidad se establecía que debían ser naturales del pueblo que los 
elegía. 

Entre junio y agosto se desarrolló un proceso vertiginoso de toma de 
decisiones y alineamientos en el que se fueron precisando con mayor 
claridad los bandos en pugna, mientras se iban estrechando en forma 
acelerada los márgenes para encontrar una resolución pacífica. Este 
proceso se puede seguir a través de los documentos producidos a nivel 
local por los cabildos y las autoridades subalternas, la correspondencia 
privada y las memorias de sus protagonistas, pero también en las páginas 
de La Gazeta que informaba sistemáticamente sobre los apoyos que 
recibía la Junta. En efecto, y sin dejar de mantener su mira en los sucesos 
de América y Europa que eran decisivos para saber qué suerte correría el 
nuevo gobierno, el semanario comenzó a darle mayor cabida a los 
documentos y a la información proveniente del Interior, sobre todo la 
referida al reconocimiento de los pueblos a la Junta y a la elección de 
diputados. 

La revolución se había iniciado como un movimiento local en un 
marco que le era favorable, pero de ahí en más su suerte se resolvería en 
un escenario mucho más amplio y difícil de controlar en el que, como 
veremos a continuación, lograría concitar tanto apoyos como rechazos 
desde Montevideo hasta La Paz. 


La Banda Oriental 


La reacción inicial del Cabildo de Montevideo ante la creación de la 
Junta había sido cautelosa, pues no era del todo claro qué pasaba en 
España. Tras recibir la Circular del 27 de mayo, se decidió convocar a un 
cabildo abierto que si bien reconoció al nuevo gobierno lo hizo con una 
condición que evidenciaba su aspiración a gozar de mayor autonomía: 
recibir un tratamiento igualitario y no como una ciudad subordinada a la 
capital. Para ello se nombró a una comisión que debía redactar un pliego 
de condiciones. Pero el 2 de junio arribó el bergantín español Nuevo 
Filipino, que había salido de Cádiz el 29 de marzo, una circunstancia que 
fue aprovechada por los opositores a la Junta para difundir rumores 


falsos —e incluso inverosímiles— sobre un triunfo de las armas españolas. 
Asimismo, traía impresos que confirmaban la creación del Consejo de 
Regencia. Si bien no eran documentos oficiales, esta circunstancia fue 
aprovechada por la oficialidad de la marina liderada por Salazar que 
tenía una gran influencia sobre el gobernador militar Joaquín de Soria, y 
logró que el cabildo abierto reconociera y jurara lealtad al Consejo. Fuera 
de los muros de la ciudad la situación era distinta: el 4 de junio, el 
comandante militar de Colonia, Ramón del Pino, publicó un bando que 
reconocía a la Junta, y lo mismo hizo ese día el Cabildo de Maldonado, el 
9 de junio el de Santo Domingo Soriano y el 11 de junio el comandante 
de San Carlos. 

En Buenos Aires, mientras tanto, se habían producido varios 
incidentes con oficiales de la marina cuyos barcos estaban amarrados en 
el puerto, por lo que la Junta prefirió que se marcharan a Montevideo. 
Esta medida sería posteriormente criticada, ya que permitiría reforzar la 
flota enemiga y, así, que durante los años siguientes pudiera ejercer su 
dominio sobre los ríos del Litoral. De todos modos, se debe tener 
presente que no era una fuerza significativa y que la situación de 
enfrentamiento no era aún del todo clara, por lo que la Junta tenía 
expectativas de ganar a Montevideo para su causa. Tanto es así que unos 
días antes había enviado a Juan José Paso a esa ciudad para lograr su 
adhesión. En un primer momento no lo dejaron entrar, pero el 15 de 
junio pudo hacerlo y exponer ante un cabildo abierto. Sin embargo, fue 
en vano: tras una intervención de Salazar la asamblea decidió que no 
reconocería la autoridad de Buenos Aires hasta que esta no lo hiciera con 
el Consejo de Regencia. De ese modo se consumó una nueva ruptura 
entre ambas ciudades portuarias. 

Para ese entonces las autoridades de Montevideo habían entrado en 
contacto con las de Paraguay y Córdoba, así como también con el 
marqués de Casa Irujo. Mientras tanto, se extendía el conflicto por toda 
la Banda Oriental. En la ciudad su poder parecía asegurado tras haberse 
alineado los funcionarios y las corporaciones con Soria y Salazar. Pero 
había sectores que no acordaban con esa posición y el 12 de julio se 
produjo una sublevación de las milicias locales, en su mayoría integradas 
por americanos, que estaban enfrentadas con la marina. Si bien el 


movimiento fracasó, puso en evidencia que el apoyo a las autoridades de 
Montevideo no era unánime y menos aún entre la población local. En 
una carta enviada a España el 22 el de julio, Salazar advertía con 
inocultable pesimismo: 


No hay un cuerpo que no esté contagiado y corrompidas sus costumbres 
religiosas y morales. La milicia, clero secular y regular, cabildos 
eclesiásticos y seculares todos lo están más o menos y todos están 
también tocados de la manía de la independencia y creyendo ver en ella 
todas sus felicidades hasta el sexo femenil participa de esta locura la 
maldita filosofía moderna el trato con una multitud de extrangeros 
introducidos en estos paises en estos últimos tiempos ingleses, 
americanos, portugueses y peores que estos franceses, italianos y 
genoveses, esta es la verdadera peste de estos dominios que si no se 
extermina acabará de perderlos [sic]. 


Para las autoridades de Montevideo la situación era aún menos favorable 
en el resto del territorio oriental. Si bien habían logrado bajo presión que 
Colonia y Santo Domingo de Soriano revirtieran su apoyo a la Junta, la 
campaña empezaba a mostrar señales de descontento. Del rechazo al 
gobierno de Montevideo y al orden que quería defender, contamos con 
un singular testimonio en el libro de defunciones de la Parroquia de 
Santo Domingo Soriano. Con un particular sentido del humor, el cura 
Tomás Xavier de Gomensoro dejó asentado: 


El día veinticinco de este mes de mayo expiró en estas Provincias del Río 
de la Plata la tiránica jurisdicción de los virreyes, la dominación 
despótica de la Península española y el escandaloso influjo de todos los 
españoles. 


En el próximo capítulo analizaremos qué significado y alcance podían 
tener este tipo de expresiones fuertemente antiespañolas. Lo que aquí 
interesa es que no se trataba tan solo de un sentimiento particular del 
cura. Pocos meses más tarde se iniciaría una sublevación de la campaña 
oriental que se prolongaría durante años bajo el liderazgo de José 
Gervasio Artigas quien, sin embargo, durante 1810 seguiría reportando a 
Montevideo, cuyas autoridades lo designarían en septiembre como oficial 
en el cuerpo de Blandengues. 


El Litoral y Paraguay 


La Junta desplegó distintas iniciativas para lograr la adhesión de los 
pueblos, entre las cuales se destacó el envío de misiones a cargo de 
figuras que habían nacido o tenían contactos con el lugar al que se los 
destinaba. En el caso de Paraguay el elegido fue el coronel José de 
Espínola y Peña, una decisión que según varios testimonios habría sido 
desacertada dado su personalismo y su carácter conflictivo. En los años 
anteriores Espínola había tenido varios entredichos con Bernardo 
Velasco, el gobernador de Paraguay, quien por eso lo había separado de 
su cargo como comandante de la Villa Real de Concepción. Es probable 
que, más allá de sus convicciones, Espínola haya considerado la creación 
de la Junta como una oportunidad para resolver la disputa que mantenía 
con Velasco. La Junta, por su parte, debió suponer que el hecho de ser 
natural de Paraguay y de tener una trayectoria como funcionario y jefe 
militar en esa gobernación facilitaría la obtención de apoyos y por eso se 
le asignó esa misión. 

Espínola fue también el portador de las comunicaciones destinadas a 
los pueblos asentados a la vera del río Paraná que se encontraban en su 
derrotero hacia Asunción a fin de notificarlos sobre la instalación de la 
Junta y la convocatoria para enviar diputados. El 5 de junio llegó a Santa 
Fe, y ese mismo día el teniente gobernador Prudencio Gastañaduy envió 
una nota reconociendo la Junta, además de organizar un festejo con 
salvas y repiques de campana, y de convocar a un cabildo abierto para 
que eligiera al diputado por esa ciudad. Espínola, por su parte, cruzó a La 
Bajada —actual ciudad de Paraná- y logró la adhesión del alcalde de la 
Hermandad que dependía del cabildo santafesino. Mientras tanto, los 
pueblos del este entrerriano, más vinculados a la Banda Oriental, 
también comenzaban a pronunciarse, tal como lo hizo el Cabildo de 
Concepción del Uruguay el 8 de junio y el de Gualeguay el 22 de junio. 
Pero la situación no era tan clara, ya que había sectores que se 
inclinaban a apoyar a Montevideo. 

Mientras se producían estos movimientos, Espínola había retomado 
su camino y el 15 de junio llegó a Corrientes, donde logró la adhesión de 
Pablo Fondevila, el teniente gobernador, refrendada al día siguiente por 
el cabildo. El 16 de junio notificó las novedades al coronel Tomás 


Rocamora, gobernador de los pueblos de las Misiones, quien de 
inmediato se alineó con la Junta. Rocamora decidió, asimismo, convocar 
a una asamblea para el 8 de julio a la que citó a los corregidores, a un 
miembro de cada cabildo y a los caciques de los ocho pueblos de su 
jurisdicción, además de invitar a los vecinos y habitantes para que 
concurriesen. En la reunión se leyó la documentación en castellano y 
guaraní, y la Junta fue reconocida por unanimidad. Este apoyo fue muy 
importante para consolidar el poder del gobierno revolucionario en la 
región. En ese sentido, y tal como lo había solicitado Rocamora, la Junta 
dispondría en septiembre la separación de los pueblos de las Misiones de 
la Gobernación de Paraguay, que pasarían a estar bajo su dependencia. 
Para ese entonces, los alineamientos estaban mucho más claros y la Junta 
había decidido implementar una política más agresiva tras el fracaso de 
Espínola y de otras iniciativas de carácter informal. 

Volvamos a la misión de Espínola a quien habíamos dejado a 
mediados de junio en Corrientes. Tras salir de esa ciudad se dirigió a la 
Villa del Pilar, donde apenas llegó presionó al cabildo para que 
reconociera la Junta. Asimismo, dispuso realizar una leva para contar 
con tropas. No es claro si su objetivo era tener una fuerza que lo apoyara 
O si su propósito era enviarla a Buenos Aires, pero sí que esa medida 
provocó malestar entre la población. El 21 de junio llegó a Asunción y le 
entregó al gobernador los documentos en los que se solicitaba el 
reconocimiento de la Junta y el envío de un diputado. Pero este no era el 
único propósito de Espínola, quien también había logrado que la Junta lo 
designara como gobernador de Paraguay. Velasco advirtió esta maniobra 
y ordenó que fuera confinado, aunque Espínola logró escaparse y 
regresar a Buenos Aires. El gobernador, por su parte, vio afianzado su 
poder al recibir el apoyo del Cabildo de Asunción. El 26 de junio se 
convocó a una asamblea que recién se concretó el 24 de julio y en la que 
participaron más de 200 vecinos y funcionarios que, siguiendo el ejemplo 
de Montevideo y de Córdoba, también decidieron reconocer y jurar 
lealtad al Consejo de Regencia. 

El fracaso de esta misión hizo que la Junta decidiera recurrir a 
enviados informales como el capitán salteño Juan Arias, mientras que a 
título personal se dirigían notas a figuras que se consideraban afines al 


gobierno revolucionario, tal como lo hizo Castelli con José Gaspar de 
Francia, de quien había sido condiscípulo en el Colegio de Monserrat en 
Córdoba. Pero el endurecimiento de la disputa hizo que a comienzos de 
agosto se cortara toda comunicación con Paraguay y Montevideo, y que 
semanas más tarde se decidiera enviar una pequeña expedición militar al 
mando de Belgrano con la expectativa de que pudiera concitar el apoyo 
de la población paraguaya. 

Los pueblos del Litoral lograron resistir la presión ejercida desde 
Montevideo y Paraguay, y terminaron alineándose con la Junta. Sin 
embargo, este proceso no fue sencillo ni lineal, ya que estuvo cargado de 
tensiones provocadas por la definición precisa de ese vínculo y por 
disputas locales. Un ejemplo, en ese sentido, es lo sucedido con la 
elección del diputado por Santa Fe. El 9 de junio se había realizado el 
cabildo abierto para elegir al representante de esa ciudad. La reunión 
fracasó por la presencia de algunos “jóvenes” que, como tales, no podían 
ser considerados “vecinos”, mientras que otros que tenían esa calidad no 
habrían sido invitados. Los cabildantes, escandalizados además porque 
los intrusos habrían ocupado sus asientos, suspendieron la reunión 
alegando que estos no tenían capacidad para dar un voto reflexivo. Para 
resolver esta cuestión se decidió consultar a la Junta. La respuesta la dio 
Moreno, quien precisó que debía citarse a todos los vecinos sin distinción 
entre solteros y casados, y sin etiqueta, privilegios ni orden de asientos, 
lo que evidenciaba la puesta en práctica de nuevos principios y valores. 
Finalmente, el 2 de julio se realizó la asamblea en la que se eligió como 
diputado a Juan Francisco Tarragona. En el interín, y a pesar del apoyo 
que le había dado al nuevo orden, la Junta había decidido suspender a 
Gastañaduy como teniente gobernador. El cabildo decidió nombrar a 
Francisco Candioti para reemplazarlo, pero la Junta ya había designado a 
Manuel Ruiz, quien asumió el cargo el 18 de agosto. Una situación 
similar se vivió en Corrientes. Esto evidenciaba las controversias que 
podían provocar la designación de las nuevas autoridades, ya que las 
élites locales procuraban tener un gobierno con mayor autonomía, 
mientras que la Junta privilegiaba la elección de funcionarios que les 
respondieran, sobre todo en casos como el de Santa Fe que ocupaba una 
posición estratégica entre Paraguay, Montevideo y Córdoba. 


La Intendencia de Córdoba 


Esta última ciudad tuvo inmediatas noticias sobre lo sucedido en Buenos 
Aires, ya que Cisneros había enviado a un colaborador suyo para que le 
informara a su gobernador, el brigadier de la Armada Juan Antonio 
Gutiérrez de la Concha. Esto permitió que sus máximas autoridades 
estuvieran precavidas cuando el 4 de junio llegaron los documentos 
oficiales como la circular del 27 de mayo. De ese modo pudieron 
imponerse sobre quienes planteaban que había que reconocer al nuevo 
gobierno, como el deán Gregorio Funes y su hermano Ambrosio. De 
inmediato, se enviaron notas a todos los cabildos de la intendencia para 
que no reconocieran a la Junta ni designaran diputados. El cabildo 
cordobés, por su parte, se dirigió a su par de Buenos Aires informando 
que nombraría un diputado cuando las provincias hubieran acordado sus 
opiniones, a la vez que le pedía que suspendiera la expedición armada 
dado que Córdoba se encontraba en paz. El 20 de junio llegaron noticias 
sobre el establecimiento del Consejo de Regencia que ya había sido 
reconocido por Montevideo, y al que el cabildo cordobés decidió jurar 
lealtad junto con las principales autoridades eclesiásticas, civiles y 
militares. Pero esto no era todo. En Córdoba estaba residiendo Santiago 
de Liniers, el exvirrey que en 1806 había liderado la Reconquista de 
Buenos Aires, quien de inmediato se convirtió en el líder de la resistencia 
contra la Junta. A tales fines se puso en contacto con las autoridades de 
Montevideo, Paraguay y el Alto Perú, a las que les solicitó tropas y armas 
para sostener su posición. El cabildo y el intendente de Córdoba también 
se habían puesto en contacto con las ciudades subalternas de la 
intendencia para que enviaran hombres y armas. De ese modo, estas se 
vieron en la disyuntiva entre tener que obedecer a su gobernador o a la 
Junta. 

La primera en pronunciarse fue San Luis: el 14 de junio su cabildo 
decidió reconocer a la Junta y el 28 de ese mes eligió como diputado a 
Marcelino Poblet, el alcalde de primer voto, mientras resistía las 
presiones de Córdoba. Para ello había sido decisivo el hecho de que 
Mendoza se hubiera alineado con la Junta tras varias semanas de disputa 
entre dos facciones. El 6 de junio había llegado un comerciante con 
información sobre lo sucedido en Buenos Aires, que se confirmó el 13 de 


junio con la documentación oficial llevada por el comandante de 
Frontera Manuel Corvalán. Los cabildantes mendocinos, indecisos, 
optaron por esperar para dar una respuesta. Al día siguiente llegó la 
orden de Gutiérrez de la Concha para que se desconociera la Junta. 
Varios días después se sumó otra nota del gobernador solicitando el 
envío de tropas. Esta escalada motivó que varios vecinos solicitaran la 
convocatoria a un cabildo abierto para tomar una resolución. La reunión, 
que se realizó el 23 de junio con la presencia de 38 vecinos, decidió 
acatar la Junta y convocar a una reunión dos días más tarde, en la que se 
eligió a Bernardo Ortiz como diputado, quien tras fallecer en septiembre 
sería reemplazado por Manuel Molina. Pero el comandante de Armas, 
Faustino Ansay, acompañado por el tesorero y el contador de Hacienda, 
se opusieron a estas decisiones y consiguieron algunos apoyos armados. 
De ese modo se crearon dos facciones sin que ninguna pareciera contar 
con la fuerza suficiente para poder imponerse a la otra. El 10 de julio 
llegó el teniente coronel de Arribeños Juan Bautista Morón, quien había 
sido enviado por la Junta para reunir armas y hombres en la región de 
Cuyo. Su presencia contribuyó a definir la situación, y el 19 de julio los 
funcionarios que se oponían fueron depuestos y enviados prisioneros a 
Buenos Aires. Cabe notar que además de esta intervención, en la decisión 
de Mendoza también debió haber pesado la posibilidad de lograr una 
mayor autonomía que la que gozaba como ciudad subalterna de Córdoba 
y la aspiración de constituir una Intendencia de Cuyo.3 El 17 de junio, 
San Juan recibió por el correo oficial la información sobre la creación de 
la Junta y la convocatoria para elegir un diputado, coincidiendo con la 
orden del gobernador para que se la desconociera por ilegítima. Esto 
puso en aprietos al cabildo, que decidió diferir su decisión mientras sus 
miembros y los notables locales mantenían reuniones informales. 
Finalmente, se realizó un cabildo abierto el 7 de julio, en el que se 
reconoció a la Junta, pero también se decidió confirmar la autoridad del 
gobernador de la intendencia. Asimismo, se eligió como diputado al 
alférez José Ignacio Fernández Maradona. La Rioja, por su parte, recién 
le daría su apoyo a la Junta el 29 de agosto tras la derrota de la 
resistencia cordobesa, y nombraría como diputado a Francisco Ortiz de 
Ocampo, que era el jefe militar de la expedición enviada por la Junta al 


Interior. 


La Intendencia de Salta 


En la Intendencia de Salta la situación fue distinta a la de Córdoba. A 
Santiago del Estero la comunicación oficial llegó el 10 de junio 
precedida, como en otros casos, por información llevada por particulares. 
Una facción contraria a la Junta logró postergar la realización de un 
cabildo abierto que recién se celebró el 25 de junio. Para ese entonces 
circulaba una nota del gobernador de Córdoba que sembró dudas sobre 
qué hacer, por lo que se decidió esperar la decisión de Salta por ser la 
capital, y cuyo apoyo a la Junta terminaría de inclinar la balanza en 
favor suyo. De ese modo se juró el 29 de junio. Pero la disputa continuó 
con la elección del diputado el 2 de julio, en la que tras algunos 
incidentes se impuso la candidatura de Juan José Lami. A Tucumán las 
noticias habían llegado el 11 de junio y el cabildo también decidió 
esperar la decisión de Salta antes de tomar alguna medida. El 25 de junio 
se realizó un cabildo abierto que fue disputado, pues también habían 
llegado noticias sobre la posición de Córdoba. Sin embargo, se impuso el 
apoyo a la Junta y el 27 se eligió como diputado a Manuel Felipe de 
Molina. En Catamarca, los cabildantes reconocieron a la Junta el 22 de 
junio, pero por cautela esperaron que se pronunciara Salta y recién el 23 
de julio un cabildo abierto eligió diputado a Francisco Acuña. Como no 
era natural de Catamarca, un requisito que precisaría la Junta el 18 de 
julio, a fines de agosto se realizaría otra elección que recaería en José 
Antonio Olmos de Olivera. 

Como se pudo apreciar, en todos los casos se había esperado a que 
tomara una decisión Salta, que era la capital de la intendencia y cuyo 
gobernador, el criollo Nicolás Severo de Isasmendi, mantenía una disputa 
con el cabildo de esa ciudad. El 16 de junio llegaron las noticias sobre la 
creación de la Junta. Estas tomaron por sorpresa a las autoridades que 
decidieron diferir en unos días la convocatoria a un cabildo abierto. En la 
asamblea realizada el 19 de junio se expresaron opiniones divididas. Sin 
embargo, se impusieron quienes proponían alinearse con la Junta y 
además se decidió que debía elegirse al diputado en breve. La reunión 
para la elección se concretó el 25 de junio, pero fue interrumpida por un 


grupo que pretendía participar de la sesión. El gobernador ordenó el 
arresto de varios cabildantes en respuesta a diversos incidentes en los 
que se puso en jaque su autoridad. Si bien Isasmendi había dado apoyo a 
la Junta, su enfrentamiento con el cabildo y la reacción cordobesa y 
altoperuana lo habrían inclinado a tomar otra posición. Tanto ese cambio 
como los informes elevados por sus opositores hicieron que la Junta 
tomara la decisión de destituirlo y de nombrar en su lugar al coronel 
Feliciano Chiclana. El revolucionario porteño arribó a Salta el 26 de 
agosto y tres días más tarde se realizó la asamblea en la que se eligió 
como diputado a Francisco de Gurruchaga. En una nota a la Junta del 1* 
de septiembre, Chiclana advertía que la opinión de los vecinos estaba 
dividida en relación con sus lealtades, pero había primado el temor al 
gobierno y eso había favorecido su obediencia. Asimismo, notaba que 
Jujuy estaba vacilante, ya que esperaba saber hacia dónde se inclinaría la 
balanza. A fin de lograr su apoyo se dirigió a esa ciudad, que el 4 de 
septiembre decidió reconocer a la Junta además de elegir como diputado 
a Juan Ignacio Gorriti. De la diversidad de situaciones y posibles 
reacciones da cuenta lo sucedido con el Cabildo de Tarija, que había 
reconocido a la Junta el 25 de junio y el 20 de agosto nombraría como 
diputado a José Julián Pérez. 


El Alto Perú 


La rápida y decidida toma de posición de Tarija resulta llamativa no 
tanto porque era muy reciente su integración a la Intendencia de Salta, 
sino por el hecho de estar ubicada en el límite con la Intendencia de 
Potosí cuyo gobernador, Francisco de Paula Sanz, desconoció la Junta y 
se propuso combatirla, así como también a quienes la apoyaran. Esta 
postura fue compartida por las máximas autoridades altoperuanas que, 
además de reconocer al Consejo de Regencia, procuraron el apoyo del 
virrey del Perú, Fernando de Abascal. Si el intendente de Potosí obtuvo el 
envío de armas, aún más lejos fue Vicente Nieto, el presidente de la 
Audiencia de Charcas, quien solicitó al virrey del Perú que las provincias 
altoperuanas fueran puestas bajo su tutela. Nieto hizo pública esta 
decisión el 23 de junio en un largo bando en el que advertía que la 
Audiencia, el Consulado y el Cabildo de Buenos Aires estaban actuando 


bajo coacción, por lo que los gobernadores de Córdoba y de Salta habían 
decidido reconocer a la Audiencia de Charcas, así como también lo 
harían los de Montevideo y Paraguay. Es por ello que además de calificar 
al nuevo gobierno como una “Junta subversiva”, llamaba a desconocer 
toda orden emanada de Buenos Aires a partir del 22 de mayo, así como 
también a ignorar los papeles sediciosos que se publicaban en esa ciudad 
con el propósito de seducir incautos y de provocar divisiones entre los 
verdaderos patriotas. En ese sentido, advertía sobre lo que, a su juicio, 
constituía una actitud hipócrita de la Junta que “pregonando fidelidad 
con los labios, acreditan la más criminal subversión con los hechos”. Pero 
esto no era todo: tras lamentarse que Buenos Aires hubiera decidido 
privarse “del dulce y sagrado gobierno monárquico y entregada al 
popular”, auguraba que en caso de seguirse su ejemplo “habrá partidos y 
guerras civiles, y levantada la cruel cuchilla antipatriótica correrá mucha 
sangre y se matarán unos a otros, los padres, hijos, parientes y amigos”. 

El virrey Abascal debía decidir si aceptaba la solicitud de poner a las 
provincias altoperuanas bajo su tutela. Si bien era una situación 
excepcional y contaba con el antecedente de haber enviado tropas el año 
anterior para reprimir al movimiento juntista, lo cierto es que carecía de 
atribuciones para tomar una decisión por la que podría ser acusado de 
déspota o de querer utilizarla en provecho propio. Como era usual 
cuando debía tomarse una medida excepcional, procuró resguardarse 
convocando a una Junta Extraordinaria que le dio su apoyo. De ese 
modo, el 11 de julio el virrey emitió un decreto aceptando la solicitud de 
auxilio y la incorporación en forma interina de las provincias 
altoperuanas y de Córdoba del Tucumán a su jurisdicción. Dos días 
después publicó un bando en el que daba a conocer y fundamentaba esa 
decisión. El documento pronto ganaría fama por un párrafo en el que 
calificaba a los miembros de la Junta porteña como 


Hombres destinados por la naturaleza a solo vegetar en la oscuridad y 
abatimiento, sin el enérgico carácter de la virtud y con la humillante 
debilidad de todos los vicios, aspiran a lograr la vil efímera 
representación con que los execrables delitos señalan a los grandes 
criminales [el destacado es nuestro]. 


Estas palabras fueron hábilmente tergiversadas por sus enemigos —y así lo 
siguieron haciendo también muchos historiadores que aceptaron esa 
interpretación—, cuando dieron a entender que hacían referencia a los 
americanos en general y no a los miembros de la Junta en particular. 
Pero esta interpretación no solo no se desprende de la cita, sino que 
difícilmente hubiera sido la intención del virrey, quien tenía en claro que 
su permanencia en el cargo dependía en buena medida del apoyo de 
fuerzas locales, ya que no podía esperar refuerzos de la metrópoli. De 
hecho, muchos de los principales oficiales del ejército que enviaría al 
Alto Perú eran americanos, comenzando por su máximo jefe, el 
arequipeño Goyeneche, así como también lo era buena parte de su tropa. 

Esto no implicaba, sin embargo, que las autoridades confiaran 
necesariamente en todas las fuerzas que estaban bajo su mando. 
Recordemos que Nieto había sido enviado por Cisneros a Charcas el año 
anterior acompañado por algunos batallones de patricios y de arribeños 
para reprimir al movimiento juntista local. La presencia de esta fuerza lo 
ponía ahora en un aprieto, pues era probable que se declararan 
partidarios de la Junta porteña y que no le respondieran. Es por eso que 
cuando le llegaron rumores de que en sus cuarteles se había brindado por 
Saavedra y la Junta, decidió darles un castigo ejemplar. Además de 
desarmarlos, realizó un sorteo en el que se eligió a uno de cada cinco 
soldados y oficiales a quienes remitió a pie a Potosí para que trabajaran 
en las minas. La dureza de la pena se evidencia en el hecho que en pocos 
meses provocaría varias muertes y graves enfermedades. El resto de la 
tropa, por su parte, fue reagrupada en un nuevo regimiento junto con 
veteranos españoles que eran de su confianza. 

Estos y otros aprestos bélicos realizados en Perú y el Alto Perú, pero 
también en Montevideo, Córdoba y Paraguay, eran un claro indicio de 
que quienes se oponían a la Junta habían asumido que ya no había lugar 
para salidas negociadas en forma pacífica y que sus disputas se dirimirían 
por la fuerza de las armas. 

La organización del Ejército Auxiliar 

La Junta había logrado apoyos de buena parte de los pueblos, pero 
también había concitado una férrea oposición de algunas de las más 
importantes autoridades civiles, militares y eclesiásticas de Córdoba, 


Montevideo, Paraguay y el Alto Perú. De ese modo, se hizo evidente que 
lo que se había iniciado en Buenos Aires como una revolución pacífica 
tenía altas probabilidades de convertirse en una guerra cuyas 
consecuencias eran difíciles de prever. Esto explica la creciente dureza de 
las medidas tomadas por la Junta, como las que hizo públicas en un 
bando emitido el 1? de agosto, cuyas primeras palabras advertían que “la 
moderación y la templanza no producen fruto alguno y son repetidos los 
desengaños de esta Junta Gubernativa”. En ese sentido, disponía la 
confiscación de los bienes de quienes se ausentaran de la ciudad sin 
autorización; la confiscación del barco y pena de cadena por cuatro años 
para quienes llevaran pasajeros no autorizados en sus buques; duros 
castigos, incluso la muerte, a quienes no hubieran declarado las armas 
solicitadas, a quienes promovieran enfrentamientos entre europeos y 
patricios, y a quienes mantuvieran correspondencia sediciosa contra el 
gobierno. Poco después dispuso la expropiación de todas las armas de 
fuego que estuvieran en manos particulares sin que importara su origen. 
En esos días también comenzaron a decretarse destierros, prisiones o la 
prohibición de ejercer la confesión a algunos clérigos considerados 
sospechosos. Por su parte, y al igual que había sucedido con el fiscal 
Caspe, se produjeron varios episodios de violencia que tuvieron como 
destinatarios a figuras que no acordaban con el nuevo estado de cosas. 
Dando una muestra de autoridad, la Junta también comenzó a asumir 
atribuciones que tradicionalmente estaban en manos del cabildo. Por 
ejemplo, las disposiciones tomadas el 9 de agosto que ordenaban la 
reparación de las veredas, el cuidado en el depósito de escombros, la 
prohibición de tirar basura, animales muertos y agua servida en los 
espacios públicos, y la matanza de todos los perros en el lapso de ocho 
días. O la decisión de obligar a los padres a que apliquen a sus hijos 
pequeños la vacuna contra la viruela, una medida tomada en respuesta a 
una nota presentada por el clérigo Saturnino Segurola en la que 
denunciaba el accionar de algunos facultativos que boicoteaban su 
campaña para extender esa práctica. La Junta intervino, asimismo, en la 
designación de los nuevos alcaldes de barrio, a quienes les dio 
instrucciones precisas para que ejercieran un mayor control sobre las 
personas, como la elaboración de listas con los nombres de los habitantes 


de su jurisdicción en las que debía constar su origen y ocupación. 

El control de la ciudad y sus habitantes no era la única preocupación 
del gobierno revolucionario. Buena parte de sus energías se orientaron en 
el dictado de disposiciones de orden militar como la organización de las 
caballadas, el acuartelamiento de las tropas y la creación de dos 
compañías de voluntarios. En ese marco se sancionaron normas para 
impedir que se relajara la disciplina: un mayor control de los 
subordinados; la prohibición de los juegos de cartas que solían ser 
motivo de peleas; y el distanciamiento entre la tropa y los oficiales a fin 
de afianzar la autoridad de estos últimos. Por otro lado, y dado que la 
guerra aparecía como un hecho inevitable, también se propiciaron 
medidas que apuntaban a fortalecer la formación y la profesionalización 
militar, como la fundación de una Escuela de Matemáticas para oficiales 
y cadetes a cargo del teniente coronel Felipe Sentenach que se inauguró 
el 1 de septiembre en un salón que prestó el Consulado a instancias de 
Belgrano. Asimismo, se continuó con la política de enviar misiones al 
exterior para conseguir armas, a la vez que se puso en marcha la 
construcción de una fábrica de fusiles en Buenos Aires bajo la dirección 
de Juan Francisco Tarragona, el diputado santafesino que ya estaba en la 
capital, y de otra en Tucumán a cargo de Clemente Zavaleta. 

Las medidas orientadas a dotar a la Junta de una fuerza militar no 
hacían más que profundizar una de las posibles derivas que sus 
protagonistas habían imaginado para el proceso revolucionario. De 
hecho, recordemos, en el petitorio elevado al cabildo el 24 de mayo se 
solicitaba la organización de una expedición para auxiliar a los pueblos 
que fue retomada en la circular del 27 de mayo cuando la Junta dispuso 
que se organizaría una fuerza de 500 soldados. El Ejército Auxiliar, 
nombre que evidenciaba cómo quería ser presentado, comenzó a 
organizarse a principios de junio y finalmente se compuso con poco más 
de 1.000 hombres extraídos de diversos cuerpos. 

Buena parte de la población de la capital se sumó a los preparativos, 
destacándose en ese sentido las donaciones de dinero, caballos, ganado y 
esclavos que a modo de ejemplo y de estímulo eran publicadas en La 
Gazeta. La diversidad de edades (incluso niños), de género y de condición 
social de los donantes evidenciaba, o quería evidenciar, el compromiso 


de toda la sociedad. Así, por ejemplo, en la larga lista de donantes que 
aparece en el n” 6 del 12 de julio figura la esclava María Eusebia Segovia, 
que con la anuencia de su amo había aportado un peso además de 
ofrecerse, junto con sus dos hijos, para el servicio de cocina. Al finalizar 


la lista, el semanario insertó una nota que valoraba ese compromiso: 


Causa ternura el patriotismo con que se esfuerza el Pueblo para socorrer 
al erario en los gastos precisos para la expedición de las Provincias 
interiores. Las clases medianas, los más pobres de la sociedad son los 
primeros que se apresuran a porfía a consagrar a la Patria una parte de su 
escasa fortuna: empezarán los ricos las erogaciones propias de su caudal 
y de su celo; pero aunque un comerciante rico excite la admiración por la 
gruesa cantidad de su donativo, no podrá disputar ya al pobre el mérito 
recomendable de la prontitud en sus ofertas. 


La dirección militar de la expedición le fue confiada al coronel Francisco 
Ortiz de Ocampo, que era el comandante del cuerpo de Arribeños. Esta 
elección se debió a su alineamiento con la Junta, pero también pesó la 
presunción de que tendría una mejor acogida que un jefe porteño, ya que 
era riojano y además de sus lazos familiares y sociales contaba con 
vínculos en varias provincias por su antigua actividad como comerciante. 
Pero el resto de los más altos mandos militares y de los jefes políticos 
eran oriundos de Buenos Aires. Como segundo jefe se designó a Antonio 
González Balcarce, un experimentado oficial que recién había llegado de 
España, donde había participado en la lucha contra los franceses; y como 
auditor de Guerra con el grado de coronel a Feliciano Chiclana. De las 
decisiones políticas, por su parte, se ocuparía una Junta de Observación 
integrada por el comandante y el auditor, pero presidida por Hipólito 
Vieytes como enviado de la Junta, y cuyo secretario era Vicente López y 
Planes, un joven abogado porteño graduado en Charcas, quien también 
comenzaba así una larga carrera pública. 

A mediados de junio la Junta le dio instrucciones públicas y 
reservadas a los jefes de la expedición en las que quedaba en claro que 
había asumido que su suerte dependía de las armas. De ahí el especial 
énfasis en el cuidado de la disciplina que incluía la autorización para 
castigar la deserción hasta con la pena de muerte. Asimismo, planteaba 
la necesidad de reclutar y de obtener recursos de los pueblos para 


sostener al ejército. Esta decisión evidenciaba que ahora la militarización 
se sostendría sobre nuevas bases que excedían la capital, y por eso a 
mediados de agosto Ortiz de Ocampo le solicitaría despachos en blanco 
para nombrar a nuevos oficiales y suboficiales. Y así como se estipulaba 
que no debía haber equívocos en relación con la fidelidad hacia el 
monarca cautivo, se encomendaba el mayor cuidado para que cada 
ciudad pudiera elegir con libertad a su representante. Para eso habilitaba 
el uso de la fuerza en caso de que el gobernador o el cabildo se 
resistieran. Las instrucciones también planteaban la posibilidad de que 
los pueblos eligieran juntas en reemplazo de sus gobernadores, y que en 
ese caso se las aceptaría si reconocían su absoluta dependencia de la 
Junta Provisoria instalada en la capital. En cuanto a su destino, se 
estableció que debía llegar hasta Jujuy en espera de nuevas órdenes. 

Si bien la expedición había despertado grandes expectativas, su 
organización demoró más de lo esperado. Recién pudo partir a principios 
de julio y con una marcha que era juzgada por muchos como lenta. Su 
primer destino era Córdoba, donde se esperaba que pudiera poner fin a la 
resistencia que estaban organizando las autoridades locales. Este objetivo 
era de suma importancia. Por un lado, porque había varios actores en los 
pueblos del Interior que, como ya vimos, estaban a la expectativa de lo 
que sucediera en ese choque para resolver a qué autoridad debían 
obedecer. Por el otro, porque Córdoba ocupaba una posición estratégica 
por su relativa cercanía a la capital y por ser el eje a partir del cual 
podrían articularse las fuerzas de Montevideo y de Paraguay con las del 
Perú y el Alto Perú. 


Imagen 5. Bandera tomada a las fuerzas lideradas por Liniers en 
Córdoba 


Fuente: Museo Histórico Nacional. 


El fusilamiento de Liniers 


Sin embargo, estas no eran las únicas razones por las cuales resultaba 
necesario terminar con la resistencia cordobesa. Recordemos que Liniers 
se había puesto al frente de la organización de las fuerzas 
contrarrevolucionarias tras haber rechazado los insistentes pedidos para 
sumarse a la causa de la Junta que le habían hecho llegar antiguos 
allegados suyos. Si bien su plan original era retirarse al norte para 
sumarse al ejército que se estaba organizando en el Alto Perú, el 
gobernador de Córdoba insistió en la necesidad de quedarse a resistir 
confiado en el triunfo sobre las fuerzas porteñas. 

Liniers era una figura muy popular en Buenos Aires y, en particular, 
entre los milicianos, por lo que no era irrelevante que hubiera asumido el 
liderazgo de la oposición armada a la Junta. Es por ello que el 27 de 
junio el gobierno emitió una circular a los cabildos y gobernadores en la 
que se lo acusaba de querer dividir a los pueblos y de privilegiar sus 
intereses particulares, además de advertir que contaba con la fuerza para 
perseguir y dar un castigo ejemplar a los díscolos, poniendo en claro que 
no admitiría ninguna muestra de simpatía o solidaridad con quienes se le 
oponían. 

El 8 de julio la Junta envió otra nota a las autoridades del Interior en 
la que se les ordenaba que apresaran y remitieran a Buenos Aires a 


Liniers y al gobernador Gutiérrez de la Concha, así como también al 
obispo de Córdoba Rodrigo de Orellana, al coronel Santiago Allende (que 
era comandante de Armas de la Intendencia de Córdoba), al asesor 
Victoriano Rodríguez y al tesorero de la Hacienda, Joaquín Moreno. Pero 
el 28 de julio se produjo un drástico cambio de planes: la Junta en pleno 
decidió condenarlos a la pena de muerte, con la excepción de Alberti, 
quien se amparó en su calidad de religioso para no firmar esa sentencia. 
Esa dura sanción obedecía al convencimiento de que era necesario dar un 
castigo ejemplar capaz de desalentar a los enemigos, tal como lo 
estableció la disposición al señalar que debían ser ejecutados de 
inmediato y sin dar lugar a ruego alguno, para luego advertir que “este 
escarmiento debe ser la base de la estabilidad del nuevo sistema y una 
lección para los jefes del Perú, que se avanzan a mil excesos por la 
esperanza de la impunidad”. También debió pesar en esta decisión el 
hecho de haber interceptado correspondencia de los jefes enemigos en la 
que quedaba en claro que su propósito era poner fin a la vida de los 
miembros de la Junta en caso de que sus fuerzas fueran derrotadas. Cabe 
considerar, asimismo, que no había prisión segura para Liniers, y menos 
aún en Buenos Aires, y que tampoco podían enviarlo a Europa como se 
había hecho con Cisneros y los oidores, ya que la marina de Montevideo 
controlaba el Río de la Plata. 

El 3 de agosto la Junta designó a Juan Martín de Pueyrredón como 
gobernador interino de Córdoba y declaró vacante al obispado de 
Córdoba. Ese mismo día prohibió toda comunicación con Paraguay y 
Montevideo, y el 13 de agosto anunció formalmente la ruptura con 
Montevideo. Esta medida fue justificada en un extenso documento 
firmado por Moreno y Saavedra en el que además de denunciar los 
manejos de sus opositores, y de las consecuencias negativas que 
acarrearía, comenzando por las económicas, insistía en el carácter 
dependiente que tenía Montevideo en relación con Buenos Aires. En ese 
sentido, se planteaba “¿qué sería del orden público si los pueblos 
subalternos pudiesen resolver por sí mismos la división de aquellas 
Capitales que el Soberano ha establecido como centro de todas sus 
relaciones?”. 

El documento se publicó en La Gazeta, n” 11 del 16 de agosto, 


seguida por noticias que destacaban las celebraciones con música, 
repiques de campanas y salvas por haberse hecho prisioneros a los 
“conspiradores de Córdoba”. Esto evidenciaba que las previsiones de su 
gobernador habían sido erradas, ya que las tropas que había organizado 
junto con Liniers se desintegraron sin presentar batalla cuando se 
produjo la llegada del Ejército Auxiliar. Sus jefes se fugaron en forma 
desordenada hacia el norte procurando llegar al Alto Perú, pero fueron 
perseguidos por la vanguardia al mando de Balcarce. Liniers fue 
capturado el 6 de agosto, corriendo esa misma suerte el resto de los jefes 
durante los días siguientes. A fin de alinear a Córdoba con la Junta, se 
decidió cambiar a los miembros del cabildo. El 16 de agosto se produjo el 
arribo de Pueyrredón a esa ciudad. Chiclana, por su parte, había sido 
designado gobernador de Salta, por lo que fue reemplazado como auditor 
de la expedición por el abogado cordobés Norberto del Signo. 

Los jefes de la expedición habían recibido la orden de ejecutar a los 
prisioneros ni bien fueran capturados. Sin embargo, se demoraron en 
tomar esta medida, lo que permitió que se produjeran pedidos de 
clemencia de importantes figuras locales que adherían al nuevo orden, 
como los hermanos Funes. Su prédica fue exitosa: Ortiz de Ocampo y 
Vieytes, que habían tenido vínculos con Liniers, cedieron a esos ruegos y 
decidieron remitir a los prisioneros a Buenos Aires. Esta decisión provocó 
un profundo malestar en la Junta, que se vio desautorizada en 
circunstancias en las que cualquier acción en ese sentido podía 
interpretarse como una señal de debilidad. La indignación y el enojo de 
Moreno se pueden apreciar en una carta que le dirigió a Chiclana el 17 
de agosto: 


Después de tantas ofertas de energía y firmeza pillaron nuestros hombres 
a los malvados, pero respetaron sus galones, y cagándose en las 
estrechísimas órdenes de la Junta nos los remiten presos a esta Ciudad. 
No puede Vd. figurarse el compromiso en que nos han puesto, y si la 
fortuna no nos ayuda, veo vacilante nuestra fortuna por este solo hecho. 
¿Con qué confianza encargaremos obras grandes a hombres que se 
asustan de su ejecución? ¿Qué seguridad tendrá la Junta en unos 
hombres que llaman a examen sus órdenes y suspenden la que no les 
acomoda? Preferiría una derrota a una desobediencia de estos Jefes, y no 


permita el Cielo que continúen una conducta que al fin podría 
arruinarnos a todos. 


La situación era crítica, por lo que la Junta decidió enviar a uno de sus 
miembros para que hiciera cumplir la condena. El electo fue Castelli, 
quien partió de inmediato secundado por subordinados de confianza: su 
secretario era Nicolás Rodríguez Peña y su escolta estaba compuesta por 
cincuenta soldados del recién creado Regimiento de América o 
Regimiento de la Estrella, al mando del coronel Domingo French. 

El 25 de agosto la comitiva se encontró con los prisioneros en Cruz 
Alta, quienes se enteraron que la pena sería ejecutada de inmediato, con 
la excepción de Orellana al que se le perdonó la vida por su condición de 
obispo y le pudo dar los últimos sacramentos a sus compañeros de 
infortunio. En la mañana del 26 se produjo el fusilamiento en el paraje 
conocido como Cabeza de Tigre. Castelli ordenó que se enterraran los 
cadáveres en una zanja al costado de la iglesia de Cruz Alta. Pero al día 
siguiente el cura los exhumó y los enterró por separado, 
individualizándolos además con cruces que tenían sus respectivos 
nombres. 

La noticia circuló de inmediato y causó un gran impacto dada la 
importancia de los ajusticiados y el prestigio del que gozaba Liniers. En 
ese sentido, resulta llamativo que La Gazeta recién diera una explicación 
oficial en su edición del 11 de octubre cuando dedicó el número entero a 
un extenso Manifiesto de la Junta firmado por Saavedra y Moreno, que 
estaba fechado el 9 de septiembre. 

Esta demora quizás haya contribuido a la circulación de distintas 
versiones sobre ese episodio que constituyó un hito en el proceso 
revolucionario. Una refiere que Liniers se distinguió de sus amedrentados 
compañeros, ya que mantuvo todo el tiempo un carácter altivo y se negó 
a morir vendado. Asimismo, hay quienes señalan que French debió 
rematarlo con su propia pistola, pues los soldados dudaron al dispararle 
y no pudieron acertar en sus puntos vitales. Otra versión sostiene que los 
soldados del pelotón eran británicos que se habían quedado tras las 
invasiones inglesas y que fueron seleccionados porque no tenían ningún 
compromiso afectivo con Liniers. También circuló una leyenda recogida 
por Sarmiento en Facundo según la cual, tras el fusilamiento, apareció 


grabada la palabra CLAMOR que estaba formada por las iniciales de los 
apellidos de los sentenciados: Concha, Liniers, Allende, Moreno, Orellana 
y Rodríguez. 

Ahora bien, más allá de los hechos, sus valoraciones, justificaciones, 
interpretaciones y los mitos que suscitaría, lo cierto es que este episodio 
fue una divisoria de aguas en la historia de la revolución. Era un punto 
de no retorno a partir del cual solo se podía avanzar a riesgo de perder lo 
ganado e, incluso, la propia vida. Si como vimos al principio del capítulo, 
Beruti y el deán Zavaleta habían podido celebrar el carácter pacífico del 
movimiento que había culminado con la creación de un nuevo gobierno 
el 25 de mayo, tres meses más tarde parecía claro que las cosas habían 
cambiado radicalmente en ese sentido y que la revolución se había 
convertido en una guerra. 


3 Esta pretensión sería explicitada en septiembre en un oficio presentado al 
gobierno por Antonio Álvarez Jonte, como apoderado del Cabildo de 
Mendoza. Dicha solicitud sería rechazada a comienzos de octubre por la 
Junta que decidió nombrar como teniente gobernador al capitán José 
Moldes, quien mantendría una relación conflictiva con la dirigencia 
mendocina. 


Capítulo 3 
Guerra 


Era demasiado tarde para retroceder; 
el mundo solo existe gracias 

a que siempre resulta demasiado tarde 
para retroceder. 


Witold Gombrowicz, Ferdydurke 


Guerra revolucionaria, guerra de independencia, guerra civil 
La revolución se había convertido en una guerra. ¿Pero en qué clase de 
guerra? Para responder a este interrogante, o al menos para tener 
mayores elementos que contribuyan a darle una respuesta, tenemos que 
ampliar la lente que estábamos utilizando a fin de considerar un espacio 
y un período más amplios. Los pueblos rioplatenses no eran los únicos 
dominios españoles en América que en 1810 estaban siendo sacudidos 
por la crisis, la revolución y la guerra. Si bien cada caso tenía rasgos 
particulares, lo cierto es que en otras partes del continente se estaban 
produciendo procesos similares que se habían desatado o profundizado 
tras la disolución de la Junta Central. En ese marco comenzaron a 
enfrentarse actores que promovían la creación de gobiernos propios y 
autónomos —e incluso independientes—, con quienes seguían sosteniendo 
a las antiguas autoridades y se declararon leales al Consejo de Regencia y 
a las Cortes. De ese modo, buena parte de los pueblos hispanoamericanos 
se vieron envueltos en procesos revolucionarios y bélicos, cuyo desenlace 
en el mediano plazo sería la creación de nuevas comunidades políticas 
soberanas e independientes. Es por ello que estas guerras son 
consideradas, en las historias de las naciones hispanoamericanas, como 
las guerras de independencia que las habían liberado del dominio 
colonial español. 

Ahora bien, esta interpretación merece ser revisada por varias 
razones, entre las cuales hay dos que son decisivas para poder entender 
lo sucedido en 1810. La primera, que ya señalé en la introducción, es el 


hecho de que en ese momento no existían las actuales naciones que se 
supone estaban independizándose, así como tampoco estaban destinadas 
a constituirse como finalmente lo hicieron. En forma retrospectiva 
podemos reconstruir los procesos que tuvieron ese desenlace y las 
condiciones que lo permitieron, pero, para ceñirnos a nuestro caso, no 
había nada que hiciera necesaria o inevitable la constitución de Uruguay, 
la Argentina, Paraguay y Bolivia en lo que había sido el territorio del 
Virreinato del Río de la Plata. Ese futuro, de hecho, era inimaginable en 
1810. 

La segunda razón es que los enfrentamientos bélicos producidos en 
los inicios del proceso, que son los que aquí estamos analizando, no 
parecen ser tanto episodios de una guerra independentista como de una 
guerra civil. Por un lado, porque sus protagonistas eran actores sociales y 
políticos que hasta ese momento se concebían como parte de una misma 
comunidad política: la monarquía católica española. Por otro lado, y 
quizás más importante aún, porque ambos bandos estaban integrados en 
buena medida por americanos. Y no solo por criollos, sino también por 
mestizos, indios, mulatos e, incluso, por esclavos liberados. Para poner 
un ejemplo: si en diciembre de 1809 Ortiz de Ocampo le podía escribir 
una carta a Goyeneche en la que lo colmaba de elogios por haber logrado 
liquidar a la Junta de La Paz, a mediados de 1810 ambos se habían 
convertido en los máximos jefes de los ejércitos que estaban por 
enfrentarse en el Alto Perú. Los dos eran americanos, y también lo era la 
mayor parte de las tropas y muchos de los oficiales que integraban esas 
fuerzas enviadas por la Junta revolucionaria de Buenos Aires y el virrey 
del Perú. Y, desde luego, todos peleaban bajo la misma bandera y decían 
defender los derechos de Fernando VII, cuya legitimidad como monarca 
casi no era cuestionada por ningún actor de peso. * 

Estas y otras ambigiiedades que tiñeron al proceso revolucionario en 
sus inicios permiten entender, al menos en parte, algunas de las marchas 
y contramarchas de los actores que tenían que decidir a qué autoridad 
debían obedecer cuando antes era algo evidente y casi incuestionable. Es 
el caso de Agustín de Pinedo, un oficial con una destacada trayectoria, 
que en el cabildo abierto del 22 de mayo había votado por la deposición 
de Cisneros y que en noviembre pediría su baja para sumarse a las 


fuerzas de Montevideo. O, en un sentido inverso, el de Francisco de 
Pizarro, el comandante de Artillería que votó por la continuidad de 
Cisneros, pero decidió permanecer fiel al gobierno revolucionario. Los 
ejemplos podrían multiplicarse, pero lo que aquí interesa no es el análisis 
individual ni plantear un juicio moral, sino dar cuenta del estado de 
incertidumbre provocado por la crisis y el inicio de la revolución, y que 
en más de un caso había motivado una respuesta circunstancial que con 
el correr de los días sería revisada o contradicha. 

En ese sentido, debemos tener presente que más que el resultado de 
un plan claro y preconcebido de antemano, fue la propia dinámica 
política desatada por la crisis y las decisiones que se fueron tomando al 
calor de los hechos las que dotaron de mayores contenidos 
revolucionarios al movimiento iniciado en 1810, que en poco tiempo se 
convertiría en una guerra emancipatoria o anticolonial. Para ello fue 
decisivo el desconocimiento mutuo entre las juntas y las autoridades 
metropolitanas como el Consejo de Regencia y luego las Cortes de Cádiz, 
que las declararon insurgentes y por eso consideraban como rebeldes y 
sediciosos a quienes las dirigían y apoyaban, mientras que los nuevos 
gobiernos americanos también calificaban de ese modo a quienes no 
acataban su autoridad. Pronto se hizo evidente que la intransigencia 
mutua impedía resolver el conflicto por la negociación y que solo 
quedaba recurrir a las armas. Y, por lo tanto, que el margen para 
mantener posiciones ambiguas se iba estrechando hasta casi desaparecer. 

Para el área rioplatense, los últimos meses de 1810 fueron un 
momento clave dentro de ese proceso. Por un lado, porque el sentimiento 
y la identidad americana cobraron mayor fuerza política e ideológica en 
el marco de una interpretación que le achacaba a España la creación de 
un sistema colonial que había oprimido a los americanos durante tres 
siglos. Por el otro, porque tras haber triunfado en Córdoba y fusilado a 
sus más altas autoridades junto con Liniers, la Junta asumió que su 
supervivencia requería acabar con la oposición de Montevideo, Paraguay 
y el Alto Perú. Es por ello que además del Ejército Auxiliar que seguía su 
marcha hacia el norte, también se decidió el envío de otra expedición en 
dirección al Litoral para atacar desde allí a la Banda Oriental y a 


Paraguay. Para contar con una dirección segura se colocó a la cabeza de 


estas fuerzas a dos de sus más destacados miembros: Belgrano y Castelli. 


La campaña a Paraguay: “Traigo la persuasión y la fuerza 
conmigo” 


Como vimos en el capítulo anterior, además de haber roto las relaciones 
con Montevideo y Paraguay, la Junta también había prohibido el 
comercio y la circulación de personas y de correspondencia con esas 
jurisdicciones. Por su parte, sus autoridades procuraban desarrollar 
acciones coordinadas para combatir a la Junta y a quienes la apoyaban. 
En ese marco se produjeron algunos ataques a las Misiones, a la ciudad 
de Corrientes y al este entrerriano, donde contaban con cierto apoyo que 
les permitió ocupar algunos pueblos y villas. Y también a Buenos Aires: a 
comienzos de septiembre su puerto fue bloqueado por la marina de 
Montevideo. Esta medida fue facilitada por una actitud permisiva del 
comodoro Robert Elliot, quien comandaba la flota inglesa en el Plata y 
que, a diferencia de buena parte de sus camaradas, no veía con buenos 
ojos a los revolucionarios. Uno de los barcos llegó a disparar un 
cañonazo a Buenos Aires sin mayores consecuencias, al igual que el 
bloqueo que era ignorado por los buques mercantes ingleses y que sería 
levantado en octubre al carecer del apoyo de esa nación. Esto se debió a 
su ineficacia, pero también debe destacarse que contradecía a la política 
de neutralidad británica y que la Junta había elevado una enérgica 
protesta por el accionar de Elliot, quien sería reprendido por sus 
superiores. 

No parece casual que el 4 de septiembre, al día siguiente de iniciado 
el bloqueo, la Junta hiciera oficial una decisión que se venía discutiendo 
desde semanas antes: la organización de otra expedición destinada a 
auxiliar a los pueblos de la Banda Oriental. Belgrano fue designado como 
su máximo responsable militar y político, para lo cual se lo nombró como 
representante de la Junta con los mismos honores, tratamientos y 
facultades que esta recibía. Si bien por esa condición estaba habilitado a 
tomar decisiones en forma autónoma, las más importantes debían ser 
refrendadas por la Junta. En cuanto a la unificación del mando político y 
militar en su persona, y teniendo en cuenta que en este último ramo era 
un jefe casi improvisado, debió pesar el juicio negativo sobre la 


actuación de la Junta en Comisión del Ejército Auxiliar. 

El 22 de septiembre Belgrano recibió las instrucciones para su misión. 
Estas incluían una importante novedad en relación con su alcance, ya 
que ahora abarcaba también a Santa Fe, Corrientes, las Misiones y 
Paraguay. Más aún, se decidió fijar como destino prioritario a Paraguay 
al darse por supuesto que la presencia de una pequeña fuerza militar 
lograría concitar apoyos locales y la intendencia se alinearía con la 
capital revolucionaria. De ese modo quedaría cubierto el flanco norte del 
Litoral y luego podría dirigirse el peso de la ofensiva hacia la Banda 
Oriental, donde se esperaba encontrar mayor resistencia. En las 
Instrucciones, la Junta asumía que se había producido una división entre 
“criollos y europeos”, y que estos últimos eran refractarios al gobierno y 
al nuevo orden. De todos modos, las órdenes que recibió solo señalaban 
como enemigos o potenciales enemigos a una minoría que quería 
permanecer en el poder para mantener sus privilegios. En ese sentido, le 
ordenaba deponer y desterrar a las autoridades locales que no se 
alinearan con la Junta. Pero en caso de encontrar oposición armada, no 
debía dudar en fusilar a sus jefes. A estas directivas generales se sumaron 
otras más precisas sobre Paraguay, en las que se le indicaba que debía 
ponerla en orden removiendo a todos los funcionarios. Para ello debía 
tentar la vía diplomática con el gobernador, el cabildo y el obispo, a 
quienes se les darían garantías si aceptaban marchar a la capital al igual 
que otros vecinos sospechosos, pero serían pasados por las armas en caso 
de que presentasen resistencia. Si bien reinaba el optimismo sobre el 
éxito de la misión, también se le señaló que debía tomar medidas para 
asegurar una retirada en caso de que se produjera una derrota. 

Belgrano se puso en marcha entre el 26 y 27 de septiembre al frente 
de una fuerza de 200 hombres. Algunos de los oficiales que lo 
secundaban habían nacido en Paraguay, como José Ildefonso Machain, 
un militar de carrera que fue designado como segundo jefe de la 
expedición. En el tránsito se les incorporó el Regimiento de Caballería de 
San Nicolás, y tras su paso por Santa Fe llegó a la Bajada del Paraná, en 
donde recibió apoyo y donaciones para la expedición. A fines de octubre 
contaba con una fuerza de 750 hombres, de los cuales aproximadamente 
la mitad eran santafesinos y entrerrianos. Pronto se le sumaron 200 


patricios al mando del teniente coronel Gregorio Perdriel, enviados por la 
Junta cuando advirtió que imponer su autoridad en Paraguay no sería 
una tarea tan sencilla que podría resolverse solo con el apoyo de su 
población o por la vía de la negociación. 

Al retomar la marcha en los primeros días de noviembre, Belgrano 
empezó a sentir las dificultades que entrañaba una expedición que 
contaba con insuficiente apoyo local para proveerla de hombres y 
provisiones, a lo que se sumaba la falta de transporte adecuado para 
atravesar una zona de difícil tránsito con suelos anegados y ríos anchos y 
caudalosos. De hecho, se ahogaron varios soldados y también se 
perdieron armas y pertrechos. Su correspondencia evidencia también 
algunas desinteligencias con la Junta, por ejemplo, en relación con la 
respuesta que debía darse a las incursiones que hacían las fuerzas de 
Montevideo sobre los pueblos y las villas del río Uruguay. Además, 
carecía de armas en buen estado y de soldados formados. Para peor, 
muchos desertaban, ya que habían sido reclutados por la fuerza para 
marchar a una guerra lejana a su tierra y que no necesariamente debían 
sentir como una causa propia. Belgrano no solo expresó juicios muy 
duros sobre los desertores, a quienes criticaba por la falta de 
sentimientos patrióticos, sino que también decidió fusilar a algunos como 
castigo ejemplificador. Por su parte, y como buen ilustrado, también 
tomó algunas medidas destinadas a mejorar la condición de la población 
y a dotarla de mayores derechos, como la fundación de los pueblos de 
Mandisoví, sobre el río Uruguay en Entre Ríos, y de Curuzú Cuatiá, en el 
centro de Corrientes. Asimismo, solicitó que se le enviaran vacunas 
contra la viruela para aplicarlas a los nativos. 

El 6 de diciembre, cuando estaba a punto de cruzar el Paraná para 
marchar hacia territorio paraguayo, Belgrano le envió un oficio al 
gobernador Velasco en el que lo instaba a obedecer a la Junta. La nota 
estaba planteada en buenos términos, pues además de tratarlo como un 
“verdadero español” dándole una connotación positiva al gentilicio, le 
otorgaba la chance de suponer que había sido engañado y, por lo tanto, 
de rever su negativa a reconocer la Junta. Pero estas palabras amables 
venían acompañadas por otras amenazantes en caso de que no aceptara. 
En ese sentido, le advertía que traía “la persuasión y la fuerza conmigo”, 


precisando que contaba con fuerzas superiores y que además Paraguay 
no podría hacer nada sin el vínculo con la capital. También le envió una 
copia al obispo y otra al cabildo acompañada de una nota concebida en 
los mismos términos: así como les ofrecía a sus miembros la chance de 
alinearse con la Junta, también les advertía que si no lo hacían, podían 
ser acreedores de la pena de muerte. Por su parte, en la nota que le envió 
a Pablo Thompson, el comandante de Armas de las Misiones al norte del 
Paraná, le advertía con mayor crudeza: 


... traigo la paz, la unión, la amistad en mis manos para los que me 
reciban como deben; del mismo modo traigo la guerra y la desolación 
para los que no quisieren aquellos bienes, y que olvidados de Dios, de la 
patria, del rey y de sí mismos prefieren por su interés particular el 
sacrificio de sus hermanos, de sus parientes, de sus amigos y paisanos. 


El portador de las notas era el capitán Ignacio Warnes, quien fue hecho 
prisionero y enviado a Montevideo con el argumento de que también 
llevaba cartas a particulares. 

Tanto este hecho como la falta de respuestas positivas hicieron que 
Belgrano decidiera emprender la marcha hacia Asunción. Una pequeña 
partida cruzó el Paraná el 19 de diciembre y protagonizó una escaramuza 
en Campichuelo de la que salió airosa. Al día siguiente lo hizo el resto 
del ejército que debió avanzar en forma lenta y dificultosa por el estado 
del terreno, el clima lluvioso y la falta de caballadas. Para ese entonces 
Belgrano había asumido que las previsiones sobre la campaña se 
fundaban sobre bases erradas, comenzando por la presunción de que 
bastaba una pequeña fuerza militar ya que la Junta tenía muchos 
adherentes que se le sumarían. A comienzos de 1811 sufriría las derrotas 
militares en Paraguarí y Tacuarí, por lo que se retiraría sin haber logrado 
sus propósitos. La expedición sería objeto de numerosas críticas, 
comenzando por las del propio Belgrano en cuyas Memorias señalaría que 
esa empresa “solo pudo caber en unas cabezas acaloradas que no tenían 
idea”. 


En carrera hacia el Alto Perú 


El fracaso de la expedición a Paraguay contrastaba con lo que estaba 


sucediendo en las intendencias y gobernaciones del Alto Perú que hacia 
fin de año se habían alineado con la Junta. Para entender cómo se había 
llegado a ese estado de cosas debemos retroceder hasta agosto, cuando la 
derrota de la resistencia cordobesa le había despejado el camino hacia el 
noroeste al Ejército Auxiliar. Es por eso que si en las primeras 
instrucciones dadas a Ortiz de Ocampo se establecía que la vanguardia al 
mando de Balcarce debía estacionarse en Jujuy, luego se había decidido 
que debía avanzar hasta Tupiza (al sur de la actual Bolivia) para esperar 
el arribo del grueso del ejército y anticiparse así al envío de refuerzos 
desde Lima. La Junta era optimista, pero también advertía que la 
ocupación del Alto Perú era un desafío mayúsculo. En principio, porque 
se trataba de una región alejada de la base porteña, que mantenía 
vínculos estrechos con Perú, y cuyas élites recelaban de la capital desde 
que la creación del Virreinato del Río de la Plata había puesto fin a sus 
pretensiones autonómicas. La sociedad altoperuana era, asimismo, 
mucho más compleja que la del Litoral rioplatense, y estaba atravesada 
por fuertes tensiones raciales. A este panorama estructural se sumaban 
otros de carácter coyuntural, como la crisis provocada por los 
movimientos juntistas de 1809 y la represión que estos habían sufrido. 
La dirección de una empresa de este calibre requería de alguien 
confiable y con capacidad para tomar decisiones sin tener que esperar 
instrucciones que podían llegar a tardar varias semanas o que quizás no 
llegarían. La elección recayó en Castelli, pues a sus reconocidas dotes 
políticas e intelectuales le había sumado una poderosa prueba de lealtad 
y de valor cuando asumió la responsabilidad de ejecutar a Liniers. El 6 de 
septiembre la Junta dictó un decreto que, al igual que a Belgrano, lo 
designaba como representante de la Junta Provisional Gubernativa de las 
Provincias del Río de la Plata, por lo que le otorgaba las mismas 
facultades, honores, tratamiento y distinciones. La principal diferencia 
con su primo es que, si bien ejercería la dirección política del ejército, no 
se le había dado un nombramiento militar. A partir de ese momento, la 
Junta en Comisión que había sido designada meses antes para dirigir la 
expedición debía obedecer “ciegamente a sus órdenes” y no podría hacer 
nada sin su aprobación, “mirando en su persona a la misma Junta 
Provisional”. Los pueblos, por su parte, también debían darle ese 


tratamiento. 

El 12 de septiembre recibió las instrucciones que debían guiar su 
misión. Eran indicaciones de muy diversa índole que tenían muchos 
puntos en común con las que recibiría Belgrano unos días después, y que 
abarcaban desde medidas precisas a directivas estratégicas como la de 
procurar “tener a la indiada de su parte”. Si se las considera en conjunto, 
estas órdenes revelan cuál era la evaluación que hacía la Junta en esa 
coyuntura: más allá del apoyo que esperaba recibir de los pueblos, había 
asumido que su destino se resolvería en los campos de batalla. En ese 
sentido, y además de insistir en mostrar un rigor extremo con los 
enemigos, también aspiraba a construir un poder sobre bases territoriales 
y sociales mucho más amplias que las de la capital. A tales fines 
estipulaba que debía organizar un ejército de 1.200 hombres y que a su 
paso por los pueblos debía acordar un plan con las autoridades locales 
para contar con una fuerza que le sirviera de respaldo y auxilio en caso 
de requerirla, dando por hecho que el mayor peso debía recaer sobre 
Salta y Jujuy. Asimismo, enfatizaba en la necesidad de adoctrinar y dar 
orden a los oficiales y la tropa. Y evidenciando hasta dónde estaba 
dispuesta a llegar, establecía que tras la primera victoria debía permitir 
que los soldados causaran estragos con el fin de provocar terror en las 
fuerzas enemigas. 

En cuanto a las directivas políticas, se lo autorizaba a entablar 
relaciones ocultas y a enviar emisarios a los pueblos, pudiendo encarar 
negociaciones con los jefes enemigos, pero sin creer en sus promesas, 
precisándose además que en ningún caso debería detener su marcha. 
Pero también se dispuso la pena de muerte para Goyeneche, Nieto, 
Francisco de Paula Sanz e, incluso, el obispo de La Paz, Remigio de la 
Santa y Ortega, así como también a todo jefe que tuviera una 
responsabilidad similar a la de los mencionados. Asimismo, se le dio una 
lista de funcionarios que debían ser apresados y enviados a Buenos Aires, 
a los que podía sumar otros que encontrara culpables de oponerse al 
gobierno, mientras que precisaba algunos nombres que debían marchar a 
la capital con la excusa de que se necesitaba su consejo, como Cañete, el 
fiscal de la Audiencia de Charcas. Por su parte, se le indicaba que debía 
garantizar la elección de funcionarios que fueran patricios y adictos al 


nuevo sistema, mientras que los cabildantes también debían ser de 
extrema confianza. Si bien había sido investido con amplios poderes, 
también se precisaba que todas sus decisiones debían ser refrendadas por 
la Junta, comenzando por la designación de funcionarios civiles y 
militares que tendrían un carácter interino. Es por eso, y por la necesidad 
de tener un contacto fluido, que el último punto de las instrucciones era 
la necesidad de establecer chasquis regulares a la capital en los que 
debían incluirse los correos ordinarios. 

El día de su partida se le entregó un pliego cerrado para que lo 
abriera cuando tomara contacto con los miembros de la Junta en 
Comisión. El documento era una crítica demoledora de su actuación, 
comenzando por el hecho de haber mantenido estacionado al ejército en 
Córdoba sin cuidar su disciplina y sin haber mantenido informado al 
gobierno sobre la cantidad de soldados que lo integraban. También la 
criticaba por haber perdido el tiempo en darse honores y tratamientos 
para los que no habían pedido aprobación. El oficio terminaba 
reprendiéndola y solicitándole que se ajustara a las instrucciones 
recibidas, advirtiéndole además que sus miembros no debían gozar de 
honores especiales. La Junta en Comisión quedó subordinada a Castelli y 
el ejército pasó a estar dirigido de hecho por González Balcarce. Si bien 
en los papeles Ortiz de Ocampo mantuvo la jefatura, quedó relegado a un 
segundo plano y se le asignó como misión establecerse en la retaguardia 
para reunir nuevos reclutas y formarlos. 

Una vez notificado de su nombramiento, Castelli decidió acelerar la 
partida, pues quería alcanzar cuanto antes al ejército. El 22 de 
septiembre salió de la capital, acompañado por dos antiguos conocidos: 
Rodríguez Peña como secretario y el médico inglés Diego Paroissien, 
quien había sido puesto en libertad en junio luego de que la Junta 
ordenara la suspensión de su proceso. El 30 de septiembre arribó a 
Córdoba y le envió una nota a la Junta congratulándose por la buena 
acogida que encontró en la ciudad, una constante en su paso por los 
pueblos que iría atravesando en su derrotero. Asimismo, destacaba que 
Pueyrredón, el nuevo gobernador, era considerado mejor que cualquiera 
del “sistema antiguo”. También se mostraba satisfecho por el estado del 
ejército, por lo que advertía que no era necesario enviar más oficiales 


pues alcanzaría con los existentes. En ese sentido, informaba que pensaba 
incorporar jóvenes de familias decentes para que se formaran en ese 
campo, una práctica que pronto se generalizaría, y cuyo ejemplo más 
ilustre es el de José María Paz, quien un año más tarde se incorporaría al 
Ejército del Norte cuando todavía era un estudiante de la Universidad de 
Córdoba al que difícilmente alguien hubiera podido augurarle la brillante 
carrera militar que tendría. 

Pero Castelli no solo tenía buenas nuevas para transmitir. También 
advertía que había recibido numerosas quejas por la proliferación de 
vagos y delincuentes, y que había una opinión unánime en atribuir este 
estado de cosas a la decisión tomada por la Audiencia de derogar la pena 
de azotes. Los vecinos y las autoridades locales pedían que se la 
restableciera, a lo que Castelli agregaba que también serviría para 
prevenir las deserciones. Sin embargo, dejaba en manos de la Junta la 
decisión sobre qué hacer. Asimismo, llamaba la atención sobre la 
expansión de la viruela, por lo que solicitaba vacunas a Segurola, pues ya 
habían suministrado las pocas que tenían. Estas notas a la Junta y varias 
de las decisiones que tomó, así como lo haría Belgrano en el Litoral, 
permiten advertir cómo los ilustrados depositaban su confianza tanto en 
la ciencia para promover mejoras en la sociedad como en las 
herramientas coercitivas para controlar a la población. 

El 9 de octubre, y tras una marcha más lenta por las duras 
condiciones climáticas, Castelli llegó a Santiago del Estero. Allí recibió 
una cálida acogida y se involucró en la resolución de disputas que 
dividían a los notables locales, tal como lo haría en el resto de las 
ciudades que atravesaría a su paso. En este caso la Junta había recibido 
quejas de Juan Francisco Borges, quien acusaba al cabildo de haber 
manipulado la elección como diputado del clérigo Juan José Lami. 
Castelli no tomó una decisión inmediata, pero un mes y medio más tarde 
ordenaría la destitución de los cabildantes tras haber recibido un informe 
que ponía en duda su compromiso con la causa revolucionaria. También 
anularía la elección del diputado, por lo que a comienzos de diciembre se 
eligió para esa función al franciscano Pedro Francisco de Uriarte. 

La presencia de Castelli tampoco pasó inadvertida para otros sectores 
de la sociedad. Tras un breve proceso verbal hecho a unos desertores del 


cuerpo de Pardos de Córdoba, se decidió enviarlos a esa provincia para 
que trabajasen cuatro años en las obras públicas. Pero antes, y a modo de 
castigo ejemplar, se les aplicó cincuenta azotes en la plaza pública 
delante de los nuevos reclutas. En ese sentido, Castelli parecía acordar 
con la “opinión” sobre cuál debía ser el correctivo que debía emplearse 
para los sectores populares. O, al menos, para quienes habían sido 
reclutados en el ejército, que en muchas ocasiones era contra su voluntad 
y por eso desertaban si se les presentaba una ocasión favorable. 

Castelli llegó a Tucumán el 13 de octubre, donde encontró una 
recepción imponente en la que tomaron parte todos los grupos sociales, a 
diferencia del baile que a la noche se organizó en su honor y al que solo 
pudieron acceder los miembros de la élite. La recepción podía ser 
halagiieña, pero solo se quedó unos pocos días ya que estaba apremiado 
por alcanzar al ejército que se encontraba mucho más al norte. El 19 de 
octubre llegó a Salta secundado por tres compañías de soldados 
tucumanos que se habían incorporado al ejército. Nuevamente se 
encontró con una recepción fervorosa que incluyó bailes, repiques, arcos 
triunfales, banquetes y discursos de representantes de las corporaciones. 
También se le dedicaron varias canciones y poemas, una de cuyas letras 
sería publicada por La Gazeta, y que a pesar de su sencillez expresaba 
con claridad cuál era el rumbo político adoptado: “A nosotros nos toca / 
la dominación / de cuanto en sí encierra / la indiana nación”. La Junta, 
por su parte, aprobaría casi todas las disposiciones tomadas por Castelli, 
salvo su propuesta de que la retaguardia del ejército se detuviera en 
Jujuy dada la necesidad de llegar cuanto antes a Potosí para hacerse con 
su control antes de que los enemigos recibieran refuerzos desde Perú. 


Suipacha: la primera victoria militar de la revolución 


Balcarce le escribió a Castelli desde Tupiza el 24 de octubre para 
advertirle que no podía avanzar hacia Potosí a buen ritmo por falta de 
caballadas. Asimismo, le informaba que su presencia era necesaria, pues 
debían tomarse medidas políticas y administrativas que excedían sus 
facultades. Castelli apuró su paso, aunque recién pudo llegar a Jujuy el 
27. No podía saberlo, pero ese mismo día se estaban enfrentando las 
vanguardias de ambos ejércitos en Santiago de Cotagaita, a casi 500 


kilómetros al norte de Jujuy. 

Recordemos que el Alto Perú había sido puesto bajo la tutela del 
virrey del Perú y que sus autoridades habían dispuesto el envío de tropas 
para que se unieran a las que Liniers estaba organizando en Córdoba, 
mientras que Goyeneche debía avanzar sus fuerzas desde Cuzco hacia 
Desaguadero en la frontera entre ambos virreinatos. Pero la derrota y el 
fusilamiento de las autoridades cordobesas trastocó esos planes, a lo que 
pronto se sumó una sublevación en Quito que obligó a Abascal a destinar 
fuerzas al norte del extenso virreinato que gobernaba. El Alto Perú, por 
su parte, también era escenario de conflictos que ponían en entredicho a 
las autoridades virreinales. A mediados de septiembre había triunfado en 
Cochabamba un movimiento liderado por Francisco de Rivero, el jefe de 
las milicias provinciales, que decidió reconocer a la Junta porteña. 
Balcarce entró en contacto con los líderes cochabambinos a quienes les 
aseguró que en pocas semanas estaría con sus tropas en Tupiza o Potosí, 
acordando que ellos amenazaran Chuquisaca y Oruro, ciudad que el 6 de 
octubre también se sublevó. De ese modo, Nieto debía enfrentar una 
situación mucho más compleja que la que había imaginado meses antes 
cuando confiaba en ahogar la revolución en la propia Buenos Aires. 
Ahora estaba a la defensiva y debía cubrir varios frentes. Es por eso que 
decidió replegarse y estacionar el grueso de sus tropas en Potosí, dejando 
al capitán de marina José de Córdova y Rojas al mando de la vanguardia 
que se dirigió a Santiago de Cotagaita, ubicada a 170 kilómetros al sur. 
Balcarce, por su parte, había apurado la marcha de la vanguardia del 
Ejército Auxiliar, y el 27 de octubre decidió atacar ese reducto con una 
fuerza integrada en su mayoría por soldados altoperuanos y salteños. El 
asalto fue rechazado, ya que era una posición difícil de vencer con los 
escasos recursos que tenía Balcarce a su disposición. El jefe porteño 
ordenó emprender la retirada y tras vadear el río Suipacha decidió 
acampar en el pueblo de Nazareno, unos 100 kilómetros más al sur. 
Córdova tardó en ordenar la persecución, pero avanzó en dirección al 
ejército enemigo acampando pocos días más tarde en la margen norte del 
río. La batalla era inminente, pero ahora las condiciones eran distintas: el 
grueso del Ejército Auxiliar estaba acercándose, y la vanguardia había 
recibido un refuerzo de 200 hombres y de 2 piezas de artillería, al igual 


que la paga de los soldados, que era un importante incentivo en vísperas 
de una batalla. 

El 7 de noviembre, Balcarce dispuso que un pequeño grupo se 
adelantase a modo de señuelo para que simulara una fuga precipitada 
cuando fuera atacado. Esa táctica apuntaba a lograr que los enemigos 
salieran de su posición y cayeran en una emboscada. Córdova, que en 
varias proclamas se había mostrado inflexible, y que incluso había 
exhibido una bandera negra con calaveras para dar a entender que no 
tendría piedad en caso de triunfar, cayó en la trampa. El grueso de su 
tropa se abalanzó sobre los fugitivos y, tal como había previsto Balcarce, 
recibió un ataque sorpresivo que provocó su desbande. El triunfo había 
sido total, pero buena parte de la tropa se detuvo a saquear los restos 
dejados en el campo de batalla en vez de perseguir a los enemigos 
vencidos. 

Castelli llegó al día siguiente a Suipacha y las tropas marcharon a 
Tupiza para instalar el cuartel general del ejército. Desde allí se dirigió a 
la Junta el día 9 dando cuenta con detalle del triunfo obtenido. 
Asimismo, redactó un extenso parte en el que alababa el ardid de 
Balcarce y el valor de los soldados. En ese oficio también retrucó las 
palabras utilizadas por Abascal cuando decretó la protección de las 
provincias altoperuanas, al señalar con orgullo: 


... el americano nacido para vegetar y vivir en la oscuridad por misericordia 
del gobierno que ha tenido excede a los militares venidos de España, 
donde por virtud del nuevo gobierno se ha enseñado la táctica de fugar, 
manchando la memoria de nuestros abuelos y héroes de la milicia que 
nosotros queremos renacer [destacado en el original!. 


Además de la ironía, estas líneas permiten apreciar cómo los 
revolucionarios todavía podían seguir haciendo consideraciones 
favorables hacia España y los españoles que, como veremos más 
adelante, pronto serían dejadas de lado. En efecto, así como Belgrano se 
dirigiría a Velasco como un “buen español”, Castelli parecía retomar la 
Arenga pronunciada por Saavedra en 1807 al señalar que los americanos 
eran superiores a los jefes militares que estaban enfrentando, pero no 
porque renegaran de la tradición hispánica, sino más bien porque eran 


sus mejores herederos. Párrafos más adelante se envanecía de esta 
superioridad al asegurar que esas tropas podrían vencer con facilidad al 
ejército enviado desde Perú, precisando además que “los tarijeños, 
salteños, tucumanos, santiagueños y cordobeses son tan buenos cuando 
tienen oficiales de provecho como son las tropas de la Capital”. 

Como solía suceder tras las batallas, además de alabar a los soldados 
y oficiales que se destacaron en el campo, Castelli también dispuso de 
premios y compensaciones a los heridos y a las viudas. Asimismo, 
distinguió a dos soldados que habían tomado la bandera del Regimiento 
de La Plata, la cual fue enviada a la capital para que se la destinase a la 
sala del rey Fernando VII con las que adornaban su retrato. Como 
contracara de este compromiso se permitió destacar que uno de los 
enemigos heridos había sido identificado como un soldado pasado y por 
eso se lo había ajusticiado a bayonetazos en el campo de batalla, 
mientras que otro pasado que había sido hecho prisionero también fue 
condenado a muerte por traidor. 

El combate había sido breve, y también habían sido pocos los 
muertos y heridos en el campo de batalla. Sin embargo, Suipacha resultó 
un encuentro decisivo ya que fue el primer triunfo militar de la Junta, 
pero sobre todo porque permitió extender su autoridad sobre el Alto 
Perú. Para ello también contribuyó otro hecho de armas que se produjo 
el 14 de noviembre, cuando las milicias de Cochabamba dirigidas por 
Rivero derrotaron en Aroma a las fuerzas del coronel Fermín de Piérola, 
integrada en su mayoría por paceños. La Junta, que aspiraba a ampliar 
su base de poder sumando apoyos locales, decidió crear un regimiento de 
infantería de Cochabamba de 1.200 hombres comandados por Rivero, al 
que además de otorgarle el grado de coronel se lo nombró gobernador de 
esa intendencia. 


La ocupación del Alto Perú 


En muy pocos días el panorama político altoperuano había cambiado por 
completo: las principales ciudades realizaron cabildos abiertos que 
reconocieron la autoridad de la Junta. La Paz, por ejemplo, lo hizo el 19 
de noviembre en una reunión en la que participó su gobernador, el 
arequipeño Domingo Tristán, que era primo de Goyeneche y hermano de 


uno de sus más altos oficiales. Los cabildos también intimaron al general 
peruano para que se retirara con su ejército hacia el otro lado de la 
frontera, pues había cesado la obediencia provisional al virrey del Perú. 
Abascal convocó a una Junta de Guerra en la que se decidió que el 
ejército se mantendría en la frontera del lado peruano y que se evitarían 
las agresiones. Asimismo, planteó la aspiración de mantener las 
relaciones comerciales entre ambos espacios alegando que eran vasallos 
de un mismo rey. Más allá de ese argumento, el sur del Perú y el Alto 
Perú tenían fuertes vínculos que quedarían afectados en caso de 
producirse una ruptura que impidiera el tráfico de bienes y la circulación 
de personas. 

La Junta, por su parte, le había reafirmado su apoyo a Castelli a 
través de una nota enviada el 18 de noviembre en la que decía aprobar 
“... el sistema de sangre y rigor que V. E. propone contra los enemigos”. 
También decidió oficializar la situación de la conducción del Ejército 
Auxiliar, por lo que disolvió a la Junta en Comisión para concentrar en 
Castelli su liderazgo político, a la vez que relevó a Ortiz de Ocampo que 
fue reemplazado por Balcarce como general en Jefe. La dirección militar 
se completó con dos oficiales porteños: el coronel Juan José Viamonte, 
un allegado a Saavedra, como segundo jefe, y el teniente coronel 
Eustoquio Díaz Vélez, como tercer jefe. 

En la mañana del domingo 25 de noviembre, Castelli y Balcarce 
entraron a Potosí secundados por la vanguardia del Ejército Auxiliar. El 
cabildo no solo había reconocido a la Junta, sino que también había 
contribuido a apresar a Sanz y a Córdova que habían intentado fugarse. 
Castelli, por su parte, había dispuesto que el capitán Martín Miguel de 
Giiemes, al mando de tropas tarijeñas, ocupara Cinti en Charcas para 
prevenir la huida de los jefes enemigos; mientras que, a modo de 
revancha, Balcarce le había encomendado la persecución de Nieto a una 
patrulla integrada con oficiales y soldados que sobrevivieron al castigo al 
que este los había condenado meses antes. Su captura, sin embargo, se 
logró merced a la traición de un baqueano. Otras figuras que estaban en 
la lista de quienes debían ser apresados y enviados a Buenos Aires 
pudieron evadirse, como el coronel de las milicias potosinas Indalecio 
González de Socasa y el fiscal Cañete. Estas fugas probablemente hayan 


sido facilitadas por la existencia de numerosos caminos y por los recursos 
que tenían los prófugos, pero sobre todo porque contaban con vínculos 
que los protegían. 

La presencia del Ejército Auxiliar provocó distintas reacciones en la 
sociedad altoperuana. Castelli había recibido el apoyo de importantes 
corporaciones como el Cabildo de Potosí. O de individuos, como 
Bernardo de Monteagudo, un joven abogado que había participado en el 
movimiento juntista y que hacía poco se había escapado de la prisión en 
Chuquisaca para sumarse a las filas del ejército revolucionario. Pero no 
resultaba difícil de advertir que ese apoyo no era unánime y que había 
sectores que no veían con agrado ese nuevo estado de cosas, ya sea 
porque mantenían su lealtad a las autoridades depuestas o porque 
aspiraban a tener mayor autonomía de la lejana capital. De hecho, 
algunas de las medidas tomadas por Castelli difícilmente podrían haber 
sido bien recibidas incluso entre quienes le daban su apoyo, como la 
reorganización de la Casa de la Moneda y la remisión a Buenos Aires de 
cientos de miles de pesos fuertes en oro y plata. O, como veremos más 
adelante, su política filoindigenista. A esto se debe sumar algo que ya 
advertimos: los alineamientos no eran incondicionales, por lo que no era 
raro que se produjeran cambios de posición cuando se modificaba la 
situación política, tal como lo había hecho el gobernador de La Paz. De 
hecho, es lo que sucedería pocos meses más tarde, aunque en un sentido 
inverso: tras la derrota de Huaqui en junio de 1811, Castelli y el Ejército 
Auxiliar serían atacados por algunos de quienes les habían dado un 
caluroso apoyo. Entre otros, por Tristán, quien sería confirmado una vez 
más como gobernador de La Paz, aunque ahora alineado con las fuerzas 
de Goyeneche enviadas desde Perú. 

Castelli era consciente de las dificultades que tenía que enfrentar, 
aunque quizá no de su magnitud. O lo era, pero primó su optimismo por 
la facilidad y rapidez con la que ganó la adhesión de los pueblos 
altoperuanos tras el triunfo de Suipacha. Su accionar se orientó a 
consolidar su poder como representante de la Junta que había aprobado 
su “sistema de sangre y rigor”. En ese sentido, apuntó a tres grandes 
objetivos: fortalecer el ejército mediante la incorporación y la formación 


de nuevos reclutas y oficiales; reorganizar la administración 


promoviendo a funcionarios leales, razón por la cual privilegió a los 
americanos tanto en el ámbito eclesiástico como en el civil y militar; y 
perseguir y controlar a quienes simpatizaban con el antiguo orden, tal 
como lo hizo con medio centenar de vecinos de Potosí que fueron 
desterrados a Salta. 

La medida más importante que tomó en relación con esto último, y 
para lo cual tenía instrucciones precisas, fue la ejecución de Nieto, Sanz y 
Córdova. El 14 de diciembre se les instruyó un breve proceso por los 
cargos de traición, usurpación y perturbación pública con violencia. La 
acusación apuntaba a su asociación con los jefes de Córdoba para separar 
a los pueblos de su capital e incorporarlos a Perú; mentirles sobre la 
situación política para tiranizarlos y disponer de sus recursos; e 
impedirles decidir libremente sobre su suerte. Esa misma noche fueron 
puestos en capilla en habitaciones separadas tras escuchar arrodillados a 
Díaz Vélez, quien les leyó la sentencia dictada por Castelli en nombre de 
la Junta. La decisión se mantuvo en secreto hasta último momento para 
que no se produjeran pedidos de clemencia y para precaver cualquier 
posible desorden. Por esa misma razón se ordenó el acuartelamiento de 
las tropas durante toda la noche. Pero una vez que se dio a conocer la 
sentencia el día 15 por la mañana, se congregó una muchedumbre que 
asistió al suplicio en la Plaza Mayor. En ese sentido, debemos tener en 
cuenta que en esa época los castigos físicos y las ejecuciones, además de 
constituir penas para quienes transgredían la ley y un escarmiento para 
quienes quisieran imitar a los castigados, eran también un espectáculo 
que concitaba un público numeroso de todas las edades y condiciones 
sociales. Y estas no fueron una excepción. 

Al igual que en el caso de Liniers, la decisión de ejecutar a Nieto, 
Sanz y Córdova dio lugar a numerosas discusiones y especulaciones. Más 
allá de las consideraciones morales y políticas que puedan hacerse al 
respecto, hay una cosa que parece cierta: en caso de haber triunfado, los 
ejecutados hubieran hecho lo mismo con sus enemigos. Nieto no se 
cansaba de emitir amenazas en las que apelaba a un lenguaje truculento, 
mientras que Goyeneche ya lo había hecho el año anterior cuando 
reprimió el movimiento juntista de La Paz. De hecho, muchos tenían 
fresco el recuerdo de esos sucesos, y por eso vivieron la sentencia como 


una suerte de reparación o venganza, tal como le sucedió a Monteagudo, 
quien no dejaría de recordar la satisfacción provocada por verlos expiar 
sus culpas. 

Tras la ejecución de la pena, Castelli publicó un extenso manifiesto 
que justificaba la sanción con argumentos similares a los de la acusación 
leída a los reos. Como contrapartida, exaltaba el triunfo del Ejército 
Auxiliar que había restituido la libertad y los derechos a los pueblos. Por 
último, convocaba a denunciar los bienes de los inculpados para ser 
embargados, prometiendo recompensas para quienes lo hicieran y 
castigos para quienes los ocultasen. Al día siguiente elevó un informe a la 
Junta en el que también informaba sobre la designación del teniente 
coronel Pedro Lobo como gobernador interino de Potosí hasta la llegada 
de Chiclana, a quien la Junta había elegido para ese cargo, así como lo 
había hecho con Juan Martín de Pueyrredón como gobernador de 
Charcas. De ese modo quedaba completo el elenco gobernante de las 
intendencias altoperuanas integrado por dos figuras locales, Rivera en 
Cochabamba y Tristán en La Paz, junto con Chiclana y Pueyrredón, dos 
reconocidos revolucionarios porteños que habían dejado las 
gobernaciones de Salta y de Córdoba para asumir su nuevo destino. 

Tras haber asegurado la situación en Potosí, el grueso del ejército 
encabezado por Viamonte y Díaz Vélez se dirigió hacia Oruro para 
aprovisionarse y entrenarse, mientras esperaban que se sumaran las 
fuerzas de Cochabamba. Mientras tanto, Castelli y Balcarce partían hacia 
Chuquisaca, la actual ciudad de Sucre, acompañados por 300 soldados. Si 
Potosí era reconocida por su riqueza minera, la capital de Charcas lo era 
como un destacado centro político, religioso e intelectual. De hecho, en 
su universidad se habían formado numerosos letrados que se convertirían 
en líderes revolucionarios como Moreno y el propio Castelli. 

Cuando la comitiva llegó el 27 de diciembre, se encontró con un 
recibimiento fastuoso en una ciudad que había preparado sus mejores 
galas para la ocasión. A su entrada fueron acompañados por las 
corporaciones y por un cortejo de muchachas vestidas con trajes 
bordados en oro y plata. Esta recepción, que incluyó salvas y bandas de 
música, además de brindis y homenajes que duraron varios días, no 
podía ocultar la existencia de un soterrado rechazo a la presencia de una 


fuerza enviada desde Buenos Aires. Esto se evidenciaría en algunos 
episodios menores que se producirían durante los días siguientes, como 
la maniobra del regente de la Audiencia que desairó a Balcarce al 
ordenar que se retirara el asiento de privilegio que se le había asignado 
en el tedeum. 

Esto, sin embargo, no había amedrentado a Castelli. Su propósito era 
permanecer unos pocos días en esa ciudad para luego dirigirse a La Paz, 
mientras que el ejército una vez organizado debía marchar a 
Desaguadero para estar más cerca de las fuerzas de Goyeneche, que 
estaban ubicadas a pocos kilómetros del otro lado de la frontera. De ese 
modo, además de intimidar a los enemigos, prevenir posibles ataques y 
permitir que se sumaran desertores, podría dar apoyo a la red de espías y 
de agentes que circulaban por el sur de Perú procurando ganar 
adhesiones para la causa revolucionaria. Este despliegue era parte de un 
plan mayor para ocupar el sur del Perú que, como veremos, sería 
rechazado por la Junta. Este proyecto se fundaba en informes que había 
recibido sobre el estado crítico del ejército enemigo y en las dificultades 
que estaba atravesando el virrey del Perú, que debía dispersar sus fuerzas 
para reprimir movimientos contrarios a su autoridad en Santiago de 
Chile, Bogotá y Quito, además de los temores por lo que pudiera pasar en 
el propio Perú. Pero sobre todo debieron haber pesado los apoyos que 
Castelli había conseguido o que creía haber conseguido, como el del 
gobernador de La Paz, quien se habría involucrado en una intriga para 
lograr que el ejército enemigo liderado por su primo cambiara de bando. 

El apoyo de Tristán a la Junta podía tratarse de una estratagema para 
permanecer en el poder. Y su actuación posterior así parece indicarlo. 
Pero también expresaba un problema que afectaba a las élites criollas y 
que incidía en su evaluación sobre cuál era la autoridad a la que debían 
obedecer: la necesidad de conservar el orden y su preeminencia frente a 
los otros sectores de la sociedad. Tristán le había enviado varias cartas a 
Balcarce en las que le expresaba su inquietud porque los indios de su 
jurisdicción se habían enterado de la deposición de las antiguas 
autoridades y no querían pagar el tributo hasta que llegasen los enviados 
de Buenos Aires. Esto afectaba tanto a las arcas de la intendencia como a 
las relaciones de poder a nivel local, por lo que le solicitaba que Castelli 


O él impartieran órdenes para que volvieran a tributar. 


La política de la Junta hacia los pueblos indios 


La solicitud de Tristán ponía sobre el tapete una de las cuestiones más 
candentes que debía enfrentar Castelli en el Alto Perú, ya que la 
reivindicación de los indios y la promoción de sus derechos podían 
malquistarlo con otros sectores cuyo apoyo también le era necesario. 
Para entender mejor esta cuestión se debe considerar tanto la situación 
social y étnica en el Alto Perú como la política de la Junta y de los 
revolucionarios hacia los pueblos indígenas en general. Pero antes 
tenemos que señalar una cuestión que, aunque pueda parecer obvia, no 
siempre se tiene presente: más allá de las discusiones sobre su 
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pertinencia, el uso de denominaciones como “indios”, “naturales”, 
“indígenas”, “nativos”, “aborígenes”, “preexistentes” u “originarios” 
encubre una gran diversidad de pueblos y, por lo tanto, de identidades, 
formas de vida, concepciones e intereses que muchas veces eran 
contradictorios o no coincidían con los de quienes se proponían —y se 
proponen- reivindicarlos y mejorar su condición. Dar cuenta de esta 
diversidad, y más aún de las diferencias existentes dentro de cada 
comunidad, es algo que excede las posibilidades de este trabajo. Pero si 
nos situamos a comienzos del siglo XIX, se deben tener en cuenta al 
menos dos situaciones que eran bien distintas y que también implicaron 
políticas diferenciadas por parte de las autoridades coloniales y luego de 
las revolucionarias y republicanas. Por un lado, la de los pueblos 
sometidos que formaban parte de la República de los Indios y que tenían 
derechos y obligaciones comunitarias, como el pago del tributo. Por otro 
lado, la de los pueblos que gozaban de autonomía y tenían un control 
sobre sus territorios, como los que vivían en la región chaqueña y en la 
pampeano-patagónica, y con los que la sociedad hispanocriolla mantenía 
diferentes tipos de relaciones que iban desde la negociación y el 
comercio a la guerra. 

Si bien la crisis, la revolución y las guerras terminarían involucrando 
a todos los habitantes del territorio virreinal, lo cierto es que durante 
1810 los pueblos autónomos casi no participaron en esas disputas como 
sí lo hicieron buena parte de los que estaban integrados en forma 


subordinada a la sociedad hispanocriolla. De hecho, la Junta les dedicó 
algunas políticas que apuntaban a modificar el lugar que ocupaban 
dentro de ese orden social. Ya vimos, por ejemplo, la decisión tomada a 
comienzos de junio cuando el gobierno decidió equiparar a los oficiales 
indios con los blancos y separar a los soldados de ese origen de los 
cuerpos de castas. También se planteaban medidas que apuntaban a 
mejorar el trato que recibían y su condición social sin que esto implicara 
necesariamente una modificación en el orden estamental. Así, por 
ejemplo, cuando Chiclana dejó la Gobernación de Salta para asumir la de 
Potosí, le legó a su sucesor unas instrucciones en las que se lamentaba 
por el trato que recibían “estos infelices indios”, cuyo cuidado debía ser 
uno de los objetivos del gobierno. En tal sentido, especificaba que era 
menester poner fin a la costumbre de tratarlos como esclavos y que debía 
hacerles sentir los beneficios de la libertad, incluso para casarse en el 
caso de las mujeres. Asimismo, proponía crear pueblos y brindarles 
condiciones materiales que les permitieran lograr su sustento, como 
tierra, animales y elementos de labranza. 

Estas directivas políticas filoindigenistas se expresaban en un discurso 
humanista e ilustrado que hacía énfasis en la posesión por parte de todos 
los seres humanos de derechos naturales inalienables. Esta concepción 
universalista se singularizó y se potenció en el marco del proceso 
revolucionario rioplatense por la reivindicación que hacían algunos 
criollos del pasado incaico como un componente distintivo de la 
identidad americana. Esto se puede advertir en la producción discursiva 
y simbólica del período, como la Marcha Patriótica escrita por Vicente 
López en 1813 y que años más tarde se convertiría en la letra el Himno 
Nacional Argentino: “Se conmueven del Inca las tumbas / y en sus 
huesos revive el ardor, / lo que ve renovando a sus hijos / de la Patria el 
antiguo esplendor”. 

Ahora bien, además de estas razones ideológicas e identitarias, 
también pesaron otras de carácter pragmático, sobre todo en las regiones 
en las que los pueblos indios constituían la mayor parte de la población y 
cuyo apoyo quería ser ganado para la revolución. Este propósito, que se 
hizo explícito en las instrucciones recibidas por Belgrano y Castelli para 
guiar sus acciones en Paraguay y el Alto Perú, también permite entender 


la razón por la cual se decidió que muchos de los documentos y las 
notificaciones oficiales fueran publicados en quechua, aimara y guaraní, 
y que en más de un caso no se trataran de traducciones literales, sino de 
adaptaciones que tenían en cuenta las concepciones sobre el orden social 
y político que tenían esos pueblos. O el hecho de que el gobierno 
dispusiera en enero de 1811 que los naturales eligieran un diputado por 
Paraguay y otro por cada una de las intendencias altoperuanas en las 
mismas condiciones que lo habían hecho las ciudades. Esta decisión no 
incluía a los pueblos asentados en las intendencias en donde su autoridad 
era más firme como Salta y Córdoba, lo cual evidencia el carácter 
pragmático de la medida que, de todos modos, nunca se concretaría. 
Ahora bien, esto no quiere decir que se tratara de decisiones oportunistas 
o cínicas. De hecho, y para ceñirnos a los casos citados, son numerosos 
los testimonios sobre el buen trato personal que Belgrano y Castelli les 
dispensaban a los indios como algo genuino y no impostado, así como 
también sobre las expectativas que tenían en las medidas que tomaban 
para mejorar su condición. Podría decirse en ese sentido que, como en 
toda construcción política, en esta también convergían convicciones 
ideológicas y razones de orden pragmático. 


Imagen 6. Copia en dos columnas de un fragmento del Oficio de 
Belgrano al gobernador de Paraguay Bernardo Velasco en 
castellano y guaraní (6 de diciembre de 1810) 
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En su marcha hacia Paraguay, Belgrano atravesó una región cuya 
estructura social y organización política había sido afectada en las 
décadas recientes por las guerras guaraníticas y por la expulsión de los 
jesuitas. En varias ocasiones se mostró preocupado por el estado de los 
pueblos misioneros y por la necesidad de introducir cambios en su 
organización y en su vínculo con el resto de la sociedad. En ese sentido, y 
además de la fundación de los pueblos de Mandisoví y de Curuzú Cuatiá, 
también se destacan la “Proclama a los naturales de los pueblos de 
Misiones” y el “Reglamento para el régimen político y administrativo y 
reforma de los 30 pueblos de las Misiones”, que emitió el 30 de 


diciembre en el campamento de Tacuary (actual Carmen del Paraná). 

Belgrano se presentaba en la Proclama como un enviado de la Junta 
que actuaba en nombre del monarca, para luego precisar que el gobierno 
le había ordenado restituir a los naturales sus derechos de libertad, 
propiedad y seguridad de los cuales habían sido privados hasta 
convertirlos en esclavos. Asimismo, señalaba que tenía facultades para 
tomar decisiones y un ejército con el que estaba dispuesto a hacerlas 
cumplir. Como prueba de que sus palabras no eran vanas se refería a las 
compañías de indios que antes integraban los cuerpos de Castas y que 
ahora formaban parte de los de Patricios y Arribeños. Pero, así como se 
mostraba dispuesto a recoger sus demandas y a favorecerlos si cumplían 
con sus obligaciones y reconocían a la Junta, también les advertía que 
emplearía la fuerza si no lo hacían. 

El Reglamento, por su parte, tenía una clara impronta ilustrada y 
retomaba algunas directrices planteadas por funcionarios de la Corona en 
el marco de las reformas borbónicas. Su importancia radica más en su 
carácter programático que en sus resultados, ya que no lograría 
implementarse. Entre otras medidas, disponía el fin del tributo y la 
habilitación de los naturales para comerciar con otras provincias, incluso 
el tabaco que era una importante fuente de ingresos, además de 
permitirles acceder a los cargos civiles, militares y eclesiásticos en 
igualdad de condiciones que los españoles. Asimismo, establecía la 
creación de milicias y de escuelas de primeras letras, artes y oficios y, 
desde luego, también incluía disposiciones para la organización y el 
gobierno de los pueblos que tendrían cierta autonomía. Este ambicioso 
plan, que aspiraba a dotar de una nueva organización a los pueblos de las 
Misiones, incluía una cláusula por la cual se determinaba que los 
principales miembros del cabildo debían saber castellano y que sus actas 
también debían estar en esa lengua. Si bien argúía que este requisito no 
implicaba desterrar al guaraní, evidenciaba la pretensión de 
homogeneizar a la población en el mediano plazo, ya que en esos pueblos 
se suponía que convivirían americanos de origen español e indio. 

Las decisiones tomadas por Castelli en el Alto Perú apuntaban en la 
misma dirección que las de Belgrano. Pero, tal como señalamos en varios 
pasajes, la situación en esa región era distinta. Por un lado, porque aún 


continuaba la conmoción provocada el año anterior por la creación de 
juntas en Charcas y La Paz que habían sido derrotadas por fuerzas 
enviadas desde Buenos Aires y Lima. Por el otro, porque se trataba de 
una sociedad con mayor desarrollo institucional, riqueza material y 
densidad demográfica, y que además estaba mucho más estratificada. En 
ese sentido, se destacaban las fuertes tensiones étnicas que habían sido 
uno de los disparadores de los levantamientos liderados por Tupac 
Amaru y Tupac Katari apenas tres décadas antes. Castelli tenía un 
conocimiento de primera mano de esta situación, pues había estudiado 
en Charcas poco tiempo después que fueran derrotados y sometidos a 
suplicio público. Y así como era consciente de las ventajas de contar con 
el favor de los indios, razón por la cual no dudó a la hora de entrar en 
tratos con líderes y referentes de distintas comunidades, también lo era 
de que cualquier medida que los favoreciera podía interpretarse como un 
cuestionamiento al orden social existente. Y, de hecho, lo era. Es por eso 
que varias de sus decisiones no fueron bien recibidas ni por las élites 
locales ni por algunos de sus subordinados. Y, en ocasiones, tampoco por 
sus propios destinatarios. En efecto, estos no siempre ni necesariamente 
estaban en contra del pago del tributo en la medida en que este le llegara 
al rey y no fuera apropiado por autoridades ilegítimas, así como tampoco 
acordaban con su conversión en ciudadanos si eso implicaba poner en 
cuestión sus liderazgos internos o la disolución de sus comunidades. 

En el parte enviado tras la batalla de Suipacha, Castelli llamaba la 
atención sobre el entusiasta apoyo que había recibido por parte de los 
indios y su adhesión a la causa de la Junta. Asimismo, ponderaba el 
papel que podrían jugar los curas, un actor que en esos años fue decisivo 
en los procesos de movilización de los sectores populares desde México al 
Río de la Plata. Es probable que en este caso tuviera en mente un nombre 
concreto: Juan Andrés Giménez de León Manco Capac, un clérigo de la 
Iglesia metropolitana de Charcas que se presentaba como descendiente 
de la nobleza inca y cuyas posiciones radicales despertaban el temor de 
las élites. Castelli había tenido un anticipo de estos resquemores unos 
días antes, cuando al llegar a Salta se encontró con una nota que le había 
enviado Balcarce a la Junta desde Tupiza a fin de solicitar el alejamiento 
del clérigo del ejército. El jefe militar advertía que su ascendiente sobre 


los indios tenía un efecto negativo por sus ideas sanguinarias y su odio 
extremo por los europeos. Gabriel Antonio Hevia y Pando, un naturalista 
asturiano que vivía en Tupiza, compartía esta caracterización, tal como 
dejó asentado en una nota que le envió a la Junta quejándose por la 
prédica subversiva del clérigo que instigaba a los indios a no pagar la 
contribución y a desconocer toda autoridad. La Junta aceptaría el pedido 
de Balcarce, pero Castelli ya había decidido que no lo apartaría, aunque 
tomó algunas medidas para contenerlo. Manco Capac, por su parte, había 
solicitado ser designado capellán o vicario general del ejército. Esta vez, 
la Junta dejó la decisión en manos de Castelli, quien le dio el visto 
bueno. Esto le granjeó apoyos entre los pueblos indios. Pero tal como era 
de prever, el accionar del clérigo también provocaría protestas que no 
harían más que multiplicarse con el correr de los días. 

Si bien se trata de un episodio menor, revela bien los dilemas que 
debió afrontar Castelli durante las semanas siguientes cuando decidió 
implementar importantes medidas destinadas a modificar la condición de 
los pueblos indios del Alto Perú. En ese sentido, se destaca el imponente 
acto que realizaría el 25 de mayo de 1811 en las ruinas de Tiahuanaco 
con la participación del ejército y los pueblos indios de la zona paceña, 
en el que anunciaría la abolición del tributo en el marco de la 
conmemoración del primer aniversario de la Revolución de Mayo y el 
segundo de la Junta charqueña. 


La fundación de la Biblioteca Pública: “la triste necesidad de 
criarlo todo” 


La política indigenista era tan solo un aspecto de un proyecto mucho más 
ambicioso que, para decirlo con palabras de la época, se proponía 
“regenerar” la sociedad. En términos estrictos no era una novedad, ya 
que en más de un punto retomaba algunas de las líneas trazadas durante 
las décadas anteriores por el reformismo ilustrado. Pero tampoco era una 
mera continuidad con la política de los Borbones. No podía serlo porque 
el contexto era otro, pero sobre todo porque los revolucionarios 
apuntaban a una transformación mucho más radical de la sociedad. En 
ese sentido, advertían que los americanos habían sido víctimas de un 
sistema opresivo que los había tenido en un estado de letargo durante 


tres siglos de dominio colonial. La revolución no debía, por lo tanto, 
contentarse con la creación de un gobierno propio capaz de resguardar 
los derechos y los intereses de los pueblos ante el estado de acefalía en la 
metrópoli. También debía reformar o revolucionar la conciencia de los 
individuos y los principios y valores que organizaban la sociedad y el 
poder político. Esta pretensión era algo que en 1810 recién comenzaban 
a plantear algunos políticos y publicistas, pero pronto se convertiría en 
un tópico central en la vida pública rioplatense, así como también la 
valoración negativa de España por haber sumido durante siglos a sus 
colonias en el atraso y el oscurantismo. 

En ese marco se implementaron distintos dispositivos de pedagogía 
moral y política orientados a ilustrar al pueblo sobre sus derechos y 
deberes, para así contribuir a la transformación de súbditos de una 
monarquía en ciudadanos capaces de tomar en sus manos los destinos de 
su patria. Es el caso de La Gazeta que, recordemos, entre otros objetivos 
se proponía instruir y formar a la opinión pública. Esta iniciativa política 
y cultural pronto sería seguida por otras que apuntaban en esa misma 
dirección, como la fundación de la Biblioteca Pública que es la actual 
Biblioteca Nacional Mariano Moreno. La medida, tomada a comienzos de 
septiembre, incluyó la designación como bibliotecarios de dos clérigos, 
Saturnino Segurola y fray Cayetano Rodríguez, mientras que Moreno fue 
nombrado como su protector, tal como lo había sido Belgrano para la 
Escuela de Matemáticas. Para proveerla de libros se destinaron los 
existentes en el Colegio de San Carlos, los del fallecido obispo Azamor y 
los incautados en Córdoba a los jefes enemigos. Tras el anuncio de su 
apertura, la Biblioteca comenzó a recibir donaciones de dinero, libros y 
materiales como muebles y estanterías. Al igual que las destinadas a 
equipar las expediciones militares, esta información era prolijamente 
consignada en las páginas de La Gazeta, que así resaltaba las dos caras 
complementarias de la revolución en su propósito de regenerar la 
sociedad y de servir a la patria: la guerra frente a los enemigos y la 
ilustración de la sociedad. 

Esta doble faz también se había hecho explícita en el artículo 
“Educación”, publicado por La Gazeta, n” 15 del 13 de septiembre, que 
fue el medio a través del cual el gobierno dio a conocer la fundación de 


la Biblioteca. El texto, cuyo autor era Moreno, advertía en su primer 
párrafo sobre las consecuencias de vivir en estado de guerra, un mal 
necesario si se quería resguardar los derechos del pueblo, pero que 
además de la pérdida de vidas humanas también atentaba contra su 
ilustración: 


Los pueblos compran a precio muy subido la gloria de las armas; y la 
sangre de los ciudadanos no es el único sacrificio que acompaña los 
triunfos: asustadas las Musas con el horror de los combates huyen a 
regiones más tranquilas, e insensibles los hombres a todo lo que no sea 
desolación y estrépito, descuidan aquellos establecimientos, que en 
tiempos felices se fundaron para cultivo de las ciencias y de las artes. 


Es por eso que creía necesaria la intervención del gobierno para que la 
sociedad no cayera en un estado de barbarie. Era un argumento retórico, 
pero también aludía a situaciones concretas, como la decisión tomada 
tras las invasiones inglesas de convertir el Colegio de San Carlos en un 
cuartel para la tropa. O, más importante aún, el hecho de que la 
militarización iniciada en esas circunstancias hubiera convertido la 
carrera de las armas en un destino atractivo que alejaba a los jóvenes de 
los estudios. En ese sentido, advertía que se encontraban frente a una 
situación crítica cuya reversión demandaría tiempo y recursos, 
lamentándose de que la Junta se viera en la “triste necesidad de criarlo 
todo” (sic). Por el momento, y mientras se preparaba una convocatoria a 
los hombres de saber para crear un nuevo establecimiento educativo, se 
congratulaba de anunciar la fundación de la Biblioteca que, tal como 
también dejaba en claro el artículo, no había sido concebida como un 
mero depósito de libros para su consulta, sino también como un espacio 
de sociabilidad intelectual. 


Educar al soberano 


La regeneración requería de una pedagogía política y esta, a su vez, del 
concurso de publicistas cuyos conocimientos iluminaran la sociedad y la 
instruyeran sobre sus derechos y obligaciones. Pero también, según se 
advertía una y otra vez, de una reforma y de una mejora en el sistema 
educativo desde sus primeros peldaños. La educación básica solía estar 


en manos de maestros particulares, muchos de ellos curas o miembros de 
órdenes religiosas, sobre cuya actuación el gobierno casi no tenía 
injerencia alguna. El estado crítico de la enseñanza de las primeras letras 
era una cuestión que venía planteándose desde hacía varios años. En ese 
sentido, se apuntaba a los contenidos y a las metodologías de enseñanza, 
pero también al uso de la violencia por parte de docentes y preceptores 
que no solo citaban, sino que también ponían en práctica el dicho según 
el cual “la letra con sangre entra”. 

En “Educación”, un artículo publicado el 17 marzo de 1810 en El 
Correo de Comercio, Belgrano se lamentaba por la ignorancia en la que 
vivía buena parte de la sociedad que no hacía más que empeorar año a 
año, a la vez que apuntaba al estado deplorable de los establecimientos 
educativos que no estaban regulados ni controlados por el gobierno. Si 
bien reconocía que España había fomentado la educación de sus colonias 
en todos los niveles, también advertía que en los últimos años había 
decaído al descuidarse lo existente y al impedirse la creación de nuevas 
instituciones, un fenómeno del cual tenía un conocimiento de primera 
mano, ya que habían sido rechazadas varias propuestas que había 
elevado como secretario del Consulado. Según notaba con pesar, la 
situación era aún peor en los pueblos de campaña donde se había creado 
una sociedad que vivía “sin ley, rey ni religión”, algo que ni siquiera 
sucedía con los indios pampas que contaban con reglas de gobierno y con 
caciques que las hacían cumplir. La respuesta para poner fin a este estado 
de cosas, una solución que se constituiría en un valor central de la 
sociedad argentina, era extender y mejorar el sistema educativo. Para 
ello proponía la creación de escuelas de primeras letras sostenidas con 
fondos propios de las villas y ciudades en todas las parroquias de sus 
jurisdicciones y, en particular, en la campaña. Además, planteaba que los 
jueces debían obligar a los padres a enviar a sus hijos a la escuela. Pero 
esto no era todo para Belgrano, quien mostró una constante 
preocupación por la educación a lo largo de su trayectoria, tal como lo 
hizo en otro artículo que publicó el 21 de julio en el que abogaba por la 
creación de establecimientos para educar a las niñas. 

Que se trataba de un problema que requería de una intervención 
urgente da cuenta el accionar del Cabildo de Buenos Aires, que a fines de 


octubre comisionó a dos de sus miembros, Ildefonso Passo y Juan Pedro 
de Aguirre, para que elaboraran un informe sobre el estado de las 
escuelas de la ciudad. Sobre la base de ese informe que era muy crítico, 
el cabildo propuso reformas que tendían a regularizarlas y dotarlas de 
lineamientos generales. Estas reformas, que serían aceptadas por la 
Junta, eran un conjunto de medidas diversas que iban desde la 
duplicación del sueldo y la provisión de casas a los docentes, a la 
exigencia de un control por parte del gobierno que podría realizar 
exámenes tanto a los alumnos como a los maestros, además de supervisar 
sus métodos de enseñanza. Por su parte, y a modo de estímulo, los 
alumnos de mayor mérito serían reconocidos con premios y 
publicaciones de sus trabajos en La Gazeta. Asimismo, y dado que buena 
parte de la enseñanza se impartía en escuelas que estaban en los 
conventos cuyos maestros eran legos que solo sabían leer y escribir, se 
decidió que sus directores fueran sacerdotes con mayor instrucción. 

El informe también recomendaba la utilización como texto del 
Tratado de las obligaciones del hombre, publicado en España tras la 
Revolución francesa por Juan Escóiquiz, un sacerdote español que había 
sido tutor de Fernando VII. Además de solicitar la autorización de la 
Junta para imprimirlo, para lo cual se planeó una edición de mil 
ejemplares, se acordó que sería gratis para los niños cuyas familias no 
pudieran pagarlo y que la imprenta se los vendería a quienes tuvieran 
recursos. En cuanto a sus contenidos, y tal como era usual en este tipo de 
textos, el Tratado incluía obligaciones para con Dios, para con los propios 
individuos y para con los demás, entre las cuales se encontraba un 
apartado sobre la patria. 

En esos días también se publicó la primera parte del Contrato social o 
principios del derecho político, de Jean-Jacques Rousseau. Su portada 
anunciaba que era un texto “para instrucción de los jóvenes americanos”, 
aunque desde luego no eran los únicos destinatarios que tenía en mente 
Moreno cuando decidió propiciar su publicación. La edición del Contrato 
social, que ya de por sí constituía una declaración desde el punto de vista 
ideológico, también incluía un prólogo en el que Moreno destacaba la 
importancia de esa obra, cuyo autor había demostrado que el poder no 
tiene un origen divino como pretendían los tiranos, sino que procedía de 


un pacto con el pueblo. El texto de Moreno era, asimismo, un diagnóstico 
del estado de postración en el que se hallaba la sociedad a la vez que 
proponía algunos medios para superarlo. En ese sentido, comenzaba 
advirtiendo que la instalación de la Junta había producido una “feliz 
revolución en las ideas” y que su aspiración era dar con una constitución 
capaz de restituirle al pueblo sus derechos e impidiera que estos le fueran 
nuevamente usurpados. Es por eso que también anunciaba la publicación 
de otros libros que podrían considerarse como “el catecismo de los 
pueblos libres”. Ahora bien, según advertía, para salir de la ignorancia 
que sumía al pueblo en un estado de esclavitud, este debía dejarse guiar 
por los hombres ilustrados que iluminarían la senda que lo llevaría a la 
emancipación. En caso contrario, el resultado sería el caos y el desorden, 
tal como a su juicio había sucedido en España. Es por ello que apelaba al 
concurso de los sabios, cuyo accionar ponía en paralelo una vez más con 
el de las armas. 

La publicación del texto de Rousseau fue sin duda la iniciativa de 
pedagogía política más radical ensayada por los revolucionarios de 1810. 
Sin embargo, Moreno se cuidó de no traspasar algunos límites que 
consideraba inadmisibles para su sociedad y que quizás lo eran también 
para él. En ese sentido, advertía que había suprimido varios pasajes e 
incluso un capítulo entero sobre Religión civil, ya que a su juicio “el 
autor tuvo la desgracia de delirar en materias religiosas”. A pesar de 
estas restricciones autoimpuestas, y de haber sido aprobada su 
publicación por el cabildo como texto destinado a la educación de los 
jóvenes, lo cierto es que nunca cumpliría ese cometido. En febrero de 
1811, tras la salida de la Junta de Moreno, se decidió que no era 
adecuado para esa función y se devolvieron a la imprenta los ejemplares 
que ya habían sido retirados. El Tratado de Escóiquiz, por su parte, tuvo 
varias reimpresiones y siguió siendo utilizado durante años. 


Americanos: una nueva identidad política 


En el apartado anterior omitimos señalar algo muy importante para 
entender los cambios que se estaban produciendo a fines de 1810: los 
cabildantes que promovían los cambios en la enseñanza no eran los 
mismos que habían sido electos al comenzar el año. En efecto, el 17 de 


octubre la Junta había decidido su remoción cuando trascendió que en 
una sesión secreta realizada a mediados de julio habían reconocido al 
Consejo de Regencia. Si bien desde el mismo 25 de mayo se venían 
produciendo roces entre ambas instituciones, el cabildo había trasgredido 
un límite que la Junta no podía tolerar, ya que ponía en cuestión su 
autoridad y su legitimidad. Además de ser removidos, los cabildantes 
fueron condenados por “malos patriotas” con la excepción de Tomás 
Manuel de Anchorena, quien fue exculpado y considerado como “un 
verdadero patriota”. El delito que se les imputó era grave, por lo que 
podrían haber sido sentenciados con la pena de muerte. Sin embargo, 
como eran figuras con importantes relaciones sociales y familiares, solo 
se los multó, se les prohibió el ejercicio de cargos públicos y se los 
desterró de la ciudad por seis años. 

La Junta designó a sus reemplazantes y los autorizó para que 
sumaran reuniones a las bisemanales de rutina a fin de imprimirle un 
mayor impulso a la gestión del cabildo. Pero la alineación con el 
gobierno y su mayor ejecutividad no era lo único que los distinguía: tal 
como lo destacaba Beruti en su crónica, era la primera vez que la 
totalidad de sus miembros eran americanos. Esta elección expresaba un 
cambio significativo en la línea de la Junta que había decidido tomar 
parte en los conflictos que mantenían españoles europeos y americanos. 
Recordemos que hasta ese momento no se había planteado la persecución 
de los españoles europeos, y que el gobierno había preferido considerar 
como sus únicos enemigos a los “mandones”, es decir, a los funcionarios 
acusados de querer permanecer en el poder para perpetuar un orden 
injusto en su propio beneficio. Tanto es así que desde el mismo momento 
de su instalación la Junta había realizado varios llamados para que se 
respetara a quienes habían nacido en España. Pero el hecho de haber 
tenido que insistir en estas directivas y de que, además, se amenazara 
con sancionar a quienes no las acataran constituye una clara evidencia de 
que esa búsqueda de concordia no podía ser espontánea. 

En efecto, era usual que en los espacios públicos se hicieran 
consideraciones negativas sobre los españoles europeos, apelando a 
expresiones peyorativas como “godos” o “sarracenos” que, por cierto, 
también eran utilizadas por algunos líderes revolucionarios, pero en 


forma más discreta en su correspondencia privada. El 13 de junio, por 
ejemplo, y a pocos días de la golpiza recibida por el fiscal Caspe, un 
alarmado testigo escribía un oficio a España en el que comentaba ese 
hecho y la organización del Ejército Auxiliar. Para dar cuenta de la 
gravedad de lo que estaba ocurriendo, que atribuía a unos “libertinos”, 
advertía que en Buenos Aires se había hecho un brindis deseando que en 
esa copa “bebamos la sangre de los opuestos sarracenos”. Asimismo, 
consignaba que se cantaba una canción con los siguientes versos: “No 
queremos reina puta / ni tampoco rey cabrón / ni queremos nos gobierne 
/ esa infame y vil nación. / Al arma alarma americanos / sacudid esa 
opresión / antes morir que ser esclavos / de esa infame y vil nación”. No 
es del todo claro si esa nación era Francia o España, pero pronto no 
cabrían dudas de que este tipo de expresiones apuntaban a la que hasta 
hace poco era considerada como la “madre patria”. Incluso algunas voces 
se animarían a plantear la necesidad de declarar la independencia. Pero 
esto era algo que el gobierno no estaba dispuesto a tolerar. Dos meses 
más tarde, y ganados por el entusiasmo del triunfo en Córdoba, Miguel 
de Irigoyen y Antonio de Escalada se habían expresado en ese sentido, 
por lo que el 19 de agosto Saavedra dispuso que quedaran detenidos en 
un fortín fronterizo “por sus ideas exaltadas y pretender la inmediata 
declaración de la independencia”. 

Desde luego que la tensión entre españoles europeos y americanos no 
era una novedad y tampoco era algo que solo ocurriera en Buenos Aires. 
En los Recuerdos históricos sobre la Provincia de Cuyo publicados a 
mediados del siglo XIX, Damián Hudson haría referencia al rencor mutuo 
entre americanos y españoles que dividía a las élites mendocinas, 
destacando el hecho de que los primeros se consideraban “patriotas” 
mientras que tildaban a los segundos como “godos”. Asimismo, 
recordaría que las damas utilizaban distintos colores en sus trajes y 
adornos para expresar su pertenencia a uno u otro bando. Y que tanto los 
hombres como las mujeres lo hacían con su peinado: mientras que los 
americanos lo llevaban inclinado hacia la izquierda, los españoles lo 
orientaban hacia la derecha. 

Para poder ponderar el impacto y el sentido que tenían este tipo de 
expresiones, debemos considerar que los resquemores y las disputas que 


” « 


enfrentaban por un lado a “españoles europeos”, “españoles” o 


” « 


“europeos” y por el otro a “españoles americanos”, “americanos”, 
“criollos”, “indianos”, “hijos de la tierra” o “hijos del país”, tenían un 
largo recorrido. Esto se debía, en buena medida, a la organización 
estamental de la sociedad colonial que le otorgaba una posición de 
mayor privilegio a los nacidos en la metrópoli. Un fenómeno que, si bien 
de distinto modo, atravesaba a toda la sociedad y se había profundizado 
en los años recientes en el marco de las reformas borbónicas. Mientras 
que las élites americanas casi no podían acceder a los más altos cargos 
civiles, militares y eclesiásticos que estaban destinados para los españoles 
europeos, los sectores populares veían con rencor a los inmigrantes 
peninsulares más pobres que contaban con privilegios que ellos no 
poseían y que por eso, por ejemplo, eran considerados como mejores 
partidos para casarse con las criollas. Por su parte, y si bien existían 
antecedentes que se remontan al siglo XVI, en el siglo XVIII había 
terminado de cobrar forma un discurso que reivindicaba lo “americano” 
como un signo de distinción positiva frente a lo “europeo”, muchas veces 
como reacción a esos privilegios y a la creciente intervención de la 
Corona en los asuntos locales, pero también a discursos que 
menospreciaban o consideraban inferiores a los nativos y a sus formas de 
vida. Los episodios en los que afloraban esos sentimientos e identidades 
eran habituales, sobre todo en situaciones conflictivas. De hecho, el 
mismo 25 de mayo, mientras el cabildo elegía a la Junta Provisoria, se 
había producido un altercado entre españoles y americanos en el seno de 
la orden de los franciscanos que estaba reunida para elegir a sus 
autoridades. 

Ahora bien, y salvo contadas excepciones, quienes hasta ese entonces 
hacían estas distinciones, participaban de disputas en las que se ponía en 
juego el origen de los contendientes, o reivindicaban a quienes habían 
nacido en América, no extraían como consecuencia necesaria la ruptura 
con la nación española ni, menos aún, con la Corona de la cual se 
consideraban leales súbditos. La identidad americana podía ser entonces 
invocada para dar sustento a reclamos de mayor autonomía, derechos y 
privilegios, o a algún tipo de reconocimiento. Fueron la crisis, la 
revolución y la guerra las que dieron lugar a un proceso de creciente 


politización e ideologización de esa identidad en el marco de un discurso 
anticolonial y emancipatorio que criticaba a España por haber oprimido 
a los americanos durante tres siglos, tal como lo hizo tempranamente el 
cura Gomensoro al asentar el fin de ese orden en el libro de defunciones 
de su parroquia. Esta redefinición del patriotismo americano conjugaba 
una dimensión territorial algo indefinida, pues la patria era también la 
local o la regional, una experiencia de lucha compartida y, sobre todo, 
una voluntad de afirmación y una identidad que se oponía a la española 
que era considerada como sinónimo de atraso, violencia, opresión, 
humillación y colonialismo. No se trataba, por lo tanto, de una mera 
exaltación de lo nativo, sino que también expresaba valores y principios 
políticos como libertad, justicia y, en algunos casos, igualdad, a los que 
en poco tiempo se sumaría el de independencia. Cabe notar, asimismo, 
que esas identidades también tendrían un carácter temporal al asociarse 
a lo español con el pasado sombrío y a lo americano con un futuro 
promisorio. 

En ese sentido, podría considerarse a modo de hipótesis que uno de 
los indicadores del impacto provocado por la revolución o, para ser más 
precisos, del paso de la crisis a la revolución, fue la transformación de las 
identidades de los criollos que dejaron de reconocerse como “españoles” 
o “españoles americanos” para pasar a hacerlo como “americanos”. Si 
bien no se trató de un proceso que se dio del mismo modo ni tuvo un 
ritmo similar en todos los espacios y entre todos los actores sociales, lo 
cierto es que terminaría de concretarse en el corto plazo. Y en el caso de 
quienes dirigían o adherían a la revolución, en el muy corto plazo. 

Fue en el marco de este proceso de transformación de las identidades 
de los actores sociales y políticos, y de sus consideraciones sobre el 
vínculo con la metrópoli, que el gobierno pasó de poner coto a las 
acciones contrarias a los españoles europeos a desplegar en los últimos 
meses del año un discurso y un accionar que los identificaba como 
enemigos o potenciales enemigos. Este cambio se puede apreciar, por 
ejemplo, en las instrucciones que la Junta le dio a Belgrano. Si en 
septiembre solo se le advertía sobre la división existente entre europeos y 
criollos, a fines de noviembre se le ordenaba el traslado de todos los 
europeos asentados de Entre Ríos a Santa Fe, donde se les daría tierras y 


protección, pero también serían más fácilmente controlados. De ese 
destino solo quedarían exceptuados quienes hubieran dado pruebas 
positivas de adhesión al nuevo gobierno, tuvieran tierras o estuvieran 
casados y con hijos, a menos que fueran notorios opositores. Asimismo, 
se le ordenaba arcabucear a todo miembro de los ejércitos de Paraguay y 
de la Banda Oriental que fuera de origen español, advirtiéndole que no 
habría lugar para “la compasión o la sensibilidad” y que debía ser “un 
ciego ejecutor de esta medida”, de la cual pendía la seguridad de la 
patria. Es probable que en el tenor de estas instrucciones hubiera pesado 
lo sucedido en la capital, donde se había descubierto contactos con las 
fuerzas de Montevideo que el 26 de noviembre motivaron la destitución 
de la abadesa de las Capuchinas y el fusilamiento de dos personas. 

Ahora bien, hasta fines de 1810 el discurso público de los 
funcionarios siguió presentando algunas ambigiedades y contradicciones 
en relación con cómo considerar el vínculo entre lo español y lo 
americano. Recordemos que en el oficio que enviaría pocos días más 
tarde al gobernador de Paraguay, Bernardo de Velasco, el propio 
Belgrano le daría una connotación positiva a su condición de español. O 
el parte de Suipacha en el que Castelli se envanecía porque sus soldados 
habían demostrado ser mejores herederos de las tradiciones bélicas 
hispanas que los oficiales españoles que habían enfrentado en ese 
combate. Leídas en forma retrospectiva, este tipo de apreciaciones 
pueden parecer llamativas, ya que pronto serían dejadas de lado al 
contradecir las ideas, los sentimientos y las identidades de los 
revolucionarios. De hecho, el mismo Belgrano en su correspondencia 
privada se refería en forma crítica a los españoles a quienes calificaba 
como “godos”. Y en una proclama a los paraguayos que emitiría a 
mediados de enero cuando el enfrentamiento armado era inminente, se 
refirió en forma crítica al gobernador y a los “europeos” o “matuchos” 
que los tenían engañados y los llevaban a una guerra civil para mantener 
sus privilegios. 

En este cambio también debe haber incidido el hecho de que el 
antiespañolismo fuera un sentimiento muy extendido entre las clases 
subalternas, con lo cual era una cuerda que podía tocarse para movilizar 
a la población, para legitimar alguna medida o para construir un 


liderazgo. En un informe elaborado a fines de diciembre, el agente 
carlotista Carlos José Guezzi advertía que 


La división entre Europeos y Patricios es conocida y cierta, y me parece 
sin solución, si la Metrópoli no triunfa. Es increíble cómo se ha 
propagado esta antipatía, especialmente en la casta vil del campo. En 
Córdoba una manada de Patricios se presentó al Gobernador pidiendo 
autorización para matar sarracenos y en Buenos Aires esta es la tecla que 
enseguida se toca cuando hay una novedad un tanto desagradable. 


En relación con esto último es probable que Guezzi estuviera refiriéndose 
a una medida tomada por la Junta el 3 de diciembre, cuando dispuso que 
solo podría acceder a un empleo público quien “haya nacido en estas 
provincias”. Esta decisión, que implicaba una exclusión explícita de los 
españoles, provocaría varias quejas por lo que semanas más tarde se 
decidiría suspenderla. Pero el solo hecho de haberla dispuesto da cuenta 
del cambio que se había producido en muy poco tiempo en las 
consideraciones y valoraciones sobre España y los españoles. 


Moreno y la radicalización de la revolución 


Más allá de las quejas que había provocado la exclusión de los españoles 
de los empleos públicos, la decisión de dar marcha atrás con esta y con 
otras medidas como la publicación de El contrato social o algunos de los 
destierros dispuestos por Castelli en Potosí, eran consecuencia de las 
diferencias y disputas internas de la Junta. Estos enfrentamientos podían 
obedecer a enconos personales y al desgaste provocado por la gestión, 
pero sobre todo eran producto de las diferencias políticas e ideológicas 
sobre el rumbo que debía tomar la revolución. Durante las primeras 
semanas parecía haber reinado la concordia en el seno del gobierno. Pero 
a medida que se fue haciendo necesario tomar decisiones más difíciles 
para afianzar a la revolución, y sobre todo a partir del fusilamiento de 
Liniers, comenzaron a manifestarse las primeras divergencias. Estas se 
fueron ahondando con gran rapidez y a fin de año habían dado lugar a 
enfrentamientos abiertos. Para ese entonces se habían constituido dos 
líneas o facciones: una más radicalizada, cuyo referente era Moreno, y 
otra más moderada, que lideraba Saavedra. 


La división, que era inocultable, había dado lugar a diversas 
especulaciones y análisis. En su informe, Guezzi precisaba que los 
partidarios de Saavedra eran militares que “forman una especie de sans- 
culottes, porque en realidad son todos pobres y hambrientos”, mientras 
que los seguidores de Moreno eran como los de “La Montaña entre los 
jacobinos”. Si bien se trataba de revoluciones y de sociedades muy 
diferentes entre sí, la apelación a referencias tomadas de la experiencia 
francesa no era una extravagancia del agente carlotista. Recordemos, por 
ejemplo, al “Fiel americano” que tras la golpiza a Caspe había predicho 
temeroso que pronto se multiplicarían las “guillotinas”, cuando se trataba 
de un dispositivo que nunca se había usado en América. De hecho, los 
propios líderes revolucionarios utilizaban referencias del proceso 
revolucionario francés, comenzando por Saavedra, en cuya 
correspondencia tildaba a Moreno como jacobino. Asimismo, criticaba el 
“sistema robesperriano” que a su juicio el secretario de la Junta querría 
imponer y al que identificaba con el “terror”, porque promovía medidas 
que incluían persecuciones, destierros y la pena de muerte a los 
españoles. Más allá del carácter modélico que tenía y seguiría teniendo la 
Revolución francesa para valorar e interpretar las revoluciones que le 
sucedieron, lo que aquí nos interesa es que se trataba de un recurso 
utilizado para expresar las diferencias políticas e ideológicas en relación 
con las medidas que debía tomar el gobierno y el rumbo que se le quería 
imprimir a la revolución. 

Fue en el marco de esas disputas que Moreno comenzó a asumir un 
rol cada vez más destacado hasta convertirse en el principal motor de la 
Junta. Más allá de sus cualidades personales, intelectuales y políticas, 
este posicionamiento también fue posible por el espacio que habían 
dejado Castelli y Belgrano al ponerse al frente de las dos expediciones 
militares, pues hasta ese momento habían sido los dos referentes más 
importantes del grupo ilustrado en el seno gobierno. 


Imagen 7. Cigarrera de madera que perteneció a Mariano 
Moreno con el escudo español y la inscripción “Viva el rey 
Fernando VII” 


Fuente: Museo Histórico Nacional. 


Moreno, es sabido, no solo se destacó y trascendió por las decisiones que 
impulsó como secretario de la Junta, sino también por haber sido quien 
las explicaba y justificaba en los documentos oficiales y en las páginas de 
La Gazeta, ya sean los fusilamientos de Córdoba, la fundación de la 
Biblioteca o el reclamo al gobierno inglés por el apoyo dado por el 
comandante Elliot al bloqueo de la marina de Montevideo a Buenos 
Aires. Pero no solo informaba y explicaba las decisiones tomadas por el 
gobierno, sino que también reflexionaba sobre lo que estaba 
aconteciendo y sobre el rumbo que debía tomar la revolución. En sus 
Noticias históricas de la República Argentina escritas a mediados de la 
década de 1820, Ignacio Núñez recordaría: 


... el doctor Moreno encaminaba la nave a un punto determinado, y sin 
hipocresía hablaba y escribía sobre la soberanía del pueblo, sobre 
despotismo y tiranía, sobre esclavitud y libertad, sobre Patria e 
independencia, haciendo circular también una traducción suya del 
Contrato social de Juan Jacobo. 


Como suele suceder, el paso del tiempo le había dado una perspectiva 
distinta a Núñez que había sido un joven y entusiasta partidario de 
Moreno, ya que el secretario de la Junta no se había pronunciado sobre 
la declaración de la independencia en 1810. O al menos no lo había 
hecho en forma pública ni en ningún documento escrito. Ahora bien, 


tampoco parece descabellado conjeturar que Moreno se había propuesto 
orientar la revolución en esa dirección. En ese sentido, se destaca una 
serie de artículos que publicó en La Gazeta entre noviembre y diciembre 
sobre la reunión de un congreso que debía constituir a los pueblos. Es 
necesario tener presente que estos textos fueron escritos al calor de los 
acontecimientos, por lo que no tienen un carácter sistemático y tampoco 
carecen de contradicciones y de lagunas. Sin embargo, Moreno logró 
articular en ellos un discurso anticolonial y emancipatorio que además 
tenía como valor agregado el hecho de estar investido por su carácter 
oficial al estar publicados en el periódico gubernamental. 

El primer artículo, publicado en el n* 22 del 1* de noviembre, 
celebraba la inminente reunión de los diputados de los pueblos dando 
por hecho que formarían un congreso en el que se reglaría el estado 
político de las provincias. En ese sentido, sostenía que no alcanzaba con 
tener un gobierno confiable y con poner fin a los “vínculos de una 
dependencia colonial” para que los empleos ahora les correspondieran a 
los “hijos del país”. Ese era tan solo un punto de partida que debía ser 
seguido por otros pasos destinados a la creación de un nuevo orden 
constitucional, cuyas reglas basadas en la virtud pudieran ser una guía y 
un punto de partida firme para quienes los sucedieran en el gobierno. 
Solo de ese modo, advertía, los pueblos dejarían de ser una factoría y se 
convertirían en una verdadera nación. Su insistencia en la necesidad de 
institucionalizar la libertad obedecía al temor de que se hiciera mal uso 
de ella y, por lo tanto, se la perdiera. A su juicio, esto era una posibilidad 
cierta por la falta de luces de una sociedad integrada por “hombres que 
en trescientos años no han disfrutado otro bien que la quieta molicie de 
una esclavitud que, aunque pesada, había extinguido hasta el deseo de 
romper sus cadenas”. En suma: la reunión de los diputados de los pueblos 
en un congreso era una oportunidad única para poner fin a siglos de 
opresión al institucionalizar un nuevo orden basado en principios no 
menos novedosos para los americanos como el de la libertad y la 
igualdad. De ese modo, la sociedad contaría con mejores condiciones 
para su regeneración y sus miembros se podrían ir convirtiendo en forma 
paulatina en ciudadanos virtuosos. 

En los siguientes artículos desarrolló algunas de las líneas que se 


desprendían de estos postulados y que se dirigían tanto hacia el pasado 
como hacia el futuro. Así, por ejemplo, impugnaba las Leyes de Indias y a 
través de ellas el sistema colonial, a la vez que proponía su reemplazo 
por un código de “leyes sabias” y un sistema de poder equilibrado. 
Asimismo, llamaba la atención sobre dos cuestiones que eran 
fundamentales, pues atañían a la legitimidad del congreso: si los pueblos 
podían darse una constitución mientras el monarca permanecía en 
cautiverio, y si la reunión debía ser de toda América o cada sección podía 
constituirse por sí misma. En relación con el primer interrogante fue 
presentando distintos argumentos que apuntaban a darle una respuesta 
positiva. En principio, insistió en el hecho de que la acefalía había 
restituido los poderes a los pueblos y que solo ellos podían ejercerlos, 
aventando así cualquier posibilidad de reconocer al Consejo de Regencia 
o a las Cortes, aunque dejaba la posibilidad de que lo dispusiera el 
congreso cuando ejerciera la soberanía. En otro artículo daba un paso 
más audaz al sostener que la soberanía del pueblo era un principio 
fundamental que no debía confundirse con la del monarca y cuya 
cualidad además era la de ser indivisible e inalienable. Asimismo, y 
anticipando un argumento que retomaría en su prólogo a El contrato 
social, ponía en cuestión el origen del poder de los reyes, algo que en el 
caso de América resultaba aún más evidente, ya que los títulos de la 
Corona solo se basaban en la violencia y la conquista, por lo que en 
modo alguno podría haberse tratado de un pacto consentido. 

En relación con el segundo punto, la posibilidad de convocar a un 
congreso americano, sostenía que se trataba de una propuesta 
irrealizable en términos prácticos y que por eso mismo era alentada por 
quienes estaban en contra de los derechos de los pueblos que así podrían 
postergar su organización. Pero también señalaba que era algo 
innecesario, pues cada pueblo tenía el derecho a constituirse por sí 
mismo según su conveniencia e interés. El ejemplo lo había dado la 
propia España con la creación de juntas cuya unión, según argúía, había 
sido más por necesidad de la lucha contra los franceses que por alguna 
obligación inherente a su naturaleza política. El problema con este 
argumento es que también podía ser utilizado en contra del gobierno en 
el caso de que alguno de los pueblos del Virreinato sostuviera la voluntad 


de constituirse por sí mismo sin asociarse a los otros. Si bien esta 
cuestión no se planteó en ese momento, sería un tema central en las 
disputas políticas durante más de medio siglo. 

Esta posición de Moreno permite entender, asimismo, su rechazo a la 
propuesta presentada por Castelli para ocupar el sur de Perú. El proyecto 
había entusiasmado a varios miembros de la Junta, pero el secretario 
logró que fuera desechado al argumentar que el Ejército Auxiliar debía 
limitarse a cuidar los pueblos que formaban parte del Virreinato, ya que 
entrar en otra jurisdicción era ilegítimo aun en caso de contar con apoyo 
local. Estas diferencias permiten advertir que los alineamientos dentro de 
la Junta no obedecían necesariamente a posiciones ideológicas, sino que 
también podían pesar otros factores. En este caso, por ejemplo, la 
presencia de Castelli en la cercanía de la frontera con Perú al frente de 
un ejército victorioso le daba una perspectiva distinta a la que podía 
tener Moreno en la capital, quien también debía considerar lo que estaba 
ocurriendo en la Banda Oriental y en Paraguay. Y, desde luego, la 
disputa que mantenía en el seno de la Junta con Saavedra. 


“El sagrado dogma de la igualdad” 


Fue en el marco de ese enfrentamiento que Moreno concibió uno de sus 


ía” 


textos más famosos: la “Orden del Día”, del 6 de diciembre, que se haría 
más conocida como el “Decreto de Supresión de Honores”. La Orden, que 
con la firma de todos los miembros de la Junta fue publicado por La 
Gazeta en su número extraordinario del 8 de diciembre, ponía fin a los 
honores que hasta entonces había recibido Saavedra como presidente de 
la Junta. Para ello invocaba uno de los valores y principios que orientaba 
a quienes aspiraban a que la revolución fuera algo más que un cambio de 
gobierno: “el sagrado dogma de la igualdad”. 

Su propósito era terminar con el trato especial que recibían quienes 
ejercían un cargo para que gobernantes y gobernados quedaran 
igualados. Pero al hacerlo también ponía en juego un principio que podía 
poner en cuestión las bases de una sociedad que seguía concibiéndose 
como jerárquica y estamental y, por lo tanto, desigual. ¿Qué alcance 
podía tener en ese marco el principio de igualdad? ¿Qué implicaba para 
Moreno y cómo lo podían entender sus contemporáneos? No hay 


respuestas únicas a estos interrogantes y menos aún si solo se las busca 
en el Decreto y en las razones que lo motivaron. Es por ello que antes de 
avanzar en su análisis consideraremos otros episodios acontecidos en 
esos mismos días que evidencian algunos de los condicionamientos que 
podía tener la igualdad en esa sociedad, incluso para los más fervientes 
revolucionarios. 

El 30 de octubre, cuando no habían pasado aún dos semanas de su 
designación, los nuevos miembros del Cabildo de Buenos Aires elevaron 
una nota a la Junta para solicitarle que se les permitiera forrar sus 
bancas de terciopelo o damasco. Según advertían a modo de queja, los 
cabildos de otras ciudades subordinadas a la capital como Charcas, Potosí 
o Montevideo gozaban de esta prerrogativa. En ese sentido alegaban que 
había llegado el momento en el que un “sabio gobierno” pusiera fin a esa 
“arbitrariedad” y permitiera que renaciera el esplendor y lustre de un 
pueblo abatido, por lo que demandaban usar ese distintivo en los actos 
públicos “aunque sin tarima, para no alterar con la igualdad el decoro 
que se debe al regio tribunal”. A nuestros ojos puede parecer un hecho 
trivial, pero no lo era en esa sociedad en la que esos símbolos debían 
expresar el poder y la posición que tenían los funcionarios y las 
corporaciones. La Junta, de hecho, no solo no desestimó la solicitud, sino 
que accedió a ella pocos días después. De ese modo, las bancas pudieron 
estar forradas el 11 de noviembre para la celebración de San Martín de 
Tours, el patrono de Buenos Aires. En esa ocasión, además, el alférez real 
paseó como todos los años el Real Estandarte, que simbolizaba el vínculo 
de la ciudad con la Corona. 

Ese mismo 11 de noviembre, pero desde la lejana Tupiza, un 
entusiasmado Castelli le escribía una nota a la Junta en la que planteaba 
que un gobierno virtuoso debía saber reconocer esa cualidad en los 
sujetos que la profesan sin importar su condición. Esta reflexión 
apuntaba a destacar el comportamiento de las Compañías de Castas en la 
batalla de Suipacha y, más precisamente, a solicitar la autorización para 
que se le concediera el título de “don” a un capitán de Morenos que se 
había distinguido ese día y que además era recomendable por sus 
virtudes. En ese sentido, se preguntaba si no correspondía darle una 
distinción a un soldado y nombrar como don a un oficial, cuando eran 


títulos que se vendían a gente no virtuosa, a la vez que equiparaba su 
actuación con la de un hombre nuevo que había sido fundido en el crisol 
de la educación y de la ilustración. Ahora bien, este reconocimiento 
sustentado en un discurso igualitario que valoraba a las personas por sus 
acciones y no por su origen o condición socioétnica tenía dos 
particularidades. La primera era que Castelli no nombraba en ningún 
lugar al oficial merecedor de esa distinción, que quizás fuera Inocencio 
Pesoa, algo que sin duda no habría sucedido en caso de que se hubiera 
tratado de un oficial blanco. Pero esto podría ser una mera omisión. La 
segunda no lo era: a diferencia de otras medidas que tomaba sin dudar, 
en esta ocasión no se había atrevido a resolverlo por su propia cuenta y 
por eso elevaba su solicitud. La Junta la aprobaría tiempo después, pero 
el hecho de dejar esa decisión en sus manos da cuenta del temor de 
Castelli de estar traspasando un límite que quizás no sería aceptado. 

Estos son tan solo dos ejemplos, entre tantos que podrían citarse, que 
nos dan una pauta sobre los condicionamientos corporativos, 
estamentales, de género y étnicos que en esa sociedad podía tener el 
principio de igualdad, incluso entre los más fervorosos revolucionarios. 
Condicionamientos que, desde luego, también seguirían operando 
durante décadas, aunque de diverso modo. Y esto también era válido 
para el Decreto de Supresión de Honores, una medida en la que se solapó 
el conflicto en el seno de la Junta con la pretensión de Moreno de darle 
un contenido radical a la revolución. 

Recordemos brevemente los hechos. El 2 de diciembre llegó a la 
capital el parte oficial de la batalla de Suipacha y la ciudad se preparó 
para festejar su primer triunfo militar, que además le abría las puertas 
del Alto Perú. El 5 por la noche se realizó un brindis en el cuartel de 
Patricios en el marco de esos festejos. Las versiones difieren sobre lo que 
pasó exactamente, pero hay dos hechos sobre los cuales existen 
testimonios coincidentes y que fueron los que dieron motivo al Decreto. 
El primero fue la decisión de un centinela de impedirle el ingreso al 
cuartel a Moreno por ser un civil. El segundo fue la acción de un oficial 
borracho llamado Atanasio Duarte, que le había dado una corona de 
azúcar a la esposa de Saavedra, quien a su vez se la dio a su marido 
mientras el oficial proponía un brindis por su coronación. Al día 


siguiente, un indignado Moreno redactó el Decreto que, si bien era un 
ataque apenas velado contra Saavedra, no obstó para que este lo firmara 
como presidente de la Junta, al igual que el resto de sus miembros que 
estaban en la capital. 

El Decreto modificaba el Reglamento sancionado el 28 de mayo por 
el cual se debía tratar al presidente de la Junta como si fuera el virrey. 
Este cambio se explicaba en el propio documento, donde se advertía que 
la sociedad estaba acostumbrada a respetar a las autoridades por sus 
signos exteriores y no por sus títulos —“el vulgo se conduce solo por lo 
que ve”-, algo propio de una sociedad de esclavos gobernada por tiranos 
y no de hombres libres basada en el principio de igualdad. Es por eso que 
se había decidido mantener esos honores como un “sacrificio transitorio 
de sus sentimientos” hasta que la sociedad cobrara conciencia de que se 
trataba de un artilugio. Y ese momento había llegado, pues se había 
hecho necesario poner fin a la disociación entre un discurso igualitario y 
la permanencia de “la misma pompa y aparato, con que los antiguos 
déspotas esclavizaron á sus súbditos” (sic). La Orden disponía, en 
consecuencia, que la Junta como órgano de gobierno sería la que tendría 
honores militares, escolta y tratamiento en los actos protocolares, pero 
no sus miembros en forma individual y ni siquiera su presidente. 
Asimismo, precisaba que las esposas de los funcionarios no podrían 
disfrutar de los honores y prerrogativas de sus maridos, ya que se 
trataban de distinciones de los cargos y no de las personas. Los miembros 
de la Junta tampoco tendrían prerrogativas ni sitiales distintivos en los 
actos religiosos ni en las diversiones públicas, a las cuales debían 
concurrir como cualquier ciudadano comprando su entrada. Solo el 
cabildo cuando le tocara presidir alguno de esos actos tendría ese 
privilegio en la persona del miembro que lo representara. 

La Orden también se refería en forma explícita a lo sucedido en el 
cuartel de Patricios al prohibir todo brindis o aclamación de miembros 
de la Junta, señalando que solo se podría brindar por temas “generales 
concernientes a la pública felicidad”, como la patria y sus derechos o la 
gloria de sus armas. En caso de que alguien incumpliera esa prohibición, 
le cabría una pena de seis años de destierro. En relación con Duarte, el 
oficial que había coronado a Saavedra, advertía que “debía perecer en un 


cadalso” por haber ofendido la probidad del presidente y atacado los 
derechos de la patria, pero considerando su estado de embriaguez se lo 
penaba a un destierro perpetuo de la ciudad “porque un habitante de 
Buenos Ayres ni ebrio ni dormido debe tener impresiones contra la 
libertad de su país”. Por su parte, y en relación con lo que le había 
sucedido a Moreno, establecía que los centinelas no podrían impedir “la 
libre entrada en toda función y concurrencia pública a los ciudadanos 
decentes” y que el oficial que actuara de ese modo perdería su cargo. 

Estas disposiciones tenían algunos antecedentes en otras medidas que 
había tomado la Junta. Dos meses antes, recordemos, le había 
reprochado a la Junta en Comisión del Ejército Auxiliar por haberse dado 
honores, además de prohibirle que lo siguiera haciendo de ahí en más. Y 
unos pocos días antes, el 26 de noviembre, se había estipulado que no 
era necesario esperar la presencia de la Junta para dar inicio a una 
diversión pública como la popular corrida de toros. Pero eran medidas 
puntuales que no tenían el alcance de esta nueva norma, que además 
ponía a la igualdad en un primer plano. 

El Decreto es un documento muy conocido tanto por sus 
disposiciones como por algunas de sus frases. Mucho menos conocido es 
un episodio que permite calibrar mejor qué implicaba o podía implicar la 
igualdad a la que hacía referencia. El 8 de diciembre, el mismo día en 
que se daba a conocer la Orden a través de La Gazeta, Marcos González 
Balcarce, el sargento mayor de la Plaza, elevó una nota a la Junta en la 
que planteaba algunas dudas que le generaba su implementación. Por 
ejemplo, si la guardia del Fuerte donde se reunía el gobierno debía 
considerarse de honor como hasta entonces o solo de plaza; qué 
distinción debía hacerse al presidente como comandante de Armas; y, la 
más importante: cuáles eran las señales y las condiciones que debían 
acreditar las personas para que los centinelas los reputaran como 
“decentes” y no les impidieran entrar a las funciones y los actos públicos. 
En relación con esto último advertía sobre la necesidad de una respuesta 
precisa, ya que el criterio parecía muy amplio. En ese sentido, daba 
algunos ejemplos recientes en los que se habían producido incidentes, 
como una noche en la que había impedido el ingreso al cuartel de cientos 
de personas que estaban siguiendo a la banda de música del Regimiento 


de Pardos. La Junta le respondió el 14 de diciembre con las precisiones 
que Balcarce solicitaba: la guardia del Fuerte debía seguir siendo de 
honor, ya que allí se reunía el gobierno; lo instruía en relación con los 
honores militares debidos al presidente como comandante de Armas; 
precisaba que a las reuniones privadas solo podrían acceder quienes 
hubieran sido invitados; y, lo que aquí más nos interesa, estipulaba que 
para las de carácter público “se reputará decente a toda persona blanca 
que se presente vestida de frac o de levita”. Como podrá apreciarse, la 
calidad de “decente” tenía una connotación racial, de clase y de género 
que imponía un claro límite o condicionamiento al principio de igualdad, 
incluso en el caso de aquellos que se hubieran destacado por sus acciones 
virtuosas. 


La Junta Grande 


No sabemos quién redactó esa respuesta, pero lo más probable es que no 
haya sido Moreno. La publicación del Decreto había terminado por poner 
en claro sus diferencias con Saavedra, evidenciando la tensión que 
reinaba en el gobierno y la imposibilidad de seguir manteniendo un 
equilibrio entre ambas posiciones. El presidente de la Junta no se 
amilanó y le respondió con otra jugada que apuntaba a licuar el poder de 
Moreno. Para ese entonces se encontraban en Buenos Aires la mayoría de 
los diputados elegidos por los pueblos, pero aún no se había determinado 
cuál sería su rol preciso ni qué calidad tenía su representación. ¿Debían 
integrar un congreso como sostenía Moreno, o se sumarían a la Junta tal 
como lo estipulaba la circular del 27 de mayo con la que se los había 
convocado? No se trataba de una diferencia banal. En el primer caso el 
congreso sería soberano, por lo que podía declarar la independencia y 
fundar un nuevo cuerpo político, mientras que la incorporación de los 
diputados al gobierno, que seguía el modelo de la Junta Central 
metropolitana, solo ejercería la soberanía en forma provisoria. La 
decisión en uno u otro sentido iba a determinar la línea política, pero 
también quién conduciría el gobierno, ya que Saavedra preveía que 
podía contar con el apoyo de la mayoría de los diputados y eso le 
permitiría imponerse sobre Moreno. 

Para resolver qué hacer, el 18 de diciembre se realizó un plenario con 


la participación de los miembros de la Junta y de los diputados de los 
pueblos presentes en la ciudad: Manuel Ignacio Molina (Mendoza), Juan 
Francisco Tarragona (Santa Fe), José Simón García de Cossio 
(Corrientes), Francisco de Gurruchaga (Salta), Manuel Felipe Molina 
(Tucumán), Gregorio Funes (Córdoba), José Julián Pérez de Echalar 
(Tarija), José Antonio Olmos de Aguilera (Catamarca) y Juan Ignacio 
Gorriti (Jujuy). Tal como preveía Saavedra, esta presencia permitió 
contar con una mayoría que logró vencer la resistencia de los secretarios 
Paso y Moreno, y de algunos de los vocales, por lo que en esa reunión se 
decidió la incorporación de los diputados a la Junta. De ese modo se creó 
un nuevo gobierno que al estar integrado por numerosos miembros — 
pronto se le sumarían otros representantes que aún no habían arribado a 
la capital- se haría conocido como la Junta Grande. La fracción 
saavedrista lograba así la mayoría en el gobierno, cuya nueva figura fue 
el deán Funes. Moreno, por su parte, asumió la derrota y dimitió como 
secretario.? 

Los cambios recién fueron anunciados en forma oficial por La Gaceta 
en un ejemplar extraordinario del 26 de diciembre. En ese mismo 
número, y poniendo en evidencia que el gobierno se proponía dar un giro 
a su línea política, también se notificaba sobre la marcha atrás con la 
resolución de que los empleados públicos fueran solo americanos. En ese 
sentido advertía: “Solo una negra calumnia pudo imputar a la Junta el 
fiero placer de degradar a los españoles europeos; los reconoce por 
hermanos y está muy distante de pretender la menor diferencia entre 
ellos y sus hijos los americanos”. 

El año concluía así con un nuevo gobierno en el que se habían 
incorporado representantes de los pueblos y al que se le quería imprimir 
un tono más cauteloso que el que hasta ese momento habían impulsado 
Moreno y sus partidarios. Lo que no podían prever quienes imaginaban 
que de ahí en más la revolución asumiría una línea política más 
moderada era que ellos mismos serían quienes en muy poco tiempo 
tendrían que tomar algunas de esas medidas drásticas que habían 
repudiado, comenzando por aquellas que tenían como destinatarios a los 
españoles. La revolución estaba dando sus primeros pasos y, si quería 
sostenerse, solo le quedaba avanzar hacia adelante aun al precio de 


hacerlo en una dirección y a una velocidad que muchos hubieran 
preferido evitar. 


4 Recordemos que recién en 1812 Belgrano crearía una bandera para 
distinguir a su ejército del enemigo, y que su uso le sería prohibido por el 
Triunvirato que ejercía el gobierno revolucionario. La Asamblea de 1813 
dispondría la creación de varios símbolos patrios, como el escudo y la 
escarapela, pero la bandera solo sería adoptada en forma oficial tras la 
Declaración de la Independencia en julio de 1816. 


5 En principio, la renuncia no le había sido aceptada, pero luego logró que 
se lo enviara en misión diplomática a la corte portuguesa en Brasil y a 
Inglaterra. En marzo de 1811 se produjo su muerte en alta mar que, según 
algunas versiones, había sido provocada por la mala administración de un 
medicamento por parte del capitán de la nave y, según otras, se habría 
tratado de un envenenamiento. 


Consideraciones finales 
La década revolucionaria 


Todos los hombres sueñan, pero no todos lo hacen del mismo modo. 
Aquellos que sueñan de noche en las polvorientas recámaras de sus 
mentes 

se despiertan de día para darse cuenta de que todo era vanidad, 
pero los soñadores despiertos son peligrosos, 

ya que ejecutan sus sueños con los ojos abiertos, 

para hacerlos posibles. Esto fue lo que hicimos. 

Quiero decir, construir una nueva nación... 


Thomas E. Lawrence, Los siete pilares de la sabiduría 


El libro, junto con el año que se propuso examinar, llegó a su fin. No así 
el proceso revolucionario que estaba en sus inicios sin que nadie pudiera 
acertar cuándo ni cómo concluiría. La revolución y la guerra habían 
llegado para quedarse, y en muy poco tiempo envolverían a todas las 
regiones y afectarían a todos los sectores sociales, aunque desde luego no 
necesariamente del mismo modo ni con la misma intensidad. 

Ya vimos la transformación significativa que se estaba produciendo 
en las relaciones entre españoles europeos y americanos. Pero no fue el 
único cambio social y político. La revolución, pero sobre todo la guerra, 
crearon las condiciones para que los militares adquirieran de inmediato 
un mayor poder y prestigio dentro de los grupos dirigentes. Por su parte, 
y en un lapso de tiempo apenas mayor, se produjo la emergencia de 
nuevos liderazgos, muchos de ellos provenientes de áreas rurales que 
hasta ese momento habían estado subordinadas a las ciudades. 
Asimismo, se suscitaron otros cambios, quizás menos evidentes, pero no 
por eso menos importantes. En el caso de los sectores de mayor poder 
social y económico, las tensiones provocadas por las posiciones 
encontradas frente a la revolución produjeron divisiones en el seno de 
varias familias. Un anticipo de estas diferencias, que en buena medida 
tuvieron un sesgo generacional, se produjo en la votación del cabildo 


abierto del 22 de mayo, cuando algunos españoles europeos no 
concurrieron o votaron por la continuidad del virrey, mientras que sus 
hijos criollos lo hicieron por su deposición. Pero esto no fue todo ya que, 
en más de un caso, las diferentes posturas en relación con el nuevo orden 
provocaron la ruptura y la creación de una nueva jefatura de la familia. 
El más extremo en ese sentido fue, sin duda, el de los Allende. 
Recordemos que Santiago de Allende, el comandante de Armas de 
Córdoba, fue fusilado junto con Liniers por ser uno de los líderes de la 
resistencia a la Junta. Pero no toda su familia lo había seguido en esa 
empresa. Sus sobrinos habían dado su apoyo a las fuerzas enviadas desde 
Buenos Aires, por lo que la Junta decidió designar a Tomás de Allende 
como coronel, el mismo grado que tenía su tío fusilado, y a su hermano 
menor, Faustino de Allende, como sargento mayor. Tal como se puede 
leer en los documentos publicados en el n” 14 de La Gazeta del 6 de 
septiembre, esta designación que premiaba la conducta de ambos 
hermanos y limpiaba la mancha al honor de “la ilustre casa de los 
Allendes” también creaba las condiciones para que Tomás fuera el nuevo 
jefe de su familia. Y fue en ese nuevo rol que le agradeció al gobierno por 
las medidas tomadas. 

La guerra y la violencia también se fueron incorporando a la vida 
cotidiana. Aunque todavía no tenían la intensidad que alcanzarían poco 
tiempo después, hacia fines de 1810 sus efectos ya habían comenzado a 
advertirse, y a padecerse, incluso fuera de los campos de batalla. En 
noviembre de ese año, el Cabildo de Buenos Aires le envió una nota a la 
Junta en la que mostraba su preocupación por la cosecha de granos que, 
según advertía, no podía levantarse porque los trabajadores rurales se 
escondían por miedo a ser enganchados en el ejército, y por esa misma 
razón tampoco venían los jornaleros estacionales de Santiago, Córdoba y 
San Luis. En ese sentido, le solicitaba que diera órdenes inmediatas y 
precisas para que no se sometiera a la leva a quienes trabajaban en la 
cosecha, obteniendo una inmediata respuesta positiva de la Junta. Este 
episodio anticipaba un problema que perduraría durante décadas: la 
interferencia de la guerra en las actividades productivas y en la economía 
en general. Esto podía deberse al consumo de recursos por parte de los 
ejércitos que muchas veces era un liso y llano saqueo. O, tal como 


sucedió en este caso, por la tensión entre la necesidad de reclutar 
soldados y la de contar con mano de obra. 

El temor mostrado en esa ocasión por los trabajadores rurales 
evidenciaba, asimismo, otra cuestión: no todos compartían el ímpetu 
bélico del gobierno revolucionario o, al menos, no todos estaban 
dispuestos a exponer sus vidas. Es por eso que, como vimos en el libro, 
algunos soldados decidían desertar, sobre todo cuando se los destinaba 
lejos de su lugar de residencia. En general eran acciones individuales o 
de unas pocas personas, pero también podía involucrar a un grupo 
grande e incluso a un cuerpo entero, tal como sucedió en noviembre de 
1810 cuando se produjo la sublevación y la deserción de dos compañías 
enviadas desde Catamarca para integrarse al Ejército Auxiliar. 

Los ejemplos podrían extenderse, pero lo señalado hasta aquí resulta 
suficiente para advertir que en 1810 el orden social y político comenzaba 
a ser trastocado por el proceso revolucionario y bélico iniciado en el 
marco de la crisis monárquica e imperial. Es por eso que, en estas líneas 
finales, más que hacer un cierre o llegar a una conclusión, nos 
proponemos repasar cómo continuó el proceso, haciendo para ello una 
breve referencia a los principales acontecimientos ocurridos durante la 
“década revolucionaria”. 

Como todo recorte histórico, como toda periodización, la elección de 
este cierre es discutible. Sin embargo, no es arbitraria y tampoco obedece 
a razones de orden cronológico, como el hecho de tratarse de un número 
redondo que crea la ilusión de una unidad temporal. Si la “década 
revolucionaria” se cierra en 1820, es porque en ese año se produjo la 
crisis terminal del orden político que había surgido con la revolución, a 
la vez que comenzaba a emerger uno nuevo basado en las soberanías 
provinciales, tal como se podrá apreciar en el siguiente tomo de la serie. 


OS 


Como vimos en el último capítulo, el tramo final de 1810 estuvo signado 
por el inicio de la guerra, pero también por las disputas facciosas entre 
morenistas y saavedristas. Pronto se sumarían otros fenómenos de 
carácter conflictivo que caracterizarían la década revolucionaria, como 
los enfrentamientos regionales, el creciente peso de la campaña que 


provocaría importantes cambios en las relaciones de poder y la 
movilización de los sectores populares urbanos y rurales, ya sea en el 
marco de la guerra o en el de las disputas entre distintos sectores de las 
élites políticas. 

Entre 1810 y 1820 se sucedieron una serie de gobiernos y de 
asambleas que los argentinos solemos recordar por haberlos estudiado de 
memoria en la escuela: Primera Junta, Junta Grande, Primer Triunvirato, 
Segundo Triunvirato, Asamblea del año XIII, Directorio, Congreso de 
Tucumán. Sus orientaciones y características eran distintas, pero todos 
coincidieron en al menos tres cuestiones: pretender ser reconocidos como 
la máxima autoridad de los pueblos que habían formado parte del 
Virreinato; tener un carácter provisional, ya sea hasta que Fernando VII 
recuperara el trono o, como comenzó a plantearse en muy poco tiempo, 
hasta que se sancionara una constitución; y, desde luego, reivindicar la 
Revolución de Mayo como su fuente de legitimidad. 

En diciembre de 1810 se constituyó la Junta Grande con la 
incorporación de los diputados de los pueblos que inclinaron la balanza 
en favor de Saavedra y de su facción. Su accionar estuvo condicionado 
por el enfrentamiento con las fuerzas contrarrevolucionarias en 
Montevideo, el Litoral y el Alto Perú, pero también por las diferencias 
internas y por su poca capacidad ejecutiva. Si bien su discurso era más 
moderado, la dinámica bélica la obligó a radicalizarse adoptando 
medidas que pocos meses antes los saavedristas habían rechazado, como 
la persecución de los españoles. La partida de Moreno, por otro lado, no 
había logrado acallar las diferencias, pues varios de quienes compartían 
su línea política seguían manteniendo posiciones de poder, ya sea en la 
propia Junta, como Larrea, o comandando un regimiento, como French. 
Sus partidarios se organizaron en un club político y comenzaron a 
hostigar al gobierno. La respuesta de los saavedristas provocó la entrada 
en escena de un actor casi ajeno hasta entonces a las disputas entre las 
élites: el 5 y el 6 de abril de 1811 se movilizó una parte importante de la 
población urbana y suburbana de la capital liderada por los alcaldes de 
barrio. Su intervención, que solicitaba duras medidas contra los 
españoles, fue decisiva para lograr la expulsión de los morenistas y para 
que sus referentes fueran enjuiciados y desterrados. La Junta Grande 


logró así una mayor homogeneidad, pero no dejó de ser un gobierno 
debilitado y a la defensiva, temeroso por las consecuencias de la 
movilización popular que le había dado un apoyo decisivo, y que además 
fue perdiendo capacidad para imponer su autoridad mientras sufría 
reveses bélicos en todos los frentes. Tras la derrota y la retirada de 
Belgrano de Paraguay a comienzos de 1811, se produjo un movimiento 
local que puso fin a las autoridades españolas en esa Intendencia e inició 
un camino autónomo del cual ya no se apartaría. La campaña de la 
Banda Oriental, por su parte, se había sublevado bajo el liderazgo de 
Artigas, por lo que las autoridades de Montevideo solicitaron la 
intervención portuguesa. Para peor, en junio de ese año se produjo la 
derrota del Ejército Auxiliar en Huaqui que provocó su desbande y la 
pérdida del Alto Perú. 

En septiembre de 1811, y ante la debilidad de la Junta, el Cabildo de 
Buenos Aires impulsó la creación de un nuevo órgano de gobierno con 
solo tres integrantes, del que se esperaba una mayor ejecutividad: el 
Primer Triunvirato. Una de sus primeras medidas fue la negociación de 
un armisticio con Montevideo, tras el cual se retiraron las tropas 
portuguesas. Pero este acuerdo no fue aceptado por Artigas, cuyas 
fuerzas quedaron libradas a su suerte por el gobierno, por lo que a fines 
de 1811 miles de personas decidieron acompañarlo para cruzar el río 
Uruguay hacia el lado occidental, en un episodio que décadas más tarde 
sería denominado como el “éxodo oriental”. 

El Triunvirato procuró avanzar en la constitución de un nuevo orden 
para esa entidad de límites imprecisos que pretendía gobernar y que ya 
era conocida como Provincias Unidas del Río de la Plata o Provincias 
Unidas del Sud. En tal sentido reorganizó la justicia, dictó un Estatuto 
Provisional de Gobierno y sancionó varias medidas que apuntaban a 
resguardar los derechos individuales. Pero era un gobierno debilitado 
tanto por la ofensiva de los enemigos de la revolución como por las 
disidencias internas. Estas últimas podían ser consecuencia del creciente 
malestar en algunos pueblos por la centralización del poder, de la presión 
hacia los sectores populares provocada por la militarización o de las 
disputas facciosas e ideológicas como la de los morenistas que, dirigidos 
por Monteagudo y organizados en la Sociedad Patriótica, presionaban 


para que se declarara la independencia. 

La necesidad de tomar una decisión en ese sentido se hizo imperiosa 
cuando en marzo de 1812 las Cortes reunidas en Cádiz dictaron una 
Constitución que incorporaba algunos principios liberales y reconocía a 
los americanos como miembros de la nación española, aunque una vez 
más les otorgaba una representación desigual. La Constitución de Cádiz 
tuvo un gran impacto en América y comenzó a implementarse en buena 
parte del continente, con la excepción de los territorios insurgentes. 
Mientras tanto, las fuerzas leales a la metrópoli jaqueaban al gobierno 
revolucionario. La marina de Montevideo seguía manteniendo el control 
de los ríos, y en julio de 1812 se descubrió en Buenos Aires un complot 
liderado por Álzaga para derrocar al Triunvirato, que ahondó aún más el 
sentimiento antiespañol. Decenas de implicados fueron ajusticiados y sus 
cuerpos exhibidos durante varios días a modo de escarmiento 
ejemplificador. Por su parte, y tras haber logrado ocupar el Alto Perú, las 
fuerzas contrarrevolucionarias comenzaron a dirigirse hacia el sur con el 
propósito de llegar a Buenos Aires. Su marcha pudo ser detenida en 
septiembre de 1812 en la decisiva batalla de Tucumán, un triunfo que 
sería refrendado en la de Salta en febrero de 1813, lo que permitió un 
nuevo avance hacia el Alto Perú del Ejército del Norte al mando de 
Belgrano. 

En la capital se había extendido el descontento con el Triunvirato, 
por lo que al conocerse las noticias sobre el triunfo en Tucumán en 
octubre de 1812 se produjo un golpe que creó un nuevo gobierno: el 
Segundo Triunvirato. El movimiento lo encabezó la Logia Lautaro, que 
estaba integrada por oficiales que acababan de llegar de Europa, como 
Carlos María de Alvear y José de San Martín, y a la que se sumaron los 
morenistas que coincidían en que la prioridad era ganar la guerra y 
declarar la independencia. Es por eso que una de sus primeras medidas 
fue la convocatoria a un congreso que se reunió en enero de 1813: la 
Asamblea del año XIIL 

La Asamblea comenzó dando decididos pasos hacia la independencia: 
se declaró soberana, dejó de lado el juramento de fidelidad a Fernando 
VII y creó u oficializó una serie de símbolos para identificar a las 
Provincias Unidas del Río de la Plata. Asimismo, decretó medidas como 


la prohibición de la tortura; la abolición de los títulos de nobleza; la 
supresión del tributo y de las formas de trabajo indígena servil como la 
mita, la encomienda y el yanaconazgo; la prohibición del tráfico de 
esclavos y la libertad de vientres por la cual los hijos de las esclavas 
nacerían libres, aunque esto no implicó la abolición de la esclavitud 
como a veces suele creerse. 

La Asamblea se destacó, asimismo, por la centralización del poder. Es 
por eso que fueron rechazados los representantes de la Banda Oriental, 
cuyo mandato era lograr la declaración de la independencia, pero 
también el reconocimiento de la soberanía particular de los pueblos y la 
organización de una confederación. Además de terminar de consumar la 
ruptura entre el gobierno central y el artiguismo, esto contribuyó a que 
comenzaran a cobrar forma dos tendencias que atravesarían la vida 
política rioplatense durante décadas: una centralista, que planteaba la 
existencia de una soberanía única y que en la década de 1820 sería 
identificada como unitaria, y otra de carácter federal o confederal, que 
defendía la soberanía de los pueblos, por lo que proponía formas de 
organización política e institucional que les reconocieran mayor poder y 
autonomía. 

A estas tensiones internas se sumó un nuevo contexto internacional 
desfavorable para las revoluciones americanas. La estrella de Napoleón 
había empezado a declinar tras el desastre en el frente ruso, y en 1813 se 
produjo la derrota del ejército francés en España. Al comenzar 1814 
Fernando VII recuperó el trono y dispuso el envío de tropas a América, 
dejando en claro que no habría margen para acuerdos con quienes 
desconocieran su carácter de monarca absoluto. Para ello contó con el 
apoyo del resto de las monarquías europeas, cuyos representantes, 
reunidos en 1815 en el Congreso de Viena, propiciaban la restauración 
del antiguo orden que había sido afectado por el ciclo revolucionario. 
Para ese entonces la insurgencia sudamericana estaba sufriendo 
importantes reveses, y tanto Chile como Venezuela habían regresado a la 
órbita de las fuerzas que respondían a las autoridades españolas. En el 
Río de la Plata la situación era delicada: si al comenzar 1813 el Ejército 
del Norte había logrado avanzar hacia las provincias altoperuanas, las 
derrotas de Vilcapugio y Ayohuma determinaron que al finalizar ese año 


debieran abandonar ese territorio. Este crítico estado de cosas interno y 
externo explica por qué, con el correr de los meses, la Asamblea fue 
perdiendo su impulso inicial sin que pudiera concretar los principales 
objetivos para los cuales había sido convocada: declarar la independencia 
y dictar una constitución. 

Ante el estancamiento de la Asamblea y el avance 
contrarrevolucionario, el círculo de Alvear, que se había hecho con la 
dirección de la Logia Lautaro, sostuvo la necesidad de concentrar aún 
más el poder para ganar la guerra a la vez que le imprimió un giro más 
conservador a la línea política gubernamental. En enero de 1814 se creó 
un poder ejecutivo unipersonal, el Director Supremo de las Provincias 
Unidas del Río de la Plata, y se eligió para ejercer ese cargo a Gervasio 
Posadas, tío de Alvear. El foco revolucionario rioplatense era el único 
que entonces se mantenía en pie en un contexto que le era adverso. El 
Directorio decidió tentar una vía diplomática enviando a Europa a 
agentes para que explorasen la posibilidad de coronar a un monarca que 
le permitiera a los rioplatenses mantener un gobierno autónomo. Pero el 
intento no prosperó. Dejando de lado las dificultades que hubiera 
implicado obtener la lealtad de los criollos hacia una casa real tras años 
de revolución y guerra, lo cierto es que en Europa no había un clima 
favorable para esta operación que afectaba los derechos de Fernando VII. 

La política interna del Directorio se orientó, por un lado, a lograr una 
reorganización institucional y territorial que asegurara la autoridad del 
poder central y, por otro lado, a ganar la guerra. En ese sentido, el mayor 
logro fue la ocupación de Montevideo a mediados de 1814. Este 
desenlace, sin embargo, no fue el fin de la guerra en la Banda Oriental y 
en el Litoral, ya que el Directorio lanzó una ofensiva para acabar con el 
artiguismo que estaba promoviendo cambios radicales de orden político, 
social y económico. Artigas, por su parte, había puesto en jaque al poder 
directorial al extender su influencia hacia el oeste del río Uruguay y 
constituirse en Protector del Sistema de los Pueblos Libres que abarcaba 
los territorios de las actuales provincias de Entre Ríos, Santa Fe, 
Corrientes, Misiones y, durante un lapso breve, el de Córdoba. 

Tras la caída de Montevideo el gobierno volvió a poner su mira en el 
Alto Perú y designó a Alvear como jefe del Ejército del Norte. Pero para 


ese entonces se había convertido en una figura desprestigiada, por lo que 
los oficiales de ese cuerpo resistieron su nombramiento. Posadas decidió 
renunciar como director, y en enero de 1815 fue reemplazado por el 
propio Alvear. El extendido rechazo a ese nombramiento que se expresó 
incluso en Buenos Aires se potenció como consecuencia de una fallida 
jugada suya para convertir las Provincias Unidas en una suerte de 
Protectorado inglés. El ejército enviado al Litoral para combatir al 
artiguismo se sublevó, y en abril de 1815 Alvear debió renunciar y 
exiliarse, mientras que sus partidarios fueron objeto de persecuciones 
judiciales y políticas, una suerte que, al igual que el destierro, se había 
hecho usual para quienes integraban una facción caída en desgracia. 

El Cabildo de Buenos Aires cubrió una vez más el vacío de poder y 
designó como director al general Álvarez Thomas, que estaba al frente 
del ejército sublevado. A fines de 1815 se produjo la derrota de Sipe Sipe 
en el Alto Perú, que provocó la retirada definitiva del Ejército del Norte 
de esa región y dio lugar a un cambio de estrategia orientada a desgastar 
a los ejércitos realistas y a contener su avance a partir del accionar de 
fuerzas altoperuanas y de las milicias dirigidas por Giiemes en Salta y 
Jujuy. Mientras tanto, San Martín, que en 1814 había sido nombrado 
gobernador de la recién creada Intendencia de Cuyo, organizaba la 
expedición para cruzar los Andes y atacar a Chile en el marco de una 
estrategia que apuntaba a llegar a Perú por el Pacífico. 

Dividida por las luchas facciosas y regionales, aislada 
internacionalmente y casi sin apoyos tras la derrota de los otros focos 
insurgentes en el continente, hacia 1815 la revolución rioplatense se 
encontraba en una situación crítica. En esas difíciles circunstancias, un 
sector de la dirigencia decidió que había llegado la hora de declarar la 
independencia y de terminar con la provisionalidad de los gobiernos. A 
tales fines se convocó a un nuevo congreso que se reunió en Tucumán, 
evitando hacerlo en Buenos Aires, que para muchos se había convertido 
en emblema del centralismo despótico. En marzo de 1816 se iniciaron las 
sesiones y en mayo se eligió como director a Pueyrredón. Sus mayores 
esfuerzos se orientaron en ganar la guerra, para lo cual le dio su apoyo a 
la organización del Ejército de los Andes comandado por San Martín, así 
como también se lo dio a Gúemes para que al frente de sus milicias 


pudiera sostener el frente norte en Salta y Jujuy. Ese apoyo, sin embargo, 
no se extendió hacia Artigas, a quien decidió seguir enfrentando en el 
Litoral. Más aún, y aunque esto le valió duras críticas, se desentendió de 
la suerte de la Banda Oriental ante el avance portugués iniciado en 1816, 
que pondría fin a la experiencia artiguista y permitiría la incorporación 
de ese territorio al Imperio portugués como Provincia Cisplatina al año 
siguiente. 

Por su parte, y con la presencia de representantes de Buenos Aires, 
Córdoba, Catamarca, San Luis, San Juan, Mendoza, La Rioja, Santiago del 
Estero, Tucumán, Salta, Jujuy y de tres ciudades del Alto Perú (Mizque, 
Chichas y Charcas), el 9 de julio el congreso declaró la Independencia de 
las Provincias Unidas en Sud América. Como podrá advertirse, el nombre 
mantenía una cierta indefinición sobre los pueblos que podían conformar 
las Provincias Unidas, ya que expresaba la posibilidad de que en un 
futuro también se integraran Paraguay, los liderados por Artigas e, 
incluso, Chile. 

Una vez declarada la independencia, restaba resolver la forma de 
gobierno. ¿Debía ser una república o una monarquía? ¿Se constituiría un 
Estado central o una confederación en la que los pueblos preservarían su 
soberanía? La república era para muchos el horizonte deseable, pero en 
ese entonces la única experiencia exitosa era la norteamericana, mientras 
que una monarquía podía favorecer el reconocimiento internacional del 
nuevo Estado. Es por ello que varios dirigentes sostuvieron la 
conveniencia de crear una monarquía constitucional que combinara el 
novedoso principio de representación política con una casa real que 
garantizara la unidad y continuidad. Pero reimplantar la monarquía no 
era una tarea sencilla, pues años de revolución y guerra habían extendido 
el discurso republicano, un sentimiento de igualdad y el desprecio por los 
reyes. Además, y esto era decisivo, en el Río de la Plata no había una 
casa real y ni siquiera una nobleza. De ese modo, debía coronarse un 
monarca de una familia europea, para lo cual se habían realizado algunas 
tentativas sin éxito. O, tal como lo propició Belgrano, de un miembro de 
la nobleza inca, estimando además que esto facilitaría el apoyo de los 
pueblos andinos. Pero este proyecto fue desechado, ya que muchos 
dirigentes lo miraban con horror o desprecio. 


En 1817 el congreso se trasladó a Buenos Aires y se afianzó aún más 
la política centralista. Finalmente, en 1819 sancionó una constitución 
que, si bien no estipulaba la forma de gobierno, tenía un carácter 
aristocrático y podía adaptarse a una monarquía constitucional, además 
de que concentraba el poder en el gobierno nacional. Esto no hizo más 
que acrecentar la oposición al Directorio, que para ese entonces estaba 
jaqueado por las fuerzas federales de Santa Fe y Entre Ríos que también 
habían roto con Artigas, mientras que en el resto de los pueblos se 
producían movimientos que reclamaban una mayor autonomía. En junio 
de 1819 renunció Pueyrredón y fue reemplazado por el general José 
Rondeau, que convocó a los ejércitos de los Andes y del Norte para 
enfrentar a las fuerzas federales. San Martín, que estaba en Chile, 
desobedeció la orden privilegiando la campaña al Perú, mientras que a 
comienzos de 1820 los oficiales del Ejército del Norte se sublevaron en el 
Motín de Arequito y provocaron su disolución. En febrero de ese año se 
produjo la batalla de Cepeda, en la que las fuerzas lideradas por el 
entrerriano Francisco Ramírez y el santafesino Estanislao López 
derrotaron al ejército directorial que para ese entonces se reducía a las 
tropas de Buenos Aires. Esto provocó la disolución del congreso y la 
renuncia de Rondeau. 

De ese modo concluía una década de gobiernos provisionales que 
procuraron ejercer el gobierno de los pueblos rioplatenses. En 1820 las 
Provincias Unidas se encontraban en proceso de disgregación y con 
escasas posibilidades de unificarse en un mismo cuerpo político, mientras 
que la Banda Oriental se había convertido en Provincia Cisplatina, 
Paraguay se había autonomizado y el Alto Perú estaba en manos de las 
fuerzas realistas. 


AS 


Durante esos conflictivos años la Revolución de Mayo adquirió un 
carácter paradójico, pues a la vez que se la siguió considerando y 
celebrando como el inicio de una nueva era, también se le achacaba el 
haber desatado una serie de males que impedían la consolidación de un 
nuevo orden. De ahí que fueran cada vez más usuales, y dramáticos, los 
llamados a poner fin a la propia revolución, tal como lo hizo la Asamblea 


del Año XIII en su Manifiesto inaugural y lo volvería a hacer el Congreso 
de Tucumán a pocos días de haber declarado la Independencia en su 
Manifiesto a los Pueblos, en el que solicitaba su obediencia y unión, y 
que sería recordado por el título del decreto que lo acompañaba: “Fin a 
la revolución, principio al orden”. 

Esto, sin embargo, no implicó que la Revolución de Mayo dejara de 
ser reivindicada aun por quienes lamentaban los males que pudo haber 
desencadenado e, incluso, por muchos de quienes se vieron perjudicados 
por su deriva. Por el contrario, los sucesos de 1810 se convirtieron de 
inmediato en un motivo de celebración y recuerdo colectivo al ser 
considerada como el origen de una nueva era histórica en la que debía 
quedar enterrado todo rastro del pasado colonial, convirtiéndose además 
en una eficaz fuente de legitimidad política que perduraría durante 
décadas. 

Esto se puede apreciar en los festejos que desde 1811 comenzaron a 
realizarse para conmemorar su aniversario. En el extremo norte, en la 
frontera con el Virreinato del Perú, Castelli organizó una celebración 
imponente en las ruinas de Tiahuanaco, que reunió al ejército y a miles 
de indios de la región paceña. En Buenos Aires, por su parte, el cabildo 
organizó un festejo que duró varios días e involucró a distintos sectores 
sociales, y en el que si bien se incorporaron algunas novedades 
ideológicas, también se siguió apelando a tradiciones del Antiguo 
Régimen como el paseo del Estandarte Real. En esa ocasión se erigió en 
la Plaza de la Victoria (actual Plaza de Mayo) el primer monumento 
conmemorativo de la revolución: la Pirámide de Mayo, cuya forma en 
verdad era la de un obelisco. En esas circunstancias también se produjo 
la primera disputa sobre el sentido de la fecha: ante la pretensión del 
cabildo de incluir en la pirámide algunas referencias a las invasiones 
inglesas, a fin de exaltar las glorias de la ciudad, la Junta integrada con 
representantes de los pueblos determinó que solo se inscribiera en letras 
de oro la fecha 25 de mayo de 1810, que de ahí en más se convirtió en el 
emblema por excelencia de la revolución. A partir de 1813, y en el marco 
de la construcción de una nueva simbología republicana que identificara 
a las Provincias Unidas del Río de la Plata, el Triunvirato oficializó el 
festejo cívico con el nombre de Fiestas Mayas. De ahí en más la 


Revolución de Mayo fue celebrada y reivindicada por todos los gobiernos 
y por todas las fuerzas políticas e ideológicas que no dudarían en 
coincidir con lo señalado por La Gazeta al informar sobre el festejo 
realizado en 1812, destacando que el 25 de mayo se celebraba “... el 
nacimiento glorioso de la patria, el aniversario de su redención política y 
la época gloriosa de su libertad civil”. 


OS 


1810 fue un año clave para la historia argentina cuando esta aún no 
existía ni como nombre ni como proyecto de nación. Como vimos en el 
libro, durante los primeros meses de ese año los acontecimientos fueron 
vividos como parte de la crisis monárquica y, con ella, la del orden 
colonial. Sin embargo, al concluir el año, nadie tenía duda de que la 
crisis había creado las condiciones para que se iniciara una revolución y 
de que, con ella, también había empezado una guerra de consecuencias 
impredecibles. Esa es la razón por la cual optamos por esos tres ejes 
analíticos para interpretar lo sucedido en ese año: crisis, revolución y 
guerra. Pero, tal como también advertimos, no hay una única manera de 
narrar e interpretar los acontecimientos y procesos históricos. En ese 
sentido, también podríamos haber utilizado otros ejes como soberanía, 
patria, pueblo/s, independencia, república o nación. Estos habrían 
permitido armar otro recorrido de mayor aliento, ya que también 
podrían dar cuenta de lo sucedido en la década revolucionaria y en el 
proceso de emergencia de los Estados soberanos provinciales a partir de 
1820. Y, por qué no, del posterior proceso de construcción de la nación y 
del Estado nacional argentino. Pero como ya señalamos, quizás en 
demasiadas ocasiones, esa ya es casi otra historia que además será 
motivo de análisis en los siguientes volúmenes que integran esta serie. 


Bibliografía y documentos históricos 


Fuentes 

La importancia que tiene el proceso revolucionario en la historia 
argentina se puede apreciar en la gran cantidad de documentos y de 
compilaciones documentales sobre este tema que han sido publicados 
desde el siglo XIX hasta la actualidad. Esto contribuyó a que el libro 
pudiera basarse en su totalidad en fuentes éditas como las Actas del 
Cabildo y las publicaciones periódicas que fueron reimpresas: Archivo 
General de la Nación, Acuerdos del extinguido Cabildo de Buenos Aires, 
serie IV, tomo IV, libros LXV, LXVI y LXCIT, 1810 y 1811, Buenos Aires, 
Kraft, 1927; Academia Nacional de Historia, Correo de Comercio, Buenos 
Aires, La Academia, 1970; y Junta de Historia y Numismática argentina, 
Gazeta de Buenos Ayres, tomo I: 1810, Buenos Aires, Compañía Sud- 
Americana de Billetes de Banco, 1910. 

Los documentos gubernamentales, los partes oficiales y la 
correspondencia entre la Junta y otras autoridades fueron tomadas en su 
mayoría de dos compilaciones de documentos oficiales publicadas a fines 
del siglo XIX: Registro oficial de la República Argentina que comprende los 
documentos espedidos entre 1810 y 1873 (sic), tomo 1 (1810 a 1821), 
Buenos Aires, Imprenta de La República, 1879; y Adolfo Carranza (dir.), 
Archivo General de la República Argentina, tomo 1 y Il, Buenos Aires, Kraft, 
1894. 

En la década de 1960 se editaron las dos compilaciones documentales 
más importantes sobre el período revolucionario e independentista en las 
que además de documentos oficiales se incluyen diarios, memorias, 
autobiografías y biografías: Ricardo Caillet-Bois (dir.), Mayo Documental, 
tomos X-XII, Buenos Aires, Instituto de Historia Argentina, Facultad de 
Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires, 1964-6; y Senado de 
la Nación, Biblioteca de Mayo. Colección de obras y documentos para la 
historia argentina, 19 tomos, Buenos Aires, Congreso de la Nación, 
1960-1974. 

Cabe señalar por último un tomo reciente que reúne algunos 


documentos significativos acompañados por estudios realizados por 
especialistas: Gustavo Paz (coord.), Desde este día adelante revolución. 
Voces del 25 de mayo de 1810, Buenos Aires, Eudeba, 2010. 

Bibliografía sugerida y comentada 

En 1961, el Instituto de Historia Argentina “Doctor Emilio Ravignani” 
publicó el volumen Mayo en la bibliografía, cuyos autores, María Caffese y 
Carlos Lafuente, consignaban casi 1.800 publicaciones considerando 
libros, artículos y folletos. Desde entonces, las investigaciones y las 
publicaciones se multiplicaron, a la vez que se ampliaron y diversificaron 
los temas, problemas y enfoques empleados. Es por eso que resulta 
imposible reseñar en este espacio no solo la totalidad de la bibliografía, 
sino también la más relevante y representativa de las diferentes temáticas 
y líneas de análisis. 

En tal sentido, sugiero la lectura de dos publicaciones en las que se 
puede encontrar un panorama de la historiografía sobre el proceso 
revolucionario. En primer lugar, el libro coordinado por Raúl Fradkin y 
Jorge Gelman, en el que se presenta una selección de las distintas 
interpretaciones que se hicieron de la revolución abarcando un extenso 
arco temporal que se inicia con el deán Funes en 1817 y concluye con las 
innovaciones producidas por Tulio Halperin Donghi y José Carlos 
Chiaramonte. Los fragmentos de las obras son acompañados por breves 
estudios que las contextualizan y ofrecen información sobre sus autores: 
Raúl Fradkin y Jorge Gelman (coords.), Doscientos años pensando la 
Revolución de Mayo, Buenos Aires, Sudamericana, 2010. En segundo 
lugar, el número especial del Boletín del Ravignani que recoge las 
presentaciones y las discusiones suscitadas en unas jornadas realizadas en 
2010, en las que se discutieron los nuevos enfoques empleados para 
examinar el proceso revolucionario: AA. VV., “Número especial dedicado 
al Bicentenario de la Revolución de Mayo”, Boletín del Instituto de Historia 
Argentina y Americana Dr. Emilio Ravignani, n* 33, pp. 9-320, 2010. 

Una presentación de los trabajos más importantes sobre la 
Revolución de Mayo debe comenzar por las obras de Bartolomé Mitre y 
de Vicente Fidel López, que en el último tramo del siglo XIX cimentaron 
su primera interpretación histórica de envergadura y cuya influencia aún 
perdura en la sociedad: Bartolomé Mitre, Historia de Belgrano y de la 


independencia argentina, Buenos Aires, Anaconda, 1950 (la ed. completa, 
1887); y Vicente Fidel López, Historia de la revolución argentina desde sus 
precedentes coloniales hasta el derrocamiento de la tiranía en 1852, 10 vols., 
Buenos Aires, Imprenta y Librería de Mayo, 1883-1893. 

Entre los numerosos estudios publicados durante la primera mitad del 
siglo XX hay dos que utilicé con provecho para elaborar este libro: el 
clásico libro de Levene sobre Mariano Moreno y el de González sobre las 
primeras experiencias representativas que, si bien es menos conocido, 
incluye mucha información sobre el vínculo con la metrópoli y sobre el 
impacto de la revolución fuera de la capital: Ricardo Levene, Ensayo 
histórico sobre la Revolución de Mayo y Mariano Moreno, Buenos Aires, 
Editorial Científica y literaria argentina, 1925; y Julio González, Filiación 
histórica del gobierno representativo argentino, Buenos Aires, Editorial La 
Vanguardia, 1937. 

En el contexto del sesquicentenario de la revolución se publicaron 
nuevos estudios dentro de los cuales se destacan los textos de Segreti y 
Marfany, ya que además de aportar información, plantearon una 
discusión sobre la naturaleza de la revolución y sus protagonistas a fin de 
poder dilucidar si se habría tratado de un movimiento popular o militar: 
Carlos Segreti, La revolución popular de 1810, Córdoba, Imprenta de la 
Universidad de Córdoba, 1959; y Roberto Marfany, El Cabildo de Mayo, 
Buenos Aires, Ediciones Theoria, 1961. 

En ese contexto también se publicó un trabajo poco conocido y que 
fue de gran utilidad para este libro, ya que presenta una breve semblanza 
biográfica de todos los participantes en el cabildo abierto del 22 de mayo 
de 1810: AA. VV., “Hombres de Mayo”, Genealogía. Revista del Instituto 
Argentino de Ciencias Genealógicas, número especial, 1961. 

En 1961 se publicó también el primer trabajo de Halperin Donghi 
sobre el proceso revolucionario, en el que proponía una nueva visión que 
apuntaba a poner de relieve los cambios y las continuidades de orden 
político e intelectual. Una década más tarde publicaría su clásico 
Revolución y guerra, en el que examina el proceso de emergencia de una 
nueva vida política sin dejar de lado los aspectos sociales y económicos. 
Tiempo después, Chiaramonte iniciaría otra línea de indagación que 
también promovería una reinterpretación del proceso revolucionario más 


atenta a la dimensión jurídica e institucional y a los fundamentos 
intelectuales del nuevo orden. Por su parte, Francois-Xavier Guerra 
desarrolló un programa de investigación que apunta a la consideración 
de las revoluciones en España y América como parte de un mismo 
proceso político e ideológico. Dentro de la obra de estos autores, que es 
ineludible para entender los estudios más recientes sobre el proceso 
revolucionario, se destacan estos libros: Tulio Halperin Donghi, Tradición 
política española e ideología revolucionaria de Mayo, Buenos Aires, Eudeba, 
1961; Revolución y guerra. Formación de una élite dirigente en la Argentina 
criolla, Buenos Aires, Siglo XXI, 1972; José Carlos Chiaramonte, Ciudades, 
provincias, Estados: orígenes de la nación argentina (1800-1846), Buenos 
Aires, Emecé, 1997; y Francois-Xavier Guerra, Modernidad e 
independencias. Ensayos sobre las revoluciones hispánicas, Madrid, Mapfre, 
1992. 

Los estudios más recientes son deudores, en mayor o menor medida, 
de estas obras, así como también del proceso de renovación de la 
historiografía argentina producido a partir de 1983 que contribuyó al 
desarrollo de nuevos temas, problemas, enfoques y escalas de análisis. 
Por razones de espacio solo me referiré a tres trabajos que utilicé para 
elaborar el libro y que dan cuenta de esta diversidad, pues aluden a 
cuestiones tan diversas como la movilización de las clases subalternas, la 
actuación política del clero y la relación entre lenguaje y política: Gabriel 
di Meglio, ¡Viva el bajo pueblo! La plebe urbana de Buenos Aires y la política 
entre la Revolución de Mayo y el rosismo, Buenos Aires, Prometeo, 2007; 
Roberto di Stéfano, El púlpito y la plaza. Clero, sociedad y política de la 
monarquía católica a la república rosista, Buenos Aires, Siglo XXI, 2004; 
Noemí Goldman (ed.), Lenguaje y revolución. Conceptos políticos clave en el 
Río de la Plata, 1780-1850, Buenos Aires, Prometeo, 2008; y Lenguaje y 
política. Conceptos claves en el Rio de la Plata (1780-1870), Buenos Aires, 
Prometeo, 2021. 

La renovación historiográfica reciente también se plasmó en obras 
destinadas a públicos no especializados, dentro de las cuales se pueden 
mencionar algunos estudios biográficos: Noemí Goldman, Mariano 
Moreno: de reformista a insurgente, Buenos Aires, Edhasa, 2016; y Fabio 
Wasserman, Juan José Castelli. De súbdito de la Corona a líder 


revolucionario, Buenos Aires, Edhasa, 2011. 

Cabe señalar, por último, tres trabajos recientes que a los lectores les 
permitirán contar con un panorama de la revolución en la Banda 
Oriental, Paraguay y el Alto Perú: Gerardo Caetano (dir.) y Ana Frega 
(coord.), Uruguay: revolución, independencia y construcción del Estado, tomo 
I, 1808-1880, Montevideo, Planeta-MAPFRE, 2016; Ignacio Telesca 
(coord.), Historia del Paraguay, Asunción, Taurus, 2011; y Sergio 
Serulnikov, “El Alto Perú en la Independencia del Río de la Plata” en G. 
Entin (ed.), Crear la Independencia. Historia de un problema argentino, 
Buenos Aires, Capital Intelectual, 2016, pp. 95-125. 


Cronología para entender 1810 


29 de enero. Tras el triunfo de las fuerzas francesas, y en medio de 
tumultos que la culpan por ese desenlace, se disuelve la Junta Central 
Suprema Gubernativa de España e Indias. Su última decisión es el 
nombramiento de un Consejo de Regencia para que ejerza el gobierno 
hasta que se constituyan las Cortes que ya estaban convocadas. 

18 de mayo. El virrey Cisneros publica un bando en Buenos Aires en 
el que informa sobre el triunfo de las armas francesas, la disolución de la 
Junta Central y la creación del Consejo de Regencia. 

22 de mayo. Se realiza un cabildo abierto en Buenos Aires que declara 
caduco el mandato del virrey Cisneros y su reemplazo por una Junta que 
debía elegir el cabildo para gobernar las provincias rioplatenses en 
nombre del pueblo y del monarca cautivo. 

25 de mayo. Tras haber creado una Junta presidida por el virrey 
depuesto, el cabildo cede a la presión de los revolucionarios y la 
reemplaza por otra Junta presidida por Saavedra. Se constituye así la 
Junta Provisional Gubernativa de las Provincias del Río de la Plata a 
nombre del Señor Don Fernando VII, que en la historia argentina sería 
conocida como la Primera Junta. 

27 de mayo. La Junta emite una circular a los pueblos en la que 
informa sobre lo sucedido, los invita a elegir representantes para que se 
integren al nuevo gobierno y anuncia el envío de una expedición militar 
para auxiliar el Interior. 

4 de junio. Un cabildo abierto realizado en Córdoba decide rechazar 
la autoridad de la Junta creada en Buenos Aires. Pocos días después 
reconoce al Consejo de Regencia. 

7 de junio. Se publica el primer número de La Gazeta, el periódico 
oficial del gobierno revolucionario. 

15 de junio. Un cabildo abierto de Montevideo rechaza subordinarse a 
la Junta creada en Buenos Aires y reconoce al Consejo de Regencia. 

22 de junio. La Junta expulsa al exvirrey y a los miembros de la 
Audiencia de Buenos Aires. 


11 de julio. El virrey del Perú acepta el pedido de auxilio de las 
autoridades altoperuanas e incorpora en forma interina a esas 
jurisdicciones bajo su mando. 

24 de julio. Tras haber rechazado al enviado de Buenos Aires, una 
asamblea de vecinos y funcionarios realizada en Asunción de Paraguay 
decide reconocer y acatar al Consejo de Regencia. 

26 de agosto. En el paraje Cabeza de Tigre se fusila al exvirrey 
Santiago de Liniers y a las autoridades militares y civiles de Córdoba que 
habían organizado la resistencia a la Junta en esa intendencia. 

7 de noviembre. Se produce la batalla de Suipacha en el sur del actual 
territorio boliviano. Es el primer triunfo de las armas de la revolución y 
además permite la inmediata ocupación del Alto Perú por parte del 
Ejército Auxiliar enviado desde Buenos Aires. 

6 de diciembre. La Junta emite el Decreto de Supresión de Honores y 
toma estado público la disputa entre Saavedra y Moreno. 

18 de diciembre. Se decide la incorporación a la Junta de los 
diputados de los pueblos y nace la que se conocería como Junta Grande. 
Se impone la facción de Saavedra y se produce la renuncia de Moreno. 


Filmografía 


Uno de los primeros films argentinos con argumento y actores, o el 
primero según señalan algunos estudios, fue precisamente uno titulado 
La Revolución de Mayo, que con la dirección del inmigrante italiano 
Mario Gallo se estrenó en 1909. La película, que está filmada en blanco y 
negro y sin sonido, consta de quince escenas separadas con carteles que 
explican los sucesos de la Semana de Mayo. Si bien fue restaurada, solo 
se conservan algunas escenas en las que se pueden apreciar hechos, 
acciones y escenarios que forman parte del entramado de símbolos y 
lugares comunes sobre esos sucesos, como los paraguas, el reparto de 
escarapelas por parte de French y Beruti, el cabildo y la casa de 
Rodríguez Peña (https: //www.youtube.com/watch?v=7VqE5PBlixY). La 
importancia asignada a este film hizo que su fecha de estreno, el 23 de 
mayo de 1909, fuera elegida un siglo más tarde como Día del Cine 
Nacional (aunque algunos autores sostienen que se habría estrenado el 
día 22). En 1915, por su parte, se estrenó Mariano Moreno y la 
Revolución de Mayo, un film dirigido por Enrique García Velloso del 
cual no se conservan copias, aunque se sabe que una parte importante de 
su trama transcurre en 1810. 

Parecía un comienzo auspicioso para la relación entre el cine y la 
revolución. Sin embargo, esto no fue así, ya que no fueron tantas las 
películas que de ahí en más se produjeron sobre los sucesos 
revolucionarios. O, para ser más precisos, las que sus tramas transcurran 
en 1810. En efecto, las películas más emblemáticas sobre la revolución y 
la guerra casi no hacen referencia a ese año, ya que se centran en la 
dimensión bélica del proceso revolucionario. Es el caso de La guerra 
gaucha (1942) de Lucas Demare, basada en la novela homónima de 
Leopoldo Lugones sobre la experiencia de las milicias gauchas lideradas 
por Giiemes en Salta y Jujuy. O El santo de la espada (1970) de Leopoldo 
Torre Nilsson, que se basó en la biografía de Ricardo Rojas sobre San 
Martín. Lo mismo sucede con dos películas recientes que tuvieron una 
gran repercusión pública y que se refieren a las dos figuras más 


recordadas del proceso revolucionario e independentista: Belgrano 
(2010), de Sebastián Pivotto, que se enfoca en su accionar militar a partir 
de 1812 y en su vida personal (https: //www.youtube.com/watch? 
v=SIOWKQ7HReY), y Revolución. El cruce de los Andes, de Leandro Ipiña, 
sobre la organización del Ejército de los Andes bajo el liderazgo de San 
Martín (http: //encuentro.gob.ar/programas/3190). 

Una posible explicación del poco interés por realizar películas sobre 
1810 es que los acontecimientos ocurridos en ese año, y en particular los 
de la Semana de Mayo, no tuvieron un carácter épico o dramático como 
los hechos bélicos que se produjeron durante la década revolucionaria. 
Esto ya había sido advertido de algún modo por Juan B. Alberdi en una 
nota que agregó a su obra de teatro La Revolución de Mayo. Crónica 
dramática, publicada por la Revista del Plata en 1839: 


La Revolución de Mayo, en la imaginación del pueblo, es una epopeya: 
en la realidad histórica no es, por su forma, más que una evolución 
parlamentaria, como las que se hacen todos los días en Inglaterra y los 
Estados Unidos. Los grandes postulados militares y políticos que le han 
sucedido son los que la han cubierto del esplendor que tiene ante los ojos 
del pueblo. A pintarla, pues, en su realidad, hubiese salido descolorida y 
marchita la pintura, como son por su naturaleza los sucesos 
parlamentarios, que se pasan sin lucha, sin combate, y se consuman por 
amalgamas sin brillo y transacciones sin estrépito. Baste decir que el 25 
de mayo no se quemó un gramo de pólvora, ni se desenvainó una espada. 
La tempestad pues, y la victoria, grandes y sublimes sin duda, fueron 


morales puramente. 


No parece casual que los pocos films recientes que hacen referencia a 
1810 estén centrados en el fusilamiento de Liniers, un hecho dramático 
que además permite retratar las disyuntivas a las que debieron 
enfrentarse los actores ante la crisis monárquica y en cómo esas 
decisiones incidieron en la forma en las que fueron valorados y 
recordados: Cabeza de Tigre (1995), de Claudio Etcheberry, y el 
documental El padre de la patria (2020), de Pablo Spatola. Cabe destacar, 
por último, otra película que trata el mismo episodio, pero como parte de 
la vida de Castelli: La revolución es un sueño eterno (2010), de Nemesio 
Juárez, basada en la novela homónima de Andrés Rivera. 
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